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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán.                  

Asimismo, se encontraba presente la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Estela Ortiz Rojas.
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor LAGOS (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor LAGOS (Presidente).- Las actas de las sesiones 87ª y 88ª, ordinarias, en 7 y 8 de marzo de 2017, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor LAGOS (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Treinta y tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los dieciséis primeros hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



2) Proyecto que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422 a fin de establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad (boletines Nos 7.025-31 y 7.855-13, refundidos).



3) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



4) Proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (boletín Nº 8.149-09).



5) Proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15).



6) Proyecto de ley que crea el Ministerio de la Cultura (boletín N° 8.938-24).



7) Proyecto de ley que sanciona el maltrato infantil (boletines Nos 9.279-07, 9.435-18, 9.849-07, 9.877-07, 9.904-07 y 9.908-07, refundidos).



8) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín N° 9.689-21).



9) Proyecto de ley que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (boletín N° 10.063-21).



10) Proyecto que establece la Subsecretaría de la Niñez; modifica la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social, y enmienda otros cuerpos legales que indica (boletín N° 10.314 -06).



11) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (boletín N° 10.394-05).



12) Proyecto de ley que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).



13) Proyecto de ley que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (boletín N° 10.545-08).



14) Proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín N° 10.647-09).



15) Proyecto de ley que crea una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales para el personal que indica (boletín N° 11.015-11).



16) Proyecto de reforma constitucional que modifica la Carta Fundamental en lo que respecta a la fecha en que el Presidente de la República rinde cuenta al país del estado administrativo y político de la nación ante el Congreso Pleno (boletines Nos 9.741-07, 10.728-07 y 10.951-07, refundidos).



Con los diecisiete últimos hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín N° 6.191-19).



2) Proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (boletín N° 7.543-12).



3) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países (boletín N° 9.242-10).



4) Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03).



5) Proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y que modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletines Nos 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).



6) Proyecto de reforma constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que establece que los crímenes y delitos de guerra, de lesa humanidad y de genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).



7) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



8) Proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (boletín N° 9.892-07).



9) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (boletín N° 10.140-07).



10) Proyecto de ley que tipifica el delito de corrupción entre particulares y modifica disposiciones del Código Penal relativas a delitos funcionarios (boletines Nos 9.956-07 y 10.155-07, refundidos).



11) Proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



12) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (boletín N° 10.184-15).



13) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (boletín N° 10.217-15).



14) Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín Nº 10.264-07).



15) Proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 10.368-04).



16) Proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07).



17) Proyecto que modifica la ley N° 20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (boletín Nº 10.665-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental a la señora Ximena Insunza Corvalán (boletín N° S 1.919-05), con la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


Con el segundo pide el acuerdo del Senado para nombrar miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral a los señores Alfredo Roberto Joignant Rondón y Carlos Andrés Melchor Tagle Domínguez, por los períodos que indica (boletín N° S 1.920-05), con la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha dado su anuencia al proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado que Modifica el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura”, suscrito en Andorra, el 12 de septiembre de 2016 (boletín N° 11.048-10) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el segundo señala que ha aprobado el proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones (boletines Nos 9.335-15, 9.527-15, 9.528-15, 9.641-15, 9.647-15, 9.651-15 y 9.658-15, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


De la Excelentísima Corte Suprema:


Emite su parecer, conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley sobre protección de datos personales (boletín N° 11.092-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la sentencia definitiva dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad referido a los artículos 226 (en la parte que indica), 366, 367, 369, 370, 372 y 437 del Código Civil y de los artículos 838, 839 y 841 del Código de Procedimiento Civil.



--Se manda archivar el documento.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Inciso primero del artículo 42 del decreto ley N° 3.063, de 1979, de la Ley de Rentas Municipales.



-Artículo 63, N° 1, letra c), del Código Orgánico de Tribunales.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:


Contesta solicitud, expresada en nombre del Senador señor Quinteros, sobre la posibilidad de que se destinen recursos para la reconstrucción del complejo fronterizo Cardenal Samoré, en Puyehue.



Remite las siguientes respuestas a consultas enviadas en nombre del Senador señor Navarro:



-Antecedentes del Departamento de Extranjería y Migración en el marco del “Acuerdo sobre residencia de los estados partes del Mercosur, Chile y Bolivia”, en el que se excluye del otorgamiento de visado de residencia temporal a la República Bolivariana de Venezuela, no obstante ser miembro pleno del Mercosur desde el año 2012.



-Situación planteada por la Coordinadora de Cesantes de Talcahuano Zona Cero, en el sentido de analizar la posibilidad de crear proyectos de empleo con los excedentes del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Envía información sobre contratos de obra celebrados con la empresa Azvi Chile, la cual construyó un tramo de la carretera en Chiloé que luego resultó dañada por el terremoto de diciembre de 2016, entre otros aspectos; materia consultada en nombre del Senador señor Ossandón.



Adjunta respuesta a petición, expedida en nombre del Senador señor De Urresti, para que las obras del Puerto de Trumao de Río Bueno lleven el nombre de don Helvio Riquelme Moretti, precursor de la navegación fluvial en esa zona.



De la señora Ministra de Salud:


Informa opinión del Ejecutivo con relación a una posible autorización para la exportación e importación de residuos peligrosos; materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Ministro de Salud (S):


Atiende preocupaciones, manifestadas en nombre del Senador señor Navarro, sobre los siguientes asuntos:



-Medidas adoptadas por alerta del Instituto de Salud Pública por uso de jarabes con codeína.



-Materias relativas al Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina.



Del señor Subsecretario de Justicia:


Expone antecedentes en cuanto al estado de salud en que se encuentran 163 menores de la Región de Valparaíso bajo el cuidado del SENAME; asunto consultado en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente:


Informa sobre difusión de normas y políticas públicas de protección de radiación ultravioleta y el impacto en la salud de las personas, y de la fiscalización del cumplimiento de estas normas en el ámbito laboral; materia consultada en nombre de los Senadores señor De Urresti, señora Muñoz y señores Letelier, Navarro, Quintana y Quinteros.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Da respuesta a solicitud, expresada en nombre del Senador señor Navarro, sobre refugios de montaña disponibles en el país, sistema de control utilizado por los guardaparques y trabajadores fallecidos en incendios forestales en los últimos cinco años.



Del señor Alcalde de Diego de Almagro:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Prokurica, sobre materias relativas a deudas municipales.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que extiende los beneficios de la ley N° 20.948 a los funcionarios y las funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, establece normas especiales para el incentivo de la ley N° 20.213 y modifica los requisitos de ingreso y promoción de la función de supervisión de la planta de profesionales de dicho servicio (boletín N° 11.086-05) (Véase en los Anexos, documento 5).


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que instaura un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (boletín N°10.545-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de Asunción sobre Compromiso con la Promoción y Protección de los Derechos Humanos del MERCOSUR”, suscrito en Asunción, República del Paraguay, el 20 de junio de 2005 (boletín N° 10.994-10) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor De Urresti, señoras Muñoz, Pérez San Martín y señores Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Andrés Zaldívar, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva adoptar las medidas necesarias para proteger y conservar la especie Araucaria Araucana, conjuntamente con destinar recursos para el desarrollo de un plan de monitoreo (boletín N° S 1.918 -12) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Queda para ser votado en su oportunidad.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Letelier, Espina, Quinteros y Andrés Zaldívar, que otorga a los alcaldes la facultad de retirar el cableado eléctrico y de telecomunicaciones en desuso.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política.
Comunicaciones



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la cual señala que ha elegido Presidente al Senador señor Felipe Harboe Bascuñán.



De la Comisión de Hacienda, mediante la cual informa que ha elegido Presidente al Senador señor Carlos Montes Cisternas.



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, con la cual manifiesta que ha elegido Presidente al Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, mediante la cual informa que ha elegido Presidente al Senador señor Hernán Larraín Fernández.



--Se toma conocimiento.
El señor LAGOS (Presidente).- Terminada la Cuenta.


Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, solicito que recabe la anuencia de la Sala a fin de extender, hasta el día viernes de esta semana, el plazo para presentar indicaciones al proyecto relativo a INDESPA.

El señor LAGOS (Presidente).- ¿Cuál proyecto?

El señor QUINTEROS.- El de INDESPA.

El señor LAGOS (Presidente).- ¿Hasta este viernes?

El señor QUINTEROS.- Sí.

El señor MOREIRA.- La tramitación de esa iniciativa ya terminó.

El señor LAGOS (Presidente).- El viernes cae día…

El señor QUINTEROS.- O bien para el próximo lunes.



Mientras no haya Subsecretario no va a sesionar la Comisión de Pesca.

El señor LAGOS (Presidente).- ¿Para el lunes 20?

El señor MOREIRA.- Pido la palabra. 

El señor LAGOS (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor MOREIRA.- Por favor, señor Presidente, corríjame si estoy equivocado.



En este minuto hay tres proyectos relativos a pesca.



Uno apunta al fortalecimiento del SERNAPESCA, iniciativa a la cual se le formularán algunas indicaciones.



Por su parte, el 17 de este mes vamos a ver el que dice relación con el desarrollo de las caletas pesqueras.



Y el Senador Quinteros ahora nos plantea una solicitud respecto de aquel que tiene que ver con INDESPA. Sin embargo, entiendo que el plazo para formular indicaciones a este proyecto ya finalizó, ya se presentaron las indicaciones. No sé si se abrió otro plazo.

El señor QUINTEROS.- El plazo vencía hoy.

El señor MOREIRA.- Entonces, ¿se fijó otro plazo?



¿Está seguro?

El señor QUINTEROS.- Estoy pidiendo que se prorrogue.

El señor MOREIRA.- Perdón, señor Senador: usted está pidiendo otro plazo cuando ya venció el que se había establecido en forma previa.



No sé si se puede acoger su petición.

El señor LAGOS (Presidente).- El plazo, me dice la Secretaría, venció ayer y el Senador Quinteros está pidiendo uno nuevo para presentar indicaciones.

El señor MOREIRA.- O sea, que se amplíe el plazo.

El señor LAGOS (Presidente).- Que se fije uno nuevo.

El señor MOREIRA.- Yo estoy de acuerdo, siempre y cuando no me copien las indicaciones.

El señor LAGOS (Presidente).- No se las van a copiar, señor Senador.




Si le parece a la Sala, se fijará nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea INDESPA hasta el lunes 20, a las 12.



¿Habría acuerdo?

El señor QUINTEROS.- Sí.

El señor LAGOS (Presidente).- Acordado.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:


1.- Tratar, en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias producidas en la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal a fin de evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (boletín N° 9.152-07).



2.- Considerar en cuarto lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que facilita la entrega de propinas en establecimientos de comercio  (boletín Nº 10.329-13). 


3.- Analizar, en el primer, segundo y tercer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 15 del presente, los siguientes asuntos:



-Proyecto, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que establece la Subsecretaría de la Niñez; modifica la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social, y enmienda otros cuerpos legales que indica (boletín N° 10.314 -06).



-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales para el personal que señala (boletín Nº 11.015-11), siempre que estuviere informado por la Comisión de Hacienda.



-Proyecto, en segundo trámite constitucional, que extiende los beneficios de la ley N° 20.948 a los funcionarios y las funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles; que consigna normas especiales para el incentivo de la ley N° 20.213, y que modifica los requisitos de ingreso y promoción de la función de supervisión de la planta de profesionales de dicho servicio (boletín N° 11.086-05).



4.- Facultar a la Comisión de Hacienda para sesionar mañana, de 16:30 a 17:30, en forma paralela a la Sala, a fin de analizar el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín Nº 7.963-06).



5.- Autorizar el funcionamiento por seis meses, a contar de esta fecha, de la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana.
El señor LAGOS (Presidente).- Estamos claros con el itinerario para hoy y mañana.

V. ORDEN DEL DÍA

AUMENTO DE PENALIDAD PARA DELITOS CONTRA MENORES Y OTRAS PERSONAS EN ESTADO VULNERABLE. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor LAGOS (Presidente).- Corresponde poner en votación el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Penal, el decreto ley N° 645, de 1925, sobre el Registro General de Condenas, y la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, destinado a aumentar la penalidad y las demás sanciones aplicables a delitos cometidos en contra de menores y otras personas en estado vulnerable. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.279-07, 9.435-18, 9.849-07, 9.877-07, 9.904-07 y 9.908-07, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 62ª, en 20 de octubre de 2015 (se da cuenta).



En trámite de Comisión Mixta: sesión 74ª, en 14 de diciembre de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Especial encargada de tramitar proyectos relacionados con los niños, niñas y adolescentes: sesión 34ª, en 2 de agosto de 2016.



Especial encargada de tramitar proyectos relacionados con los niños, niñas y adolescentes (segundo): sesión 61ª, en 9 de noviembre de 2016.


Comisión Mixta: sesión 81ª, en 17 de enero de 2017.


Discusión:



Sesiones 37ª, en 9 de agosto de 2016 (se aprueba en general); 61ª, en 9 de noviembre de 2016 (se aprueba en particular con modificaciones); 86ª, en 1 de marzo de 2017 (queda para segunda discusión); 88ª, en 8 de marzo de 2017 (solicitud de aplazamiento de la votación).  

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho del proyecto y la calificó de “suma”.



Las divergencias suscitadas entre ambas ramas legislativas derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de los nuevos artículos 403 bis y 403 ter que se incorporan al Código Penal por el Senado, contenidos en el numeral 5 del artículo 1° del proyecto de ley.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que comprende las normas en controversia y otras disposiciones de la iniciativa, así como las adecuaciones correspondientes a los ajustes formales requeridos por el texto contenido en la propuesta. 



La Comisión acordó la proposición con las votaciones que consigna en cada caso en su informe.



Corresponde informar que la Cámara de Diputados, en sesión de fecha 17 de enero, aprobó lo propuesto por la Comisión Mixta.



Cabe hacer presente que la letra b) del artículo 2° contenido en la proposición reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere 21 votos favorables para su aprobación.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto que quedaría de aprobarse su informe.

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, Honorable Senado, soy Presidente de la Comisión de Infancia (me tocó presidir también la Comisión Mixta), y, junto con sus demás integrantes (Senadores señora Van Rysselberghe y señores Letelier, Quintana y Ossandón), tratamos de resolver aquellos puntos en los que hubo discrepancias. 



En la Sala del Senado se manifestaron algunas aprensiones, y creo importante que Sus Señorías sepan cómo quedó finalmente el proyecto que sanciona lo relativo al maltrato extrafamiliar, en que se hicieron algunas modificaciones.



En primer lugar, el problema que hoy día tenemos es que se sanciona la violencia intrafamiliar; o sea, la que se da dentro del hogar, pero no la violencia extrafamiliar.



Cuando uno ve, por ejemplo, en algún reportaje -no quiero estigmatizar a nadie, por favor- al encargado de una casa u hogar de ancianos pegando, agrediendo, menoscabando, degradando a un adulto mayor -insisto: no quiero menoscabar a nadie-, o a una educadora de párvulos o trabajadora de casa particular maltratando a un niño -muchas veces esto queda filmado-, a un discapacitado, a un adulto mayor, no pasa nada porque si no hay lesión no hay delito, no hay sanción.



Se da una situación atípica y, por tanto, en la práctica no existe la posibilidad de evitar que tales hechos vuelvan a ocurrir.



Lo que nosotros consignamos en este proyecto es una sanción de multa, de 1 a 4 UTM, o de prisión en cualquiera de sus grados hasta 60 días.



Recordemos que en la sesión anterior se dijo acá que no puede ser cualquier tipo de maltrato. Por eso, la Comisión Mixta propuso incorporar el término “relevante”.



Porque algunos parlamentarios plantearon: “Si yo le pego un coscorrón a un hijo, ¿eso será sancionado?”.



Se consignó que el maltrato debía ser relevante.



En seguida, la pena que se había contemplado era la de prisión (de 1 a 60 días) y multa. Ahora la sanción asignada para el maltrato corporal único relevante es de prisión en cualquiera de sus grados “o multa”.



Señor Presidente, lo novedoso de esta figura, tal como se señaló precedentemente, es que basta con un acto de maltrato corporal único, el que en todo caso debe ser siempre relevante, para que se configure, diferenciándose de la violencia intrafamiliar y, también, de las lesiones.



Asimismo, cabe destacar que lo anterior viene a cumplir con reiteradas recomendaciones del Comité de Derechos del Niño de las Naciones Unidas.



Repito: el maltrato corporal único debe ser de carácter relevante. O sea, hay un calificativo, y los tribunales tendrán que interpretar aquello, más allá de que algunos señores Senadores deseen consignar eso acá.



Al respecto, quiero recordar que hoy día la violencia intrafamiliar habla de maltrato. Aquí estamos siendo más específicos, y disponemos que debe ser “maltrato relevante”.



En cuanto al trato degradante que afecta gravemente la dignidad de la persona, el proyecto de ley establece el delito de someter a uno de quienes menciona en el artículo 403 bis (niños, adultos mayores, discapacitados, mujeres en determinada situación) a un trato degradante que afecte gravemente la dignidad del ofendido.



El fundamento de ese tipo penal es reconocer que la protección penal de delito de injuria es insuficiente para ciertas hipótesis donde se afecta, más que el honor, la dignidad intrínseca del ser humano. El delito de injuria, con todas sus limitaciones, se presenta como deficiente para casos en que, por ejemplo, el ofendido ve afectada su condición como persona, donde la humillación de que es víctima alcanza un grado intolerable que atenta contra su integridad moral, cuestión que en la práctica hoy no tiene sanción.



En España, por ejemplo, se castiga al que infligiera a otro un trato degradante menoscabando gravemente su integridad moral con una pena de prisión de hasta dos años.



Ciertamente, acá estamos estableciendo otro tipo de sanción.



Con respecto a la proporcionalidad de las penas de los tipos penales del maltrato, quiero señalar lo siguiente.



La Comisión Mixta tuvo especial atención en cuanto a asegurar que las penas asignadas a los nuevos tipos penales fuesen proporcionales con el resto de los tipos penales vigentes.



Por lo mismo, originalmente -lo reitero, para hacer el relato de cómo van quedando las sanciones-, la pena asignada al maltrato corporal único relevante era prisión en cualquiera de sus grados -es decir, de 1 a 60 días- “y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales”; y ahora se dispone que dicho delito será sancionado con prisión “o multa”. Es decir, un juez puede aplicar, de estimarlo así, solo la multa, y no necesariamente la pena de prisión.



A continuación, el proyecto crea una agravante para el tipo de maltrato corporal único, en caso de que quien agrede tenga un deber especial de cuidado o protección. Inicialmente, se sancionaba con presidio menor en sus grados mínimo a medio, pena que fue modificada por la Comisión Mixta quedando en presidio menor en su grado mínimo.



Todos sabemos -recuerdo que el distinguido Senador Espina mencionó esto con ocasión del debate del proyecto conocido como “Ley Emilia”- que cuando las penas son bajas se aplican atenuantes (por ejemplo, irreprochable conducta anterior, reparación del mal causado, en fin) y ese piso suele bajar. Además, cuando las penas no exceden de los tres años se puede aplicar la suspensión condicional. Y si, por ejemplo, la persona en el plazo de uno o dos años no vuelve a cometer un delito, queda sobreseída.



Entonces, cuando una persona tiene un deber especial de cuidado o protección y maltrata a alguien, no hay que alarmarse porque señalemos que va a tener la pena de presidio menor en su grado mínimo, pues en la práctica, por las atenuantes o por la suspensión condicional del procedimiento, no hay sanción efectiva. Pero por lo menos, si es reincidente, la pena será efectiva.


Creo que aquello es relevante, señor Presidente.


Asimismo, se aumenta la pena del delito de maltrato habitual, que pasa de presidio menor en su grado mínimo a presidio menor en sus grados mínimo a medio.


De otro lado, se elimina la precalificación del delito de maltrato habitual por parte de los tribunales de familia, cuestión que se veía como una barrera procesal. Porque no es posible sancionar el maltrato extrafamiliar único, y en el caso de la violencia intrafamiliar, exigir que sea habitual con la precalificación de los tribunales de familia.


Ello sería un absurdo; habría un contrasentido.



Donde existe la misma razón debe existir la misma disposición. 



Por lo tanto, se elimina la precalificación que efectúan los juzgados de familia de los hechos constitutivos del delito de maltrato habitual. La víctima puede acercarse directamente al Ministerio Público, sin perjuicio de que hay que reconocer que este manifestó su preocupación respecto de la capacidad de esta institución para hacer los peritajes. Ellos piensan que los tribunales de familia aplican medidas cautelares de protección con más facilidad, con menos pruebas que la Fiscalía.


Ahí se produjo una discusión que es importante consignar.



Por lo tanto, la eliminación de la precalificación asegura coherencia interna entre el delito de maltrato habitual actualmente vigente y el nuevo delito de maltrato corporal único que establece este proyecto de ley. Si no se elimina la precalificación, se producirá la paradoja de que el nuevo delito de maltrato corporal único podría ser investigado directamente por los tribunales penales; pero si estamos frente al delito de maltrato habitual, se exigirá a las víctimas pasar por la precalificación de los tribunales de familia antes que el Ministerio Público pudiese iniciar la investigación.



Hay que tener presente que el “maltrato habitual” es el único delito en todo el ordenamiento jurídico que exige una precalificación por parte de los tribunales de familia.


Finalmente, debo señalar que hay nuevas penas accesorias y medidas de protección.



La pena accesoria, en caso de ser condenada la persona, consiste en la inhabilidad de trabajar en lugares donde se tenga contacto con niños, adultos mayores, discapacitados. Es decir, hay un conjunto importante de medidas preventivas.


Naturalmente, se podrán aplicar penas accesorias que apuntan a la asistencia a programas de rehabilitación para maltratadores o de rehabilitación para el consumo problemático de sustancias; el cumplimiento de servicio comunitario; la prohibición de acercarse a la víctima o a su domicilio, lugar de cuidado, trabajo o estudio, así como a cualquier otro lugar al que esta concurra o visite habitualmente.



En fin, hay varias materias respecto de las cuales daré mi opinión en su oportunidad.

El señor LAGOS (Presidente).- Señores Senadores, quiero aclarar lo siguiente.



Respecto de este proyecto, debo recordar que en su momento se pidió segunda discusión. Luego, en la sesión siguiente, se solicitó aplazamiento de la votación. 



En estricto rigor, lo que correspondería ahora sería ir directo a la votación. Desde ese punto de vista, la presentación muy buena e informada del Senador señor Patricio Walker habría sido innecesaria.



Entonces, como algunos señores Senadores quieren hablar más de cinco minutos…

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡No, señor Presidente!
El señor LAGOS (Presidente).- ¡Antes de que los señores Senadores manifiesten su rechazo, déjenme formular mi planteamiento!


Se trata de un proyecto relativamente importante. Y como se pidió aplazamiento de la votación, no todos alcanzaron a intervenir en su oportunidad. O sea, nos saltamos la etapa de la discusión.


Por consiguiente, les propongo que abramos la votación y que quienes lo estimen pertinente puedan fundamentar su voto hasta por diez minutos.



El informe de la Comisión Mixta debe ser aprobado con 21 votos afirmativos.



¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.


Asimismo, solicito autorización para que ingrese a la Sala la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz.



¿Habría acuerdo?



--Se accede.

El señor LAGOS (Presidente).- En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, le agradezco el tiempo que se ha otorgado para discutir el informe de la Comisión Mixta, pues, a mi juicio, uno de los artículos del proyecto sugerido contiene un grave error en que podría incurrir el Parlamento. Y voy a explicar por qué.



La violencia intrafamiliar está sancionada fundamentalmente en la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar, que distingue dos situaciones distintas.



La primera dice relación con el maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga la calidad de hijo, de cónyuge o de pariente, y la pena consiste en una multa que va de 22 mil 500 a 600 y tantos mil pesos. Además, se establece una serie de medidas accesorias con el objeto de evitar el contacto del autor de ese delito con la víctima. Por ejemplo, la obligación de abandonar el ofensor el hogar que comparte con aquella; la prohibición de acercarse a la víctima o a su domicilio; la prohibición de porte y tenencia de armas de fuego; la asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar; la obligación de presentarse regularmente ante la unidad policial que determine el juez. 



Tal es el caso de la violencia intrafamiliar en que se ejecuta un acto que tiene una consecuencia: la afectación de la vida o de la integridad física o psíquica de una persona que pertenece a la familia del ofensor, incluyendo a los convivientes.



Pero, señor Presidente, ¿qué ocurre si esa actitud del ofensor es permanente, constante, reiterada? 



En tal caso el legislador endurece la pena. Así, en el artículo 14 de la referida ley dispone que cuando el maltrato pasa a ser habitual, regular, permanente el castigo no será una multa, sino una pena de cárcel, que va de 61 a 540 días. 



Esa es la forma como la legislación enfrenta hoy día la violencia intrafamiliar. Y establece como agravante el hecho de que haya habitualidad en el maltrato que se le da a un pariente. 



¿Cuál es mi discrepancia de fondo acerca de un artículo de este proyecto?



Quiero pedirles a los señores Senadores que se dirijan a la página 16 del boletín comparado. Allí figura el inciso tercero del artículo 403 bis que se propone, el cual señala que “El que teniendo un deber especial de cuidado o protección respecto de alguna de las personas referidas en el inciso primero,” -donde están incluidos los hijos, por cierto- “la maltratare corporalmente de manera relevante” recibirá una pena de 61 a 540 días de cárcel. 



¿Qué significa maltrato relevante? ¡No existe ninguna definición en nuestra legislación!



¿Qué dice la Fiscalía del Ministerio Público sobre la referida norma? Que la palabra “‘relevante’” debiera ser remplazada por alguna expresión que asocie la conducta que se sanciona con la creación de una situación de riesgo, de peligro o de daño corporal para la víctima”.


Agrega que “se sanciona el maltrato infantil y demás personas vulnerables en el derecho comparado, siempre apuntando a un efectivo o potencial menoscabo en la integridad física de la víctima”. 



Señala que, por ejemplo, en España se utiliza la expresión “causar una lesión no definida en el Código Penal”; que en Alemania se usa la frase “daño a la salud”. 



Señor Presidente, quiero poner el siguiente caso, para que se entienda qué vamos a votar. 



En primer lugar, se trata de una acción realizada solo una vez. Por ejemplo, un padre insulta a un hijo, le dice un garabato.



Como pasa a ser un delito de acción pública, ese padre puede ser denunciado por cualquier ciudadano, y el carabinero respectivo no tendrá más alternativa -porque se trata de un delito flagrante- que detenerlo. 



Es factible que después, en el juicio, ese papá pruebe que fue un exabrupto, porque le dijo a su hijo “cabro tonto”. Pero deberá estar preso.



No lo digo yo, sino el Ministerio Público.



A ello se añade que la indefinición de la expresión “maltrato relevante” llega a situaciones ridículas. 



Quiero ponerlos en el escenario de una mamá que lleva en una micro a tres hijos y uno de ellos se arranca y se baja. Ella lo toma, lo zamarrea y lo vuelve a subir. 



Me decía el Senador Letelier que el juez va a mirar el contexto.



Su Señoría tiene toda la razón. Pero ¿saben cuándo mirará el contexto? Al momento de dictar la sentencia definitiva. 



O sea, cualquier persona (un vecino, en fin) que esté en ese lugar puede ir adonde un carabinero y decirle: “Aquí se produjo un maltrato. Lleve a la mamá presa a la comisaría”.



Si el carabinero recibe la denuncia antes de haber transcurrido 12 horas desde la ocurrencia del hecho, se tratará de un delito flagrante; por tanto, su obligación será trasladarla a la comisaría.



¡Eso es lo que alega el Ministerio Público! 



¿Saben ustedes la cantidad de casos en que, por el solo hecho de haber incurrido una vez -no habitualmente- en una conducta correctiva equivocada (zamarrear a un niño, empujarlo, etcétera), un padre o una madre podría ir preso? 



¡Esto dice la referida disposición! 



Señor Presidente, debo advertir que en reiteradas ocasiones legislamos sin tener conciencia de las consecuencias de las normativas que despachamos.



Por eso, a fin de no aparecer obstaculizando este proyecto, le pedí a la Ministra -no está presente hoy día- que conviniéramos una nueva redacción para dicho precepto.



Lo hablé también con el Senador Patricio Walker. 



Asimismo, lo conversamos con autoridades del Ministerio Público, porque es este el que debe llevar los casos en la práctica.



Y entregué una redacción acorde con los parámetros internacionales. 



Dicho texto dispone lo siguiente: “El que ejerciere violencia física ocasionando un riesgo, peligro o daño corporal respecto de un niño, niña o adolescente menor de dieciocho años, a una persona adulto mayor” teniendo el deber de cuidado (porque están las dos hipótesis: quien tiene el deber de cuidado y quien no), puede recibir pena de cárcel. 



¿Pero cuál es la conducta que se sanciona? El haber ejercido violencia física que no deja huellas. Si dejara huellas o rastros, pasaría a ser delito de lesiones; entonces, quedaría fuera. 



Es preciso entender que el daño psíquico también estaría fuera, pues ya tiene sanción en el artículo 14 de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar, que lo castiga con una pena de 61 a 540 días. 



Lo que se está planteando aquí es que un papá o una mamá, por insultar a un hijo una vez, por zamarrearlo una vez, vaya preso, pues basta con que cualquiera lo denuncie. Y la policía no podrá negarse a su arresto. 



Yo pido que inviten al General Director de Carabineros y le pregunten si los efectivos de esa Institución podrían negarse a aquello tratándose de una ley perseguible de oficio y ante la declaración de un testigo que dice que acaba de ver hace cinco minutos -flagrancia plena- a una madre zamarrear a su hijo en un supermercado, en un almacén, en un boliche, en la calle.



El policía no podría negarse a la detención de esa madre, pues si lo hiciera estaría incurriendo en abandono de sus deberes: ¡tendría que llevarla a la comisaría! De allí deberán llamar al fiscal, quien procederá a la formalización.



Sería el colmo que esa niñita, con la madre presa, si no tuviera más familiares, ¡terminara en el SENAME! 



Señor Presidente, yo no estoy haciendo una oposición obstructiva por no creer que sea necesario castigar los abusos contra los menores. De hecho, me tocó estudiar el proyecto de ley sobre violencia intrafamiliar cuando presidía la Comisión de Constitución, de la cual todavía soy miembro, y lo sacamos adelante y lo endurecimos. 



Sin embargo, quiero pedirles a Sus Señorías que por favor lean bien la norma que se está aprobando. 



Cuando incorporamos la expresión “maltrato relevante”, díganme en qué texto -lo plantea la Fiscalía del Ministerio Público- de nuestro ordenamiento jurídico se define ese concepto. ¿Qué es eso? ¿Quién lo define? 



¡Es una ley penal en blanco! 



Por ello sugerimos la redacción a que di lectura.



Nuestra propuesta es que se converse sobre el particular con las autoridades de Gobierno y con los parlamentarios, sobre todo con los de la Nueva Mayoría. 



Nosotros estamos en condiciones de aprobar esta normativa en la medida en que haya el compromiso de presentar un veto sustitutivo para la referida disposición; porque estamos discutiendo el informe de la Comisión Mixta. De lo contrario, vamos a establecer un récord histórico en Chile: la judicialización de la relación de los padres con los hijos. Y eso me parece un profundo error. 

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, sé que estas materias despiertan harta pasión y que a veces se extreman un poco las posturas.



No es el caso del colega Espina en particular, pero sí el de otros Senadores -no sé si queda alguno en esta Corporación- que, cuando se votó el proyecto de ley sobre violencia intrafamiliar, se pronunciaron en contra porque consideraban que ese era un asunto privativo de la familia, que zamarrear a la mujer no era tan grave.



De hecho, hasta el día de hoy yo escucho a dirigentes políticos que lo dicen: algunos, en medio de risas, como si fuera una broma; otros, en serio.



En la práctica, hay partidos políticos que siguen llevando a las elecciones  candidatos que tienen condenas por violencia intrafamiliar -a las municipales, a las de consejeros regionales, a las parlamentarias- y que continúan mirando hacia el lado en cuestiones que son graves.



Yo sí voy a votar a favor, pues estoy de acuerdo en que un padre o una madre que golpea, que insulta, que menoscaba a su hijo o a su hija debe recibir las máximas sanciones.



A mi entender, nuestra sociedad se ha vuelto tremendamente agresiva producto de que tenemos una gran cantidad de niños y niñas golpeados; una gran cantidad de hombres golpeadores, debido a que fueron niños golpeados; una gran cantidad de adultos mayores golpeados y maltratados por sus hijos, a veces incluso en su propia casa.



Señor Presidente, cuando escucho al colega Patricio Walker hablar de “maltrato corporal relevante” a mí me queda claro que esta expresión da cuenta de algo que no es liviano.



Aquí, como dijo ese Senador, no se trata de un coscorrón o de un zamarreo que se le da a un niño porque se bajó de la micro para cruzar la calle.



Como mujer y como mamá, he visto de qué manera algunos padres, de todas las clases sociales, en supermercados, en una fila, en fin, han maltratado a sus hijos.



A decir verdad, esa conducta es denigrante para el maltratador o la maltratadora y para la víctima.



Por lo tanto, estoy convencida, como legisladora y como mujer, de que en estos casos es relevante siempre aplicar sanciones máximas.



Señor Presidente -y con esto termino-, hay algo que me llama la atención.



Acá, en el Congreso Nacional, sacamos normas rígidas para quienes cuidan a los hijos: las nanas, las tías de los jardines infantiles, los sacerdotes, los cercanos a los menores. Pero ¿qué pasa con los padres? ¿Acaso muchos de ellos no son abusadores? ¿Acaso, incluso, no hemos visto tantas veces que los propios padres son los que abusan sexualmente de sus hijas e hijos?



Por consiguiente, me parece que la norma debe ser pareja para cualquier abusador, para cualquier victimario: igual tanto para los que cuidan a la víctima cuanto para quienes tienen un vínculo familiar con ella. 



Por las razones expuestas, voy a votar a favor.

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, el informe de la Comisión Mixta -y creo que eso es lo primero que debemos aplaudir hoy día- da cuenta de que el Congreso Nacional ha puesto una nueva definición acerca de lo que la sociedad está dispuesta a tolerar y a no tolerar: el maltrato a los discapacitados, a los menores de edad y a los adultos mayores es algo que la ciudadanía no tolera más; y cuando hay un deber especial de cuidado, con mayor razón.



Sin duda, en el caso de las personas que están a cargo de un hogar de menores, de un hogar de ancianos, de una escuela especial, quienes tienen un deber especial de cuidado, es más condenable, más criticable el abuso que se comete, el que ha de sancionarse con mayor rigor que cuando maltrata gente sobre la que no pesa el deber de protección.



Creo que eso es el 99 por ciento del proyecto informado por la Comisión Mixta. 



Señor Presidente, el colega Espina ha planteado una cuestión: cómo se define el límite -pienso que a eso apunta Su Señoría- entre lo que es condenable, como el maltrato, y lo que no lo es.



Un padre no tiene derecho a pegarle un puñete, el que puede no dejar lesiones visibles, a un hijo; tampoco tiene derecho a ahogarlo o a semiahogarlo, de lo que puede no quedar signo visible alguno.



Me parece que todos compartimos aquello. Por ende, no quiero hacer una caricatura sobre las cosas que condenamos.



La discusión está en un texto que ya es ley, el cual tiene que ver con cuáles son los límites del derecho de los padres a corregir a sus hijos (no cuento en este minuto con dicha normativa, pero la conseguiré antes de que termine la discusión). Y es en ese ámbito donde uno quiere entender.



Nadie es partidario de que los padres les peguen a sus hijos. Pero uno comprende que, si un niño va a meter un clavo en un enchufe y su papá le pega en la mano, no es esto lo que debe sancionarse.



Todos los que hemos criado hijos o hijas sabemos que hay cierta etapa de la infancia en que uno tiene que fijar límites.



La pregunta es en torno al proceso de establecimiento de esos límites.



Yo entiendo que ahí puede haber una inquietud sobre cómo se quiere interpretar el concepto cuestionado. 



En el Ministerio de Justicia, algunos han hablado de la forma de evitar acciones que pueden ser peligrosas para los niños; por ejemplo, que se suban a un balcón en un décimo piso.



Podemos poner miles de casos.



Si un menor trata de bajarse del auto por el lado equivocado para cruzar la calle, es evidente que uno va a intentar agarrarlo. Pero eso no es maltrato. Y yo no digo “zamarrearlo”, sino “sujetarlo”.



Es verdad que, en el lenguaje jurídico, aquí tenemos un vacío. Entonces, primero reconozcamos que existe un vacío legal.



No se trata, por supuesto, de eliminar lo que ya existe (quiero que tengamos a la vista el texto pertinente antes de que termine la discusión) para definir el límite de las acciones que los padres y madres pueden realizar para corregir a sus hijos. Esto ya está legislado, y no lo estamos tocando.



Sin embargo, también es cierto que no queremos que se legitime un correazo o un puñete.



Entonces, debemos ir definiendo los límites.



Sé que algunos dicen: “Al niño le puedo tirar las orejas”, o “le puedo pegar un coscacho”. Es un problema de magnitud. Y la cuestión radica en quién tiene que evaluar esa magnitud.



Yo entiendo la aprensión hecha presente; no digo que es incomprensible. En la Comisión debatimos mucho el punto; con el Senador señor Ossandón lo planteamos varias veces.



Hay, pues, un problema, el que puede abordarse de dos formas.



A mi entender, sería equívoco no aprobar el informe de la Comisión Mixta.



El concepto “relevante”, contrariamente a lo que se dijo, no implica configurar un delito en blanco, sin precisión. No. Ya está definido claramente lo que es el maltrato.



Es factible que alguien sostenga que el término “relevante” no aporta nada, y yo puedo conceder eso, porque se trata de un problema vinculado con el peso que se le da a la prueba. 



Por ende, señor Presidente, no tengo objeción a que en conjunto -no el Ejecutivo: nosotros con el Ejecutivo- busquemos de manera concordada una definición jurídica para establecer el límite en comento.



Yo no creo en algunos dichos culturales de otra época, como aquel de que con violencia la letra entra. Era lo que pasaba en los colegios, donde muchos de nosotros fuimos objeto de golpizas por parte de nuestros maestros. Eso, evidentemente, es inaceptable.



Asimismo, no soy partidario de que los padres les peguen a sus hijos, por ningún motivo. Pero creo que hay una diferencia entre los conceptos “pegar”, “maltratar”, “denostar”, “degradar” -tipos penales que estamos definiendo- y la facultad de una persona para educar a otra.


Sin embargo, las formas de educar, de cuidar -los padres tenemos un deber especial de cuidado- no pueden, por el hecho de que exista una definición laxa, genérica, débil, dar pie para el maltrato contra un ser humano que se encuentra en situación de vulnerabilidad, de precariedad.



Señor Presidente, yo invito a que votemos a favor este informe de Comisión Mixta.



Quizá hay necesidad de buscar una nueva definición jurídica, un nuevo concepto legal. Pero eso no dice relación con los tipos penales de maltrato o de trato degradante, sino con la forma como fijamos los límites entre lo que estamos definiendo en el proyecto que nos ocupa y las normas jurídicas de nuestro ordenamiento atinentes a los procesos de control en la educación de los hijos por parte de sus padres, particularmente en lo relativo a castigos corporales.

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, quiero hacer un poco de historia con relación a la iniciativa que nos ocupa.



Este proyecto se inició en una moción presentada luego de denuncias exhibidas en televisión sobre maltrato a niños por parte de quienes los tenían a su cuidado: asesoras del hogar u otras personas que desarrollaban trabajos de tal naturaleza. En las imágenes se veía que esos menores sufrían un maltrato, el que, sin embargo, no dejaba lesiones. De manera que dicha conducta, que por cierto no debe aceptarse, quedaba sin castigo adecuado.



En ese contexto se presenta la moción respectiva.



Pero el texto de la iniciativa empieza a sufrir modificaciones, hasta que se incluye en él la posibilidad de sancionar a cualquier persona por aplicar a un niño, aunque sea una sola vez, un castigo sin dejar lesiones.



Creo que nadie en esta Sala puede justificar el maltrato físico contra los niños, ni la violencia, ni nada que se parezca. Empero, también debemos ser cuidadosos en términos de no inmiscuir la judicialización en las relaciones familiares, porque, en verdad, eso es complejo.



La forma como quedó redactado el artículo 403 bis -así lo hicimos ver en la Comisión Mixta- permite sancionar a los padres no solo civilmente sino también con pena de cárcel por haber castigado físicamente a un hijo -por cierto, esto no tiene justificación- pero sin dejar lesiones. No estamos hablando de un correazo, en fin, sino de un tirón de orejas u otros castigos que no dejan lesiones. Así, una madre puede ser llevada a la justicia y, eventualmente, recibir pena de prisión.



Nosotros no decimos que no haya que castigar esas conductas. Pero hacerlo con pena de cárcel y meter a la justicia en las relaciones familiares de aquella naturaleza nos parece francamente un despropósito.


El primer deber de cuidado es de la familia, de los padres. No es admisible que los tribunales o los jueces tengan ese nivel de intromisión en los hogares.



Al no ser necesario que haya lesiones, perfectamente se podrá acusar, por la razón que sea, a un padre o a una madre y llevarlo a los tribunales, con el riesgo de que lo metan a la cárcel.


Me parece que ese solo riesgo, aunque no llegue a concretarse, constituye una señal absolutamente nociva desde el punto de vista de la sociedad. Y lo hicimos ver en la Comisión Mixta.



Este proyecto está bien inspirado. Efectivamente, existe un espacio que se debe corregir. Pero, en mi concepto, no corresponde meter a los tribunales en relaciones familiares de la naturaleza indicada. 


Abrir la posibilidad de que si una mamá o un papá le da un tirón de orejas a su hijo -nadie está justificando esta conducta- ello sea penado con cárcel, a mi entender, constituye un exceso.



En tal sentido, creo que estamos cayendo en lo mismo que sucede en otro ámbito. Hace algún tiempo aprobamos la ley de las famosas sillas infantiles para los autos. Dijimos que era un error, una exageración. Hoy la ciudadanía completa lo está planteando así.



En este caso sucederá lo mismo. No es razonable, va contra el sentido común, es inadmisible que, como Poder Legislativo, generemos la posibilidad de meter a la cárcel a un padre o a una madre por tirarle las orejas a un hijo. De verdad, pienso que eso es un error.



Por lo expuesto, hago reserva de constitucionalidad respecto del inciso tercero del artículo 403 bis.

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, se ha señalado en la Sala que este proyecto recoge diversas mociones destinadas a sancionar el maltrato, sobre todo contra personas vulnerables, mediante la tipificación de diversos delitos. Y esto es muy importante, pues habrá castigo no solo cuando se produzcan lesiones visibles en la víctima.



En efecto, esta iniciativa crea la figura del maltrato corporal único, que sea relevante, en contra de menores de dieciocho años, de adultos mayores, de personas en situación de discapacidad o de quienes sean o hayan sido cónyuges o convivientes. La pena será de prisión en cualquiera de sus grados o multa de una a cuatro UTM.



Esta discusión es sumamente importante. Y creo que nadie duda de la necesidad de que avancemos en la protección de tales personas.



La semana pasada aprobamos la Convención que protege de mejor manera a los adultos mayores.



En el proyecto de ley que nos ocupa ahora discutimos de manera más sustantiva la forma en que, como Estado, implementamos políticas para resguardar y defender de situaciones más intensas de abuso, ya no solo a menores de dieciocho años, a adultos mayores, a personas con discapacidad, sino también a quienes sean o hayan sido cónyuges o convivientes. Es decir, se incorporó también el ámbito de la mujer, que claramente quedaba muy restringido en la Ley sobre Violencia Intrafamiliar, cuestión que hemos planteado permanentemente.



No está de más recordar que con otras Senadoras presentamos una moción que busca que a los condenados por violencia intrafamiliar se les aplique efectivamente la pena que establece el legislador y que no puedan concurrir las famosas circunstancias atenuantes, que terminan en que el delito quede impune. Plantea además que la mujer sea protegida por el tribunal en situaciones de riesgo. Y hablamos de asegurar el presidio efectivo haciendo un símil con la “Ley Emilia”: en caso de reincidencia, que haya a lo menos un año de prisión efectiva.


Creo que esta es una señal potente contra la violencia hacia las mujeres.



Ahora bien, lamentablemente, conforme a un estudio de la ONG Activa y de la Universidad Iberoamericana, la violencia intrafamiliar aumentó a lo menos en 4,3 por ciento entre 2010 y 2012. Y, según datos del Ministerio Público, entre enero y septiembre de 2015 ingresaron 92 mil denuncias por aquel ilícito.



Por eso es importante que el proyecto que nos ocupa esta tarde avance.



Según nos informan, fue muy positivo el debate habido en la Comisión Mixta.



Ahora, valdría la pena detenerse un poco en los planteamientos efectuados en la Sala por el Senador Espina, que me hacen cierto sentido. Pero hay que tener cuidado. Porque se dice con mucha facilidad que quien le da un tirón de orejas a un  hijo va a ir a la cárcel. Yo pienso que eso es bastante ridículo, que no corresponde, pues ello no ocurrirá en ningún caso, no solo porque no imagino a un juez que imponga una pena de tal índole, sino además porque siempre habrá circunstancias atenuantes que lo impedirán. Y por algo se habla incluso de multa, eventualmente.



Sin embargo, considero que necesitamos aclarar qué puede ser “relevante”. Tenemos la obligación de ser más precisos, pues estamos estableciendo un nuevo tipo penal para de alguna manera proteger a las personas vulnerables.



El caso de los adultos mayores me parece sumamente importante.



Las estadísticas nos demuestran cómo ha crecido y crecido el maltrato contra ellos, lo que hemos podido constatar. Y la situación se agrava cuando incurren en tal conducta personas que están al cuidado de niños, de gente de la tercera edad, de discapacitados. 


A este último respecto, se calcula que al menos un veinte por ciento de la población sufre de algún tipo de discapacidad. Creo que un resguardo es enteramente legítimo. La única duda que podría surgir dice relación con el punto que se menciona.



Tampoco queremos justificar que los padres, por el solo hecho de serlo, puedan golpear al niño en un momento dado. Es posible que no quede una huella física, claro, y que, por lo tanto, nadie haga nada.



A mi juicio, estas acciones constituyen una mala señal. Tenemos que ir avanzando hacia una sociedad más tolerante en cuanto a comprender que los conflictos se solucionan sin violencia y buscando el diálogo. Lo contrario es lo que justificó, durante muchos años, la agresión contra las mujeres.



Sobre la base, asimismo, de que es preciso enseñar, en el siglo pasado se estimaba no solo aceptable el tipo de correctivo al cual hacemos referencia, sino que también constituía la práctica habitual en escuelas, internados y muchos otros ámbitos.



Me parece positivo, por lo tanto, que se esté legislando acerca del punto y que se avance.



Reitero que es fundamental proteger, en una actuación acorde con nuestros tratados y compromisos internacionales, a personas como aquellas que hemos señalado: en situación vulnerable, discapacitadas, adultos mayores, en fin.



Estimo que podríamos buscar de buena manera una definición de mayor precisión que quizás nos dejara más tranquilos al no caer en que lo condenable sea solo la habitualidad, porque eso es realmente inaceptable. No puede ser. Pero tampoco alguien pretende llegar al otro extremo.



Considero, entonces, que nuestra obligación es encontrar el “ancho camino del medio”, como se dice. Tenemos que buscar una solución racional en orden a lo que perseguimos: una protección que no sea abusiva y que no diga relación únicamente con la habitualidad. Perfectamente se podría caer en la caricatura, y juzgo que no se trata de eso.



Por eso, voy a apoyar el trabajo de la Comisión Mixta. Creo que es un avance y que la materia en discusión reviste importancia. Solo sugiero que encontremos la definición que nos deje más contentos a los Senadores presentes.



He dicho.

El señor LAGOS (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quisiera partir por consignar que todos estamos contra cualquier tipo de violencia intrafamiliar. Nadie se inclina por proteger a quien maltrata a su mujer, a un niño, a un adulto mayor, a un discapacitado. Estamos lejos de eso. Y todo lo que signifique un avance de nuestra legislación en condenar y sancionar debidamente estas actitudes cuenta con nuestro respaldo.



El Senador señor Espina ha mencionado un punto que a mí, en lo personal, me hace bastante sentido. En efecto, se trata de incorporar en la normativa el concepto de maltrato relevante, que no se encuentra definido en nuestro ordenamiento jurídico. Es una noción imprecisa, por lo que estará sujeta a tantas interpretaciones como jueces hay, lo que hará más difícil la aplicación de la norma.



Por eso, proponemos que el Ejecutivo, o suspenda el trámite del proyecto hasta concordar un texto con el que todos estemos de acuerdo, o se comprometa con un veto.



El asunto va a ser materia de conflicto, de problemas.



Quiero preguntar lo siguiente. Como es habitual que los hermanos se peleen, ¿qué pasa si uno le pega a otro? ¿Va a ir detenido y a la cárcel si alguien hace la denuncia?



Juzgo razonable, luego de escuchar tanto a dicho señor Senador como a mi Honorable colega Van Rysselberghe, hacer tal vez una diferencia en relación con los terceros ajenos que tengan a su cargo menores o adultos mayores o personas en situación de discapacidad.



Respecto de los familiares directos, me parece lógico preguntar si se va a llevar a los tribunales o se condenará a una abuelita que estime que un nieto está cometiendo una imprudencia, por ejemplo, y que lo reprenda, lo tome de la mano y a lo mejor le pegue un tirón.


Para mí, al menos, es muy distinto si eso lo hace un tercero que cuida a una de las personas señaladas. Considero que no puede proceder en esa forma desde ningún punto de vista.



El límite es bien débil. Hay una mayor razón, entonces, para que lo revisemos; para que el Gobierno vuelva a estudiar la cuestión; para que dispongamos de un texto concordado, y para que el Ejecutivo se comprometa con un veto. Lo que no procede es despachar una legislación que finalmente no cumpla el objetivo perseguido o, peor aún, que, en lugar de resolver los problemas al interior de la familia, los agrave en los tribunales de justicia.



Esperaré la respuesta del Ejecutivo antes de votar.



Muchas gracias.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente, para una cuestión de Reglamento?
El señor LAGOS (Presidente).- Sí, Su Señoría.



Tengo que recordar que estamos en votación.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, varios colegas van a fundamentar su pronunciamiento.



Hace un momento hice referencia a una disposición del Código Civil que es muy importante leer. Solicito la autorización para hacerlo en algún momento a fin de encauzar el debate, como ya lo manifesté, porque en el artículo 234 de ese cuerpo legal se establece que “Los padres tendrán la facultad de corregir a los hijos, cuidando que ello no menoscabe su salud ni su desarrollo personal. Esta facultad excluye toda forma de maltrato físico”, etcétera.



Hay una regulación en la materia que no se tiene a la vista cuando algunos creen que no existe el derecho de los progenitores.

El señor LAGOS (Presidente).- El aporte me parece bien, señor Senador, pero tal vez puede pedirle a otro colega que vaya a hacer uso de la palabra que dedique sus diez minutos, si quiere, a esa lectura.



Además, ampliamos el plazo de las intervenciones.



Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, estimo razonable la inquietud planteada respecto de la definición misma o del límite exacto de lo que queremos decir cuando hacemos referencia a un maltrato relevante o un trato degradante que pueda redundar en un grado significativo de daño.


A lo mejor, el Gobierno podría efectivamente presentar un veto aditivo, pero voy a votar a favor para manifestar que estoy de acuerdo con lo esencial.



Enfrentamos una dificultad objetiva con el maltrato habitual, como parte de la cultura cotidiana, a niños, adolescentes, adultos mayores y personas con discapacidad o de capacidad diferente. Por lo tanto, cuando se trata de abusos físicos o morales persistentes, se requiere que el Estado y la ley den una señal precisa con una sanción grave.



Este no es un problema menor en Chile. Es una cuestión inserta en la cultura de distintos grupos sociales. En algunos se hace más evidente en los espacios públicos y en otros se halla más soterrada al interior del hogar.



Me parece que el proyecto, en ese sentido, se hace cargo de un asunto que debemos asumir con la mayor decisión y sin complejos. Cabe admitir que siempre es difícil establecer el límite de lo que se estima o no relevante.



Efectivamente, la definición es poco operacional. En general, nuestras leyes tienden a incluir definiciones operacionales cuando se trata de temas complejos, pero estas siempre quedan cortas por aparecer algún tipo de conducta o acto específico que no queda contemplado y se enreda.



Por lo tanto, en espera de que el Gobierno haga una precisión, voto a favor.



Confío en que los jueces contarán con la suficiente discreción y criterio para poder comprender el propósito de la ley en proyecto, en el sentido de que no es cuestión de un incidente menor o puntual, sino de algo permanente. El trato dice relación con un estilo de vida, con una forma de relacionarse.



Además, media un daño objetivo. Es necesario ser muy preciso al respecto: no es solo el daño físico, que muchas veces se puede constatar. Uno de los problemas más graves que enfrentamos es el maltrato ético, moral, sobre todo hacia los adultos mayores o los menores de edad.



La iniciativa merece todo el apoyo necesario, aun cuando creo que el aspecto mencionado podría llegar a complicar.



Muchas gracias.

El señor LAGOS (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en todas las votaciones relativas al proyecto hemos apoyado la configuración condenatoria de la conducta que nos ocupa, en el nivel intrafamiliar, porque el maltrato corporal a un niño, un adulto mayor o una persona en situación de discapacidad es francamente repudiable. Ello choca y molesta.



Por eso mismo, resulta muy difícil que alguien pueda manifestarse en contra de tal criterio. Pero, al mismo tiempo, la forma como se regule la situación puede hacer una diferencia. El problema expuesto aquí y que veo que despierta inquietud -en algunos, en una forma muy categórica- tiene que ver precisamente con que la concreción de la norma es demasiado incierta, equívoca. Porque todos comprendemos y hay claridad respecto a qué es el maltrato corporal, pero ¿qué significa “de manera relevante”?



No existe una precisión conceptual de esta expresión, utilizada en los incisos primero y tercero del artículo 403 bis que se intercalaría en el Código Penal. La primera de estas disposiciones se centra en el maltrato corporal a un niño o un adolescente menor de dieciocho años, a un adulto mayor o a una persona en situación de discapacidad. La otra es más compleja todavía, ya que dice relación con “El que teniendo un deber especial de cuidado o protección de alguna de las personas referidas en el inciso primero, la maltratare corporalmente de manera relevante”, quien podría recibir una sanción penal.



El inciso primero se asimila un poco a lo dispuesto en la Ley sobre Violencia Intrafamiliar, que más bien contempla multas o restricciones de libertad antes que castigos de esa última índole. Solo cuando una persona comete un delito, como en el caso de lesiones graves, puede ser procesada por tal concepto, además de lo que le corresponda por la violencia intrafamiliar.



El inciso tercero, por su parte, sanciona una conducta delictual, y creo que el tipo queda abierto. Es lo que en la doctrina se denomina “ley penal en blanco”, que es contraria al principio de legalidad consagrado en nuestra Carta.



He consultado sobre la materia a algunos penalistas. No soy un especialista en esa rama del derecho, pero me surge una duda respecto de la redacción, sobre la base de lo que sé de derecho constitucional, en la medida en que las palabras “de manera relevante” no dejan claro, al final, qué conducta se está tipificando.



Cuando eso ocurre, ¿quién la definirá? El juez, en cada caso en que se tenga que aplicar la norma. Ahí es cuando se llega a configurarla, porque el legislador no ha definido la acción prohibida o sancionable ni ha tipificado la actuación antijurídica susceptible de sanción si media responsabilidad. Aquí está el problema.



Me parece que la falta de especialidad en materias penales de quienes trabajaron en el proyecto probablemente los hizo incurrir, por desgracia, en una situación que deja una ventana, un vacío, que tendrá que llenar el juez, en definitiva.



Lo anterior es muy complicado, pues se necesita que la conducta prohibida sea conocida por la persona -en eso consiste el principio de legalidad- antes de llevarla a cabo. Por eso, este criterio obliga a que las leyes no tengan efecto retroactivo. ¿Cómo sería posible que alguien se encontrara en la situación de incurrir en una conducta que no sabe que mañana puede considerarse delictual?



Así lo establecía el Código Penal nacionalsocialista, por ejemplo, que determinaba que todo aquello que atentara contra los sanos sentimientos del pueblo alemán sería sancionado con tales y cuales penas. ¿Y quién lo definía? El juez.



Lo mismo ocurría en el Código Penal soviético, que disponía que todo aquello que atentara contra los principios de la revolución sería sancionado penalmente. ¿Quién lo determinaba? El juez, a posteriori, sin que la persona supiera que su proceder constituía un ilícito.



El texto que nos ocupa presenta algo de ese problema, porque ignoramos qué significa “de manera relevante” o lo que creemos que implica puede no saberlo otro.



Entonces, estamos enfrentados a una dificultad que, además, en el caso de personas con niños bajo su especial cuidado, choca, como recién lo recordaba el Senador señor Letelier, con el derecho -o la obligación, incluso- de que padres o cuidadores ejerzan la facultad de corrección que la ley les entrega. ¿Cuándo ello se convierte en un maltrato corporal “de manera relevante”? ¿Qué prima si el progenitor dice: “Esta es mi facultad de corrección”?



Concuerdo con la oposición frontal a toda violencia física o psíquica, y, con mayor razón, a la que se aplique contra un niño o alguien en situación de discapacidad bajo el cuidado de otro. Pero ¿cómo zanjamos la duda que surge ante lo laxo del concepto “de manera relevante”, por una parte, y, por la otra, la contradicción entre la facultad de corrección que le cabe a un padre, por ejemplo, y la sanción penal que puede recibir al ejercerla de una manera que el juez considere a posteriori que es indebida, inadecuada y constitutiva de un maltrato corporal relevante?



Pienso que nos hallamos ante un problema complejo y que un veto probablemente podría solucionarlo. Pero, para votar a favor, deseo conocer su contenido o la forma como se resolverá.



No puedo aprobar una disposición que deja un vacío, una apertura, en una ley. Juzgo que una revisión oportuna por parte de especialistas se hubiera traducido en recomendar una redacción distinta, más precisa, que evitase los daños que derivan de las leyes penales en blanco.



Por algo, no solo en nuestro país, sino también en todo el mundo civilizado, en general, donde se respeta el principio de legalidad, se prohíbe ese tipo de normas, ya que abren la posibilidad, precisamente, de que un juez defina a posteriori: “Esa conducta es penal y esta otra no”. Una persona no sabría, al momento de actuar, lo que dirá el magistrado.



Ello es lo que me hace pensar que el resultado no ha sido adecuado con relación al punto.



¿Cómo hacerlo para zanjar la cuestión? Lamentablemente, estamos ante el informe de Comisión Mixta. Es probable que en los procesos anteriores no hayamos tenido la fuerza necesaria para debatir la materia en forma exhaustiva y evitar la situación.



Me da mucha pena no apoyar el proyecto, respecto del cual he sido partidario desde el principio.



Con algunos Senadores hemos considerado cuál es la mejor forma de lograr el objetivo de evitar el maltrato.



A mí me parece que en muchos hogares de ancianos, por ejemplo, así como ha ocurrido en el SENAME, hoy día se están cometiendo atentados en contra de los derechos humanos, porque existe un trato muchas veces degradante, con torturas físicas o psíquicas, respecto de las personas que se hallan bajo su cuidado, las cuales muy frecuentemente se encuentran enfermas.



¿Cómo evitamos eso? ¿Cómo lo sancionamos? Me da la impresión de que, por desgracia, la fórmula a que llegó la Comisión Mixta no es adecuada. Y me preocupa establecer tipos penales abiertos porque, como sabemos, ellos dejan en la indefensión a quienes cometen ciertas prácticas de buena fe, creyendo que están obrando bien, porque el tipo penal no fue lo suficientemente claro para evitar la comisión de una conducta antijurídica, que busca ser sancionada por el Derecho Penal.



De ahí que, señor Presidente, lamentablemente no voy a poder concurrir con mi voto para apoyar el informe de la Comisión Mixta.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, quiero hacerme cargo de algunas de las cosas que se han dicho acá.



Ante todo, debo señalar que este es un debate legítimo. La aprensión del Senador Espina es absolutamente atendible y me alegro de que la haya planteado. Naturalmente, el Gobierno es el que debe decidir si presenta o no un veto sustitutivo al respecto.



Pero deseo desmitificar algunas cosas que se han manifestado, porque no las comparto, no obstante que no me cierro a su posibilidad, en absoluto.



Señor Presidente, le rogaría que pidiera un poquito de silencio, porque estimo que a todos nos interesa el tema de los niños...



Primero, en la discusión que sostuvimos en la sesión pasada se argumentó que no podía ser el maltrato único, lisa y llanamente, lo que sancionáramos. Eso se dijo acá y se buscó una redacción alternativa. 



En la Comisión Mixta se hallaban los cinco integrantes de la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados y los miembros de la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes del Senado. Y los profesores allí presentes propusieron el término “relevante”.



¿Quiénes van a definir lo que es relevante? Los jueces.



En el caso del “maltrato habitual” que hoy día se sanciona en la Ley de Violencia Intrafamiliar, ¿quién define lo que se entiende por “habitual”? Los jueces. ¡Si para eso están!



Ahora, yo entiendo los temas referidos a la tipicidad, al principio de legalidad, pero voy a hacerme cargo de ese argumento en un par de minutos más, para decir por qué, en mi opinión, no hay ley penal en blanco.



En segundo término, se nos señaló: “No puede ser que la única alternativa para el maltrato corporal relevante sea la prisión”. Muy bien, dijimos: “prisión de hasta 60 días o multa de 1 a 4 unidades tributarias mensuales”.



Pero el Senador Espina se refiere a cuando hay un deber especial de cuidado. Esa es su preocupación.



¿Qué pasa en el caso de un papá con un hijo? 



¿Qué pasa con el encargado de un hogar de menores? 

El señor ESPINA.- Solo hablé de los padres.

El señor WALKER (don Patricio).- Sí, pero están incluidos dentro de la situación descrita. Su preocupación se centra en los padres, pero estoy hablando de los casos que contempla la norma. 



¿Qué pasa con el encargado de un centro para discapacitados como COANIL, en fin? 



¿Qué ocurre en el caso de adultos mayores? Todos hemos visto en la televisión que en algunos centros degradan -¡degradan!- de manera brutal a los ancianos, les pegan, y no puede haber sanción. ¿Por qué? Porque no hay lesiones.



Y sucede lo mismo en el caso de niños internados en hogares de menores: tratos degradantes, inhumanos, que afectan psicológicamente, etcétera, etcétera.



Acá estamos hablando de un maltrato corporal...

El señor ESPINA.- Único. 

El señor WALKER (don Patricio).-... que, según dice el Senador Espina -y es verdad-, puede ser único, pero ha de ser “relevante”. Y eso nos pidió la Sala: que buscáramos un término que fuera más acotado.



¿Queremos sancionar este tipo de conductas o no? Es la primera pregunta que se debe formular.



Yo soy partidario de sancionarlas.



¿Cuál va a ser el resultado? ¿Un padre que maltrata corporalmente “de manera relevante” a un hijo -eso no estaba antes; se incorporó en la Comisión Mixta producto de las intervenciones de muchos de ustedes- va a ir a la cárcel? 



Tiene razón el Senador Espina en el sentido de que puede pasar por un proceso y esperar la sentencia. Eso es una cosa. ¿Pero va a ir a prisión? Prácticamente nunca -¡prácticamente nunca!- porque si la sanción va de 61 a 540 días (presidio menor en su grado mínimo), se aplica la suspensión condicional del procedimiento. La regla general, sí o sí -y ustedes lo saben-, prescribe que cuando se trata de una pena de menos de 3 años se aplica la suspensión condicional y se le explica a la persona: “Si usted vuelve a maltratar de manera relevante a su hijo, ahí la pena se va a convertir en efectiva. Pero lo vamos a estar mirando un par de meses, un año, un poquito más de un año: 540 días”.



Y si durante el año y tanto o en los meses estipulados no se reitera la conducta, se aplica el sobreseimiento definitivo, y no habrá sanción. O se aplican las atenuantes. 



Me acuerdo de que el Senador Espina hacía ver sus dudas en la Ley Emilia, y manifestaba: “Tiene que haber una sanción de presidio de un año, sí o sí”. Yo pensaba: “¡Chuta!”. Pero nos explicaba: “Lo que sucede es que, en la práctica, el piso no se aplica: por las atenuantes, por la irreprochable conducta anterior, por la reparación del mal causado”, etcétera, etcétera.



Entonces, también quiero recurrir a ese argumento para un tema bien importante: el maltrato.



Ahora, yo reconozco que mi redacción original iba más en la línea de pensamiento del Honorable señor Espina. Nosotros aprobamos en la Comisión de Constitución del Senado -cuando la integraba- un texto distinto. El Gobierno optó por el proyecto que aprobó la Cámara de Diputados, que es diferente al que despachamos en general en el órgano técnico mencionado.



Por eso, no me opongo a que el Ejecutivo mande un veto. Pero no considero que el punto sea tan grave como dicen, porque el efecto práctico va a ser que la gente, cuando vea algún reportaje en televisión donde le peguen, no sé, a un adulto mayor o a una anciana en un hogar, se percatará de que al agresor lo condenarán a 61 días, pero quedará libre. ¡Pero si eso va a ocurrir! ¿A quién sancionan con pena efectiva de cárcel en estos casos? ¡A nadie en Chile!, salvo que sea reincidente, que haya una circunstancia agravante, etcétera, etcétera. Y eso no va a pasar.



Señor Presidente, permítame decir lo siguiente respecto de la ley penal en blanco, que es un tema que acá se ha planteado.



Insisto: no me opongo a que haya un veto, pero quiero señalar que no me parece que la norma sea una ley penal en blanco.



Les pregunto a mis colegas Senadores: ¿el artículo 268 quáter, que dice: “El que hiera, golpee o maltrate de obra a un fiscal del Ministerio Público o a un defensor penal público en razón del ejercicio de sus funciones”, es ley penal en blanco?

El señor ALLAMAND.- No, dice: “de obra”.

El señor WALKER (don Patricio).- Bueno, acá estamos hablando “de manera relevante”. 



Senador Allamand, el precepto de la Ley de Violencia Intrafamiliar donde se habla de “maltrato habitual” ¿es ley penal en blanco?

El señor ALLAMAND.- Es “habitual”.

El señor WALKER (don Patricio).- ¡Pero quién define la habitualidad!

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Diríjase a los colegas a través de la Mesa, señor Senador.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Quién define la habitualidad? ¡Los tribunales! ¿O no?



El que sea “relevante” ¡lo van a definir los tribunales!



Ahora, ¿qué dicen los penalistas sobre el asunto? Porque yo no soy penalista y puedo estar equivocado, pero quiero citar a un experto.



La profesora María Ossandón Widow señala que el grado de indeterminación de una norma no puede servir para definirla como ley penal en blanco. En otras palabras, el grado de complejidad interpretativo para atribuir el significado de un precepto penal no puede ser considerado como criterio definitorio para catalogar a una disposición como ley penal en blanco.



¿Qué dice el Tribunal Constitucional (porque imagino que algunos van a recurrir a él por esta norma)? Que debe hacer presente, de igual forma, que ha sido enfático en destacar que no vulnera el principio de tipicidad el hecho de que el juez tenga un margen de interpretación.



Y agrega: “El principio de tipicidad se cumple plenamente cuando la conducta sancionada se encuentra pormenorizada;...

El señor ALLAMAND.- “Pormenorizada”.

El señor WALKER (don Patricio).-... y la descripción del núcleo esencial de la conducta punible, junto con la sanción prevista, se encuentra establecida”.



También recuerda que el Tribunal Constitucional español ha sostenido que “el legislador penal no viene constitucionalmente obligado a acuñar definiciones específicas para todos y cada uno de los términos que integran la descripción del tipo.”.



Ahora, yo reconozco que, a pesar de que tanto las opiniones del Tribunal Constitucional como la de la profesora citada se tuvieron en cuenta en la Comisión, es un tema discutible. 



Por lo tanto, no me opongo a que, si se quiere -estamos ya ante un informe de Comisión Mixta-, se recoja lo que dice el Senador Espina y el Gobierno envíe un veto.



A mí me encantaría que hubiera alguien del Ejecutivo acá. Porque la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia no representa al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.



Me gustaría que ella nos ayudara con el Gobierno, porque, si no vamos a tener los votos por este tema, prefiero que el punto se resuelva a través de un veto, no obstante que, para ser franco, me inclino por esta redacción. Aunque lo ideal habría sido mantener el texto que aprobamos originalmente en la Comisión de Constitución del Senado, el cual, desgraciadamente, no fue recogido por el Ejecutivo ni tampoco por los Diputados. 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, creo que ha sido muy positiva la forma como se ha ido desarrollando la sesión, particularmente a partir de las intervenciones -no quiero mencionarlos a todos- de la Senadora Allende y los Senadores Letelier, Espina y García.



Porque, en una materia de esta importancia es muy fácil incurrir en simplificaciones que no vienen al caso y discutir como si aquí estuviéramos entre quienes son partidarios del maltrato y quienes son contrarios al maltrato. Esa es una simplificación que, de verdad, el Senado no se merece.



El Senador Letelier lo planteó muy bien, pues dijo básicamente: “¿Qué estamos discutiendo? Si las definiciones que estamos aprobando son correctas o incorrectas”.



El Senador Patricio Walker, entre otros, ha señalado que hay un margen (el propio debate lo refleja) de indefinición que perfectamente podemos subsanar.



Fíjese, señor Presidente, que el Honorable señor Letelier hacía mención al artículo 234 del Código Civil. Y aquí empezamos con algún tipo de complicación, porque este dice: “Los padres tendrán la facultad de corregir a los hijos, cuidando que ello no menoscabe su salud ni su desarrollo personal. Esta facultad excluye toda forma de maltrato físico y sicológico”.



Entonces, uno podría deducir que, a contrario sensu de lo que señala dicho artículo, ahí tenemos una hipótesis de “maltrato”.



A continuación, nos vamos al artículo 5° de la Ley de Violencia Intrafamiliar.



Esa norma es extraordinariamente importante, pues se refiere exactamente a esto. Y fíjense lo que señala: “Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar” -atención- “todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido”, etcétera.



Y, ahora, tendremos una tercera definición: “maltrato relevante”.



Por lo tanto, en la legislación sobre violencia intrafamiliar vamos a tener una norma del Código Civil, que habla de “menoscabo”; una norma general -por así decirlo- de “maltrato”, que es la contenida en el artículo 5° citado, y ahora vamos a agregar una nueva, que es “maltrato relevante”.



Señor Presidente, fíjese en lo siguiente: a la hora de determinar la tipicidad, el artículo 5° es correcto. ¿Por qué lo es? Porque dice: “todo maltrato” -y define- “que afecte la vida o la integridad física o psíquica” de la persona.



En consecuencia, en este caso no hay un problema de tipicidad, porque el juez tiene definido cuál es precisamente la conducta típica. ¡No es cualquier maltrato! Es uno que afecta la vida o la integridad física o psíquica. Por lo tanto, aquí no hay un problema de tipicidad.



Pero, a la inversa, cuando hablamos de “maltrato relevante”, entramos justo en aquello que el legislador no debe hacer, porque en este caso no existe un criterio de tipicidad, como sí lo hay en el artículo 5° de la Ley de Violencia Intrafamiliar.



Ahora bien, escuché atentamente el párrafo citado por el estimado colega Patricio Walker respecto del Tribunal Constitucional. Y ocurre que dicho párrafo sirve exactamente para lo contrario de lo que él señala. Porque, si uno revisa ese texto, debe concluir que no podemos tipificar nosotros una conducta como “maltrato relevante”.



¿Qué quiere hacer siempre la legislación penal? Por supuesto que los jueces tienen un cierto marco de, por así decirlo, interpretación. Alguien podría argumentar: “¡Ah! Pero resulta que “habitual” también admite una cierta interpretación”. ¡Claro! Pero mucho más restringida, porque obviamente no es “habitual” el caso de la conducta única. Entonces, “habitualidad” supone a lo menos una repetición o una periodicidad.


Por lo tanto, cuando se dice “habitual” -no soy penalista, pero considero que esto es de sentido común-, la obligación legal de tipicidad está cubierta en la definición.



El artículo 5° es perfectamente típico. Por eso nunca nadie lo ha objetado. Porque dice lo que es “maltrato”, lo especifica y después recurre al tema de la “habitualidad”. Hay una cosa de sentido común.



Nada de eso ocurre con la expresión “relevante”. Esta da para un barrido y un fregado. Es, según dice la Fiscalía, “significativa”.



Señor Presidente, estimados colegas, reitero que no soy penalista. Pero le preguntaba al Senador Espina si hay un solo delito en el Código Penal que se defina en su tipo con un adjetivo como “relevante”. Tengo la impresión de que no hay ninguno. 



Insisto en que mis conocimientos son muy rudimentarios en esta materia, pero entiendo que no existe una definición de delitos como “maltrato relevante”.



Entonces, ¡es tan obvio lo que tenemos que hacer! Simplemente tenemos que acoger lo señalado por varios colegas, y particularmente por el Senador Letelier: que le demos una vuelta, comillas, “técnica” al tema y que, en consecuencia, lleguemos a una mejor definición.



Porque tenemos un problema práctico: estamos en el trámite de Comisión Mixta…

El señor WALKER (don Patricio).- Efectivamente, es todo o nada.

El señor ALLAMAND.- Entonces, ¿qué podemos hacer? ¡Todo o nada!



La única manera de resolver esto, señor Presidente -y es una cuestión de buena fe-, es que se faculte, por ejemplo, a los miembros de la misma Comisión y al propio Ejecutivo para que simplemente adquirieran el compromiso de generar una redacción correcta y que no presente tantos vacíos como los indicados.



Si dicho compromiso se acepta en esta Sala y el Ejecutivo lo comparte, tengo la impresión de que el proyecto se puede aprobar. De lo contrario, al igual que el Senador Hernán Larraín, yo me voy a abstener. Porque cómo podría, con los argumentos señalados por los distintos señores Senadores, estar votando a favor. Esto puede ser, finalmente, un error jurídico, porque está claro que no resulta conveniente tener una legislación sobre violencia intrafamiliar con tres definiciones completamente distintas unas de otras.



Fíjense en lo absurdo que sería eso, pues tendríamos diversos conceptos: “maltrato”, “menoscabo” y “maltrato relevante”. ¡Las tres cosas juntas! En vez de contar con una definición correcta.



En consecuencia, quiero insistir en lo planteado por diversos parlamentarios en orden a que se acoja la idea de que esto hay que corregirlo, se adopte un compromiso, se designe una Comisión -no sé cuál pueda ser-, se nombren dos o tres parlamentarios para que trabajen con el Ejecutivo, de manera que tengamos una definición que jurídicamente satisfaga y sea coherente con el debate que se ha tenido.



Eso es constructivo y nos permite resolver el problema.



De lo contrario, no cabe duda de que este tema va a generar los inconvenientes que varios señores Senadores ya han expresado.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Quiero señalar que el Ejecutivo tiene todas las atribuciones y una mejor posición que la nuestra como parlamentarios, que estamos pronunciándonos respecto al informe de la Comisión Mixta…

El señor PROKURICA.- ¿Por qué no le ofrece la palabra, señor Presidente?

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Sí, puede intervenir en cualquier momento o al final. Pero lo que no podemos hacer es suspender la votación, aplazarla o pedir segunda discusión. 



El Ejecutivo tiene todo el derecho de acoger el debate que se ha dado acá y presentar, eventualmente, un veto.

El señor MONTES.- ¡Que lo presente!

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Eventualmente…

El señor MONTES.- ¡Ojalá que haya acuerdo entre todos!

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Todavía tengo algunos inscritos. Mientras tanto, la señora Secretaria Ejecutiva está escuchando y procesando lo que aquí se ha debatido.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, primero quiero señalar, para el buen entendimiento de este proyecto, que aquí estamos debatiendo una pequeña parte de él: lo que fue a la Comisión Mixta. 



Porque alguien que siga esta iniciativa podría preguntarse cómo puede estarse discutiendo, por ejemplo, respecto de la creación de un registro nacional de condenas para los efectos de personas que han abusado a fin de que se sepa públicamente quiénes son para no contratarlas o aplicarles una sanción de otra naturaleza.



Eso está aprobado y resuelto. Hay un aumento de penas con relación a los abusos que se cometan en esta materia, cuando se compruebe la existencia de un daño, de una causalidad, de un proceso. 



O sea, si alguien cree que aquí estamos discutiendo todo el proyecto, no es así. La iniciativa contiene un montón de elementos en los cuales no hubo discrepancias entre la Cámara y el Senado y que se convertirán en ley una vez que el proyecto quede despachado en este trámite.



Aquí estamos discutiendo los aspectos en que se produjo divergencia entre las dos ramas del Congreso y sobre los cuales la Comisión Mixta, compuesta por cinco Senadores y cinco Diputados, hace una proposición.



Este órgano bicameral puede hacer, técnicamente, dos tipos de proposiciones: una sola propuesta -modalidad que se usa mucho para resolver todo el conjunto- o textos separados que signifiquen distintas votaciones.



En el caso que nos ocupa, la Comisión Mixta optó por proponer una sola votación para todos los temas que estaban conflictuados. Y dentro de estos existe una legítima inquietud -de la que soy parte y voy a explicar por qué- en cuanto a si en realidad estamos haciendo algo por el bien de los niños y de la familia, o, inesperadamente, estamos produciendo una suerte de daño o criminalización en las relaciones familiares.



Eso es lo que han planteado algunos señores Senadores y que a mí me parece de la mayor importancia.



¿Y por qué se argumenta en esa forma? Básicamente porque en el Derecho, como todo en la vida, hay que tener claro qué es, desde el punto de vista criminal, lo reprochable y objeto de sanción penal. Por eso se habla de criminalización.



El proyecto establece un delito que hoy no existe. No es el delito en que un mayor daña a otra persona, la quiebra, le pega o la agrede. No estamos hablando de eso, que ya se encuentra contemplado y sancionado en nuestra legislación, respecto del hijo, respecto del adulto mayor y respecto de cualquier persona. En eso ha ido evolucionando la legislación muy positivamente.



Yo valoro que esta discusión sobre violencia intrafamiliar no se plantee solo con relación a una pareja o a un niño sino también respecto de un adulto mayor. Cada día se hace más frecuente la necesidad de que al interior de la familia se tenga especial cuidado.



Eso se encuentra fuera de discusión.



El debate se ha centrado en la existencia de una figura que, con toda legitimidad, uno se pregunta qué significa, qué está sancionando. Se habla de un maltrato corporal “relevante”. O sea, no de una acción que deje marca, sino que sea “relevante”.



Y entonces uno, legítimamente, se pregunta qué es relevante. Según el diccionario, relevante es “significativo”. Y significativo implica que importe o represente algo. 

El señor PROKURICA.- ¡Cualquier cosa!

El señor COLOMA.- ¡Cualquier cosa! Pero eso es lo que dice.



Creo que los jueces actúan con la mejor buena fe. Hay de todo: unos son mejores que otros, aunque supongo que la mayoría se guía por ese parámetro. ¿Y cómo van a entender el concepto “relevante”? Aquí no se está tipificando correctamente eso. Y puede ocurrir -voy a seguir el mismo ejemplo usado por algunos Senadores- que el coscorrón de uno, que puede ser el tirón de otro, sea considerado por un juez, desde su perspectiva, como relevante, y por parte de otro, como un acto correctivo o no relevante.



Insisto: estamos hablando de un delito, no de una multa. Y, como se trata de una denuncia pública, como indicaba un señor Senador, bastaría con que alguien dijera “Mire, esta persona hizo esto”, para que ella -que puede ser el papá o la mamá- quedara en condiciones de ir presa, porque eventualmente medió una acción que alguien consideró relevante. Y no es que se haya generado un daño, porque el daño es posible de determinar. Ahí uno podría entender, de alguna manera, la lógica del legislador. Pero aquí el legislador no puede decir, a mi juicio: “Yo lo expongo a usted a que vaya preso porque cometió un acto que se considera relevante con relación a otro integrante de su familia”.



Esto es superdelicado, señor Presidente. Si hay algo más grave que no sancionar conductas es generar dudas respecto de lo sancionado. Es lo que no puede ocurrir: que cada uno entienda cosas diferentes y que esta lógica delictual sea llevada permanentemente al interior de la familia.



Me parece que eso, objetivamente, es un error.



Debo agregar que en la Cámara de Diputados la discrepancia se produjo en cuanto a otro punto: la relación entre una persona de 17 años y otra de 18.



Se explicó en detalle. A varios nos ha tocado estar en alguna camorra -no sé cómo llamarla- que no genera un daño especial pero que eventualmente puede hacer, bajo esta normativa, que un menor de 18 años caiga en una conducta que sea considerada delictual.



Esa fue la discusión que se suscitó en la otra rama del Parlamento y que también encuentro importante. Ahí fue donde algunos plantearon su discrepancia, para que no se entrara en la lógica de criminalizar todo, porque, al final, ello debilita lo que sí debe enfrentarse con especial cuidado.



En consecuencia, señor Presidente, creo que estamos ante un tema que nos ha llevado a un debate superinteresante y serio. Creo que uno debe oír los planteamientos de cada cual, que son entendibles. Aquí nadie está tratando de generar un mal efecto. Pero, desde mi perspectiva, la solución que dio la Comisión Mixta a este punto en particular no es la adecuada. Y, como es uno de los más importantes de aquellos que quedaron en discusión -que, insisto, son pocos, ya que la gran mayoría están acordados-, no me parece prudente aprobar la norma tal como quedó diseñada, toda vez que, a mi juicio, será fuente interminable de conflictos, de interpretaciones sin límites e, incluso, de chantajes al interior de la familia en lo cotidiano.



Por lo tanto, uno debe actuar conforme a su conciencia. Y yo por lo menos, oyendo los argumentos, leyendo el texto, analizando las argumentaciones,  aplicando lo que uno sabe sobre la necesidad de tipificar con claridad las conductas punibles para no entrar en la lógica de una ley penal en blanco -tan criticada en otros ordenamientos jurídicos del mundo y que no significa otra cosa que dejar a criterio de otros lo que está bien y lo que está mal, sin que la figura defina claramente lo que unos y otros deben entender como lo que se puede y no se puede hacer-, me siento con derecho a decirle al Gobierno -por su intermedio, señor Presidente- que no cometamos este error. 



Esta es como la última oportunidad. Probablemente existan los votos para la aprobación, pero yo llamo a vetar esta normativa en un sentido constructivo, positivo, para que no haya dos lecturas, sino una sola y se cumpla el fin: proteger a las personas, particularmente a los integrantes de la familia, de determinados grados de violencia, que obviamente la alteran. Pero de ahí a aplicar una lógica penal a todas las relaciones de familia hay una diferencia muy grande.



Por consiguiente, no voy a aprobar el informe de la Comisión Mixta. Acogí, en su momento, todo el resto del proyecto -recordemos que es el 80 por ciento-, pero creo que en esta parte específica el tipo no está redactado en términos adecuados como para que uno pueda quedarse tranquilo de estar legislando por el bien del país.



He dicho.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra el Honorable señor  Chahuán.



No se encuentra en la Sala.



Por lo tanto, la tiene el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el debate se ha radicado básicamente en la figura penal, en la tipificación del delito. Eso, por cierto, forma parte del objetivo del proyecto de ley: tipificar el delito, el maltrato corporal severo que recaiga sobre menores de 18 años y personas con discapacidad.



Pienso que el adjetivo “relevante” dejará el criterio abierto para que los jueces puedan estimar qué lo es, toda vez que se trata de una apreciación de carácter personal. ¿Qué es relevante para un juez? Pienso que vamos a ver lo que ya ocurre en muchos tribunales de familia, cuyos magistrados muestran una clara parcialidad en fallos que objetivamente debieran dictarse en base a la ley.



Por lo tanto, vamos a tener diversas visiones entre jueces progresistas, jueces conservadores, jueces que protegen más a los niños o jueces que defienden el derecho de los padres porque a ellos los castigaron cuando niños, terminaron saliendo hombres rectos y consideran que un castigo no relevante puede ser determinante para la vida y el bien superior de un niño; es decir, que un castigo menor puede ser relevante cuando otros sistemas han fallado.



En consecuencia, al no dejar establecido qué significa “relevante”, vamos a tener distintos fallos, a criterio de diferentes jueces.



Eso, por cierto, va a generar debate sobre una legislación mal hecha. Y, al final del día, los cuestionados van a ser aquellos que hicieron la ley, no los que deben aplicarla. Esto es una constante con la que carga el Parlamento cuando se legisla sin la debida profundidad o con mucha celeridad.



Yo echo de menos, en una ley como esta, criterios de educación.
Existen culturas en nuestro país en donde el trato familiar es rudo; no el espartano, por cierto. Conversábamos con el Senador Guillier que en la cultura espartana el trato rudo era parte de la instrucción, y que nadie pensaba que los padres que lo aplicaban estaban maltratando o abusando de su hijo, sino formándolo. A muchos de los Senadores, dependiendo del tipo de padre que tuvieron (severo o no), les aplicaron  correctivos, cuya necesidad uno no entendió cuando niño, pero sí cuando grande.



Este tema va a generar un debate ciudadano; está dirigido a la ciudadanía. Y si dejamos grados de ambigüedad, lo que vamos a tener es un cuestionamiento más al elaborador del instrumento que a la efectividad de este.



Entonces yo digo: ¡educación!



Si de verdad, como plantea el Senador Patricio Walker, la norma no se va a aplicar y ningún padre irá preso, vamos a tener una sanción por maltrato “relevante”, pero una pena “irrelevante”.



De este modo, no sé si la norma va a ser efectiva, porque, si existe maltrato relevante y pena irrelevante, lo que vamos a tener es una situación muy compleja desde el punto de vista de que la ley no va a servir. O sea, vamos a estar en dos escenarios complicados: cuando se aplique la ley por maltrato relevante va a haber un gran debate, pero, cuando se llegue a aplicar la pena y haya una sanción irrelevante, vamos a ser cuestionados por el debate de la ley o por la aplicación de esta.



No he seguido el proyecto desde el principio, pero uno hubiera pensado que este es un tema que claramente tiene que ver con conductas, con la familia y con una cierta formación. Y la verdad es que solo sancionar, sin educar -tendencia que estamos incentivando en muchas materias-, resulta complejo.



Este es un debate científico, no jurídico: si algún tipo de apremio de carácter severo contribuye o no a la formación de la personalidad del niño, cuál es el grado de derecho que tienen los padres para ejercerlo, y cuándo aquel constituye una situación compleja.



Se destaca en la iniciativa el maltrato corporal. Y si bien se habla del trato indigno, el maltrato psicológico es tan grave como el maltrato corporal. De este último quedan huellas; del maltrato psicológico lo que queda es retraimiento, es sometimiento. Por cierto, si existe una experiencia que a uno le ha tocado vivir y observar con mayor dureza, más que el maltrato físico, que ya es mal visto, es el maltrato psicológico, que resulta más hiriente, más profundo y afecta mucho más a la formación de los niños.



Yo preguntaba: ¿está definido qué se entiende por maltrato psicológico, por trato degradante? Y, al final del día, ¿cómo se comprueba un trato degradante? ¿Se presentan grabaciones, se presentan testigos? ¿Cuál es el procedimiento? Pues yo me imagino que la figura será por maltrato psicológico relevante, que afecte la dignidad.



Señor Presidente, esta es un área en la que hay que incursionar. Pero se requiere educación, educación y educación; cultura. Y si vamos a entrar en un debate cultural respecto de cuáles son las conductas correctas de los padres hacia los hijos, está claro que el maltrato físico es un hecho que debe dar paso a una situación de acercamiento y educación.



Sin embargo, el proyecto solo contribuye a penalizar. Y lo que vamos a tener son conductas de denuncia o autodenuncia. Yo lo he dicho: muchos jóvenes dicen “Te voy a denunciar”, amenazan con denunciar a sus padres; a veces con razón, otras veces sin razón.



En esta materia, dado lo que se ha debatido en la Sala,  tenemos una diferencia entre dos posiciones: la del Senador Patricio Walker y la de los Senadores Larraín, Espina y Allamand, todos con larga experiencia en el tema.



Está claro que estamos aprobando una iniciativa que presenta, en sus elementos de debate, una incoherencia que los jueces no van a resolver y que nos van a endilgar. Ellos van a decir: “No me pidan que yo haga aquello en lo que no pudieron ponerse de acuerdo los Senadores. Yo voy a optar por esta línea y no quiero ser juzgado por esta interpretación”. 



Siento, señor Presidente, que haber llegado a la Comisión Mixta con esta situación es un proceso de debate parlamentario dañino para la ley y dañino para el Senado, porque esto se pudo haber analizado antes, de manera de abrir la posibilidad de conversar con el Ejecutivo en el órgano bicameral y de haber profundizado en la materia.



Está claro que la Comisión Mixta no puede arreglar el problema que ahora se ha planteado en la Sala, por lo que estamos en un plano del “todo o nada”, y la verdad es que no me siento atraído a sancionar una ley por la que vamos a ser criticados nosotros, no los jueces.



Por lo tanto, me voy a abstener. 



Varios han discutido el proyecto. Me imagino que lo hicieron los especialistas de la Comisión de Constitución y Justicia, que tienen muchos asuntos que analizar. Y, efectivamente, no se ha logrado resolver el debate por parte de los creadores de la ley, que mantienen inconsistencias severas acerca de la interpretación del texto.



Yo diría que la ley contiene un error y por eso me voy a abstener, porque siento que debe haber una regulación del tema para proteger a los discapacitados y a los niños que sufren abusos por parte de sus padres. Pero la verdad es que no existe, primero, una facultad perentoria y clara sobre cómo se va a sancionar el delito, y segundo, tampoco nada de educación.



Entonces, uno se pregunta: ¿cómo se va a sancionar? Como dijo el Senador Patricio Walker, el padre no va a pagar con cárcel. Por consiguiente, ¿va a ser sometido a una terapia familiar, apoyada por el Estado, de tal manera que la conducta no se repita, o solamente habrá un trámite judicial del cual los padres con buenos abogados van a poder librar, a diferencia de los que no tengan abogados, que sí serán sancionados? 



¡Algo así va a pasar! Se va a establecer una discriminación dependiendo del tipo de defensa, cuando lo que debiera ocurrir es que los padres, tanto los que puedan pagar buenos abogados como los que no, reciban una sanción que permita cambiar sus conductas. Y ello implica educación y un mecanismo que logre que la conducta cambie, con apoyo terapéutico, psicológico, familiar. ¡Eso va a servir mucho más que una sanción penal o que llevarlos al tribunal! Porque además se trata de problemas que se resuelven en el seno de la familia.



Por lo tanto, uno debiera asignar una tarea fundamental a ese proceso y esta iniciativa no la tiene. ¡Solo discutimos el tipo penal! No estamos viendo cómo resolver el problema de fondo para que los hechos no se repitan, sino más bien analizando una juridicidad que puede ser relevante en el debate de la jurisprudencia penal, pero no en la resolución del tema central.



¿Cuál es el organismo del Estado que va a asesorar a los padres para que no vuelvan a incurrir en aquello? Porque esto no ocurre solo en las familias de escasos recursos, sino también en las que poseen más medios económicos.



Por lo tanto, señor Presidente, esperando la posibilidad de que el Ejecutivo vete el proyecto, me voy a abstener, como señal concreta de que existe un elemento que debe ser mejorado y no aprobado en los términos en que se encuentra y que hace que la iniciativa no termine con los resultados esperados.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP! 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, he escuchado el debate y me he convencido de que es necesario corregir la tipificación del delito de violencia intrafamiliar.



Efectivamente, el término “relevante” debilita el tipo. Mi impresión es que, en vez de lograrse el objetivo que se persigue con la ley, la normativa se va a entender al revés, con un efecto negativo.



Entonces, lo lógico sería que el Ejecutivo, que ha escuchado este debate, hiciera la corrección por la vía del veto. Nosotros no podemos hacer nada, pues ya estamos en el trámite de Comisión Mixta, donde solo podemos votar “sí” o “no”. Ahora, si rechazamos el informe, será peor, y si aprobamos el texto sin la corrección, lo único que nos queda es que el Gobierno, habiendo escuchado toda esta argumentación, que en mi opinión tiene bastante fuerza, mande un veto que podamos despachar con mucha rapidez. 



Creo que no es bueno sacar una ley por la cual la gente nos criticará el día de mañana. Muchas veces se nos dice que dictamos leyes sin poner el cuidado necesario. Y existen mecanismos legislativos que permiten hacer la corrección, que en este caso no es otro que el veto.



Voy a votar a favor, porque considero que rechazar el informe sería peor, pero le pido al Ejecutivo que escuche la argumentación que se ha dado. 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- No hay más inscritos.

El señor BIANCHI.- Deseo fundar mi voto, señor Presidente.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Seré breve, señor Presidente.



Escuché atentamente todas las intervenciones, y estoy convencido de que aquí nadie está a favor de la violencia en ninguna de sus formas. Por lo tanto, no cabe hacer una caricatura respecto de quienes están a favor o en contra de que un padre o una madre maltrate a su hijo o hija; menos en el caso de la violencia contra un adulto mayor, una persona indefensa, con discapacidad, etcétera.



Quiero plantear mi preocupación, señor Presidente.



Yo había votado primero a favor del informe de la Comisión Mixta, pero después pregunté a la representante del Ejecutivo (la señora Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia) si ella tiene -luego de oír todo el debate- alguna facultad para corregir lo indicado. Y me dijo que no, que carece de atribuciones; por ende, no está disponible a ese efecto. 



Me señaló que hay una cantidad significativa de maltrato infantil: tres de cada cuatro niños sufren maltrato. No sé si entendí bien el dato, pero me pareció, obviamente, una cifra enorme.



En mi opinión, lo peor es que no hay ninguna voluntad de cambiar el texto del proyecto, pese a haber escuchado que todos los parlamentarios quieren llegar a un acuerdo, a un consenso, para buscar una salida con relación al concepto “relevante”. 



¡Al final, la Comisión Mixta no resolvió el punto!



Con mucha razón se manifiestan dudas: cuando casos de maltrato infantil lleguen a la justicia, se presentarán situaciones que nosotros, desde el Senado, desde la Cámara Baja, no pudimos zanjar.



Además, se dice que un padre, por un remezón o un acto menor, podría llegar a la cárcel. Esa figura obviamente no la concebimos. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Los niños maltratados en el SENAME!

El señor BIANCHI.- ¡Claro, ahí sí! Esa es otra figura que se ha mencionado.



Haciéndome mucho sentido lo que cada uno ha explicado, solo me quedaba preguntarle a la representante del Gobierno si está o no en disposición para abrirse a enmendar el asunto planteado. Su respuesta me obliga a abstenerme. 



Señor Presidente, asumo que la iniciativa contará con más de 21 votos. Ello es probable. Sin embargo, creo que lo responsable y serio, desde mi perspectiva, es pedirle al Ejecutivo que ingrese un veto en esta materia para zanjar el problema de buena manera.



Todos queremos lo mejor para los niños, para las personas con discapacidad, para los adultos mayores. Nadie está a favor de la violencia. Pero la situación descrita, con la redacción actual, técnicamente no queda bien resuelta.



Por eso, señor Presidente, solicito a quien representa al Gobierno que haga uso de la palabra para indicar, habiendo escuchado las distintas intervenciones, si existe o no la posibilidad de cambiar el texto del proyecto.



¿Por qué lo digo? Porque hay parlamentarios -recién lo señaló el Senador Zaldívar- que han expresado: “Votaré a favor, confiando en que el Ejecutivo va a hacer llegar un veto”. 



Entonces, lo mejor es preguntarle directamente al Gobierno, que cuenta con una representante en la Sala, si está o no en condiciones de presentar un veto, y resolver de esa manera la compleja situación referida.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, en realidad, los temas relacionados con la violencia al interior de la familia (violencia doméstica) son complejos y difíciles de demostrar y conceptualizar en algunos casos.



A quienes hemos debatido estas materias desde hace numerosos años nos preguntaban: “¿Cómo litigar causas de violencia psicológica en los tribunales? ¿Con qué argumentos? ¿Con qué testimonios?”.



Lo mismo se puede consultar hoy día. Creo que esa materia es controvertida. 



Con esta iniciativa se busca dar la señal de que habrá una figura penal para sancionar el maltrato al interior de la familia en contra de personas en estado vulnerable (adultos mayores, niñas, niños, jóvenes, mujeres). Se pretende proteger a quienes viven una situación de violencia, la que se encuentra en un ciclo de gravedad para el referido tipo penal.



Este proyecto -reitero- intenta entregar una señal para dar a conocer un tipo de maltrato que quizás no deja huellas físicas notorias ni una alteración psicológica grave. Constituyen maltrato relevante algunos castigos en contra de niñas, niños, ancianos y mujeres.



Es bien complicado el asunto.



A las mujeres nos ha dolido bastante la inclusión del concepto de “maltrato habitual” en la Ley de Violencia Intrafamiliar.



¿Qué es “habitual”? ¿Cuando me golpean una vez?; ¿cuando me dejan un moretón?; ¿cuando me destruyen físicamente?



En todo caso, se han establecido ciertos conceptos que, en el marco de este debate -las veces que logré participar en la Comisión-, sentimos que fueron útiles para seguir avanzando.



El artículo 291 bis del Código Penal dice: “El que cometiere actos de maltrato o crueldad con animales será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de dos a treinta unidades tributarias mensuales, o sólo con esta última.”. Vale decir, una persona que ejerce maltrato o crueldad contra un animal recibe un castigo de hasta tres años.



¿Qué es “maltrato o crueldad con animales”? ¿Quién va a definir esos términos?



Es lo mismo que determinar la habitualidad en el maltrato hacia las mujeres. ¿Se considera habitual la violencia cometida por una vez? 



Además, el maltrato habitual contra las mujeres tiene una penalidad mucho menor que la que se dispone para el maltrato animal. Tal punto fue tratado en este proyecto; lo hicimos presente en varias oportunidades.



El maltrato relevante contra niñas, niños, ancianos, mujeres se sanciona con hasta 540 días de reclusión. La crueldad con animales, con 3 años. ¿Por qué se establece esta diferencia notable entre un tipo de violencia y otra?



Respetamos y queremos a los animales. Son nuestras mascotas. ¡Bienvenido sea que el resguardo a los animales se haya relevado como tema nacional en la legislación!



Sin embargo, me pregunto: ¿por qué se contempla una penalidad mayor para ese caso que para lo referido al maltrato relevante contra niñas, niños y mujeres?



¡Dónde está el criterio!



Algo estamos haciendo aquí que amerita un debate más en profundidad sobre la violencia al interior de la familia, en contra de adultos mayores, mujeres, niños, niñas. 



Cuando tenemos esa disparidad de penalidades y criterios que el juez deberá interpretar -como sucede con el maltrato o crueldad con animales- y planteamos resquemores en torno a cómo este definirá el menoscabo o el maltrato relevante, bueno, hay que reconocer que aquí estamos ante un problema mucho más general, que va más allá de esta iniciativa de ley y que sería muy bueno que discutiéramos. 



Debiéramos no solamente analizar esta propuesta legislativa, sino ampliarla bastante más.



Me encantaría saber cómo un juez define que una mujer fue maltratada habitualmente: ¿una vez, dos veces, diez veces? ¿Cuándo es “habitual”?



También deseo conocer la razón por la cual se sanciona con tres años de cárcel a la persona que maltrata a los animales o ejerce crueldad contra ellos.


¿Cuáles son los criterios?



Aquí hay todo un tema por discutir y conversar: desde la elaboración de la ley hasta la interpretación de los tribunales.



Voto a favor.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, he seguido el debate de este proyecto. 



De hecho, lo tuvimos en tabla en la sesión pasada, cuando aprobamos, por unanimidad, la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores. Entonces se hizo una clara alusión a los derechos humanos de los adultos mayores en casos de violencia intrafamiliar.



Estimo que tal situación no se resuelve solo con penalización; también debemos generar en nuestro país una verdadera cultura del afecto y la valoración hacia los niños, los adultos mayores, los discapacitados, en fin. Un país que cuenta con estos valores efectivamente es desarrollado. No bastan los indicadores económicos ni los mayores niveles de sanción.



También me ha llamado la atención que existan otras características de maltrato con sanciones penales mayores, como en el caso de los animales.



A los animales evidentemente les tenemos cariño. Pero debemos dejar ambas situaciones en un justo equilibrio, en armonía.



Entonces, el menoscabo, el maltrato, el maltrato relevante evidentemente son graduaciones. Y, si se deben especificar mejor, la oportunidad de hacerlo en una Comisión Mixta es bastante menor.



Ante eso, existe casi la necesidad de que se presente un veto.



Lo que sí resulta claro es que, hasta la fecha, cuando se denuncia algún tipo de violencia intrafamiliar se requiere la habitualidad. Porque, de otra forma, esto no pasa a los tribunales. 



Creemos que eso es gravísimo.



Por lo tanto, me parece que este proyecto, a pesar de todas las objeciones que se le han hecho, tiene puntos muy favorables. 



Desde luego, voto a favor.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- No hay más señores Senadores inscritos.



En representación del Ejecutivo se encuentra en la Sala la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Estela Ortiz.



Le puedo ofrecer la palabra con posterioridad a la votación. Pero entiendo que el Ejecutivo, al igual que la Mesa, ha recogido lo manifestado acá: la petición de enviar un veto a esta norma en particular, que ha sido objeto de discusión en la Sala.



Señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (24 votos a favor y 13 abstenciones), y queda despachado el proyecto en este trámite.


Votaron a favor las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Pérez Varela y Prokurica.
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia.

La señora ORTIZ (Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia).- Señor Presidente, por su intermedio, quiero agradecer la rica discusión que ha habido esta tarde.



En algunos momentos se han manifestado posiciones que podrían parecer encontradas. Pero hay algo que a nosotros nos alegra profundamente: todos estamos de acuerdo en que no debe ejercerse violencia contra niños, niñas, adultos mayores, personas discapacitadas, cónyuges o convivientes en ningún lugar, ocurra donde ocurra, por parte de ninguna persona.



En tal sentido, este es un avance hacia una cultura de buen trato en nuestro país, en que, de manera permanente, erradiquemos la violencia.



Sin lugar a dudas, los niños y las niñas necesitan mayor cuidado, porque si el padre ejerce violencia contra ellos no es un tema menor. Es una situación que genera una serie de relaciones en el transcurso del desarrollo de la vida de ese niño.



Ustedes saben -lo decía uno de los Senadores anteriormente- que los estudios de la UNICEF señalan que tres de cada cuatro niños sufren violencia durante el año, y la mayoría de quienes la ejercen son los niños y los padres.



También quiero agregar que este proyecto de ley considera el tratamiento y el acompañamiento de todos aquellos, padres o no padres, que hayan ejercido violencia en diferentes lugares. 



Por lo tanto, somos conscientes de que esto significa generar una política no solamente de tratamiento psiquiátrico o psicológico, sino de acompañamiento permanente en los establecimientos educacionales, en campañas comunicacionales, en distintos espacios, a fin de cambiar una práctica absolutamente arraigada en nuestra cultura de forma transversal.



Hemos escuchado con mucha atención este debate. Y quiero agradecer el trabajo de los Senadores, de la sociedad civil, de los asesores y de los organismos internacionales en las diferentes instancias de la discusión. 



Y anuncio que voy a transmitir lo que aquí se ha dicho, la solicitud de veto que se ha planteado y los diferentes puntos de vista que se han manifestado al resto del Ejecutivo.



Me parece que con esta normativa damos un paso significativo para erradicar la violencia, con todo lo que esta significa para el desarrollo del país. 



Niños que han sido maltratados son adultos maltratadores. 



Y es cosa de que ustedes se hagan cargo y vean los últimos estudios con relación a la población penal en Chile y en el mundo, en que más del 90 por ciento de los reos tiene dos cosas en común: abandono o haber sufrido violencia durante su infancia.



Esa es una situación gravísima, y nosotros debemos trabajar para ponerle fin.



Por otra parte, no somos ingenuos, y lo hemos dicho incluso públicamente: no se trata de llenar las cárceles con el 75 por ciento de los padres que usan la violencia contra sus hijos. Se trata realmente de generar una sociedad que erradique definitivamente esta práctica en Chile. 



Sabemos que los cambios culturales no se van a hacer de un año para otro. Esto demora por lo menos 20 años.



Por tanto, ¡bienvenida sea esta ley en proyecto que acaba de ser despachada!



¡Bienvenida sea la discusión!



Y, sin lugar a dudas, sin el enriquecimiento producido por cada una de las intervenciones habidas en este proceso, no estaríamos frente al texto que hoy día ustedes han votado.



Muchas gracias.

)-------------(

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Informes



De las Comisiones de Salud y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales para el personal que indica (boletín N° 11.015-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 9 y 10).


--Quedan para tabla.
)-------------(

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.
El señor HARBOE.- Señor Presidente, primero, solicito que recabe la autorización de la Sala para ampliar, desde el jueves 16 al lunes 20 de marzo, a las 12, el plazo para presentar indicaciones a la iniciativa que figura con el boletín N° 9.892-07. 



Y, en segundo lugar, solicito que el proyecto signado con el número de boletín 7.963-06 pase a la Comisión de Constitución, después de su análisis en el órgano técnico correspondiente. 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, así se acordará.



Acordado.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA NO DILACIÓN INJUSTIFICADA DE AUDIENCIAS EN JUICIO PENAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias producidas en la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.152-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Espina y García):



En primer trámite, sesión 66ª, en 30 de octubre de 2013.



En tercer trámite: sesión 40ª, en 10 de agosto de 2016.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 6ª, en 7 de abril de 2015.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 27ª, en 10 de junio de 2015.



Mixta: sesión 82ª, en 18 de enero de 2017.



Discusión:



Sesiones 6ª, en 7 de abril de 2015 (se aprueba en general); 29ª, en 17 de junio de 2015 (se aprueba en particular); sesión 40ª, en 10 de agosto de 2016 (pasa a Comisión Mixta).
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo del Senado, en el tercer trámite constitucional, de todas las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, las que consistían en reemplazar el encabezamiento del artículo único; suprimir los numerales 1, 2 y 3; eliminar el encabezamiento del numeral 4, y suprimir los números 5 y 6.


La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias, efectúa una proposición que consiste en: 



-Mantener el encabezamiento del artículo único. 



-Aprobar los números 1, 2 y 3 del Senado, eliminando el inciso final propuesto para el artículo 103 bis en el numeral 2. 



-Mantener el encabezamiento propuesto por el Senado para el numeral 4 y reemplazar una frase en la letra a) de ese numeral. 



-Aprobar el número 5 despachado por el Senado. 



-Sustituir el número 6. 



-Incorporar un número 7, nuevo.



La Comisión acordó la proposición con las votaciones que consigna en cada caso en su informe. 



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto que quedaría de aprobarse su informe.



Nada más, señor Presidente. 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en mi condición de Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, procedo a informar a esta Sala.



Este proyecto de ley se inició en una moción del Senador señor Alberto Espina en conjunto con el Senador don José García Ruminot, y tiene por objetivo introducir modificaciones al Código Procesal Penal destinadas a evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal.



Inicialmente, esta iniciativa buscaba evitar ciertas situaciones que se verifican en la actualidad, en que de manera injustificada se produce el abandono de la defensa o la ausencia del abogado defensor del imputado, con la consecuente suspensión de la respectiva audiencia y el retardo de toda la secuencia de la acción penal. Es lo que ocurre en notorios juicios en que estos subterfugios se generan en forma sistemática y deliberada, configurando verdaderas estrategias procesales para debilitar la administración de justicia. Se trata de casos relacionados con narcotráfico o con delitos de alta connotación social que presentan numerosas suspensiones de audiencias, con el consiguiente perjuicio para las víctimas, los testigos, los peritos u otros intervinientes, y en el fondo, para el sistema procesal penal en su integridad.



A medida que avanzó la discusión de este proyecto en sus distintas instancias, se vio la pertinencia de regular también con mayor detalle la sanción aplicable a la ausencia o abandono de dichas audiencias por parte del respectivo fiscal.



Durante la tramitación de esta iniciativa se produjeron discrepancias entre el Senado y la Cámara de Diputados, lo que motivó la formación de una Comisión Mixta que le correspondió presidir al Senador Pedro Araya.



Como resultado de su trabajo, la mencionada Comisión está proponiendo a esta Sala la aprobación de un conjunto de enmiendas al Código Procesal Penal, las que fueron conversadas con el Ministerio Público y que, en síntesis, plantean lo siguiente:



En primer lugar, se introducen ajustes al artículo 10 del señalado Código, referido al mecanismo de la cautela de garantías del imputado, en virtud del cual el juez de garantía debe adoptar las medidas necesarias en caso de que el imputado de un delito sometido a proceso judicial no esté en condiciones de ejercer sus derechos, las que pueden llegar a la suspensión del juicio. 



Las modificaciones acordadas por la Comisión Mixta a este precepto consisten en establecer que si se dispone la suspensión del proceso, ello tendrá lugar por el menor tiempo posible, y en permitir que el Ministerio Público o el abogado de la víctima puedan oponerse a la solicitud de cautela de garantías del imputado cuando comprueben que se trata de una maniobra destinada solamente a dilatar dicho proceso.



Luego, en un artículo 103 bis nuevo, se contempla una regla general para sancionar al abogado defensor que no asiste o que se retira injustificadamente de una audiencia del juicio oral, de preparación de este o del procedimiento abreviado. En estos casos, la Comisión Mixta propone facultar al juez para aplicarle la prohibición de ejercer la profesión por un lapso de 15 a 60 días, sanción que impondrá después de escucharlo y recibir la correspondiente prueba.



En seguida, se modifica el artículo 106 del ya indicado Código para establecer que el abogado defensor no podrá renunciar a la representación del imputado dentro de los 10 días anteriores al inicio del juicio, salvo que tenga una razón justificada, la que deberá probar ante el juez. Ello permitirá terminar con un subterfugio legal por medio del cual el acusado queda sin defensa, atrasando el juicio en su contra mientras no se nombre un nuevo abogado, lo que supone suspender las audiencias previamente citadas y volver a llamar a la víctima y a los testigos para una nueva fecha.



Por otra parte, en los artículos 269, 287 y 411 bis nuevo se regula la inasistencia o el abandono injustificado de las audiencias del juicio oral, de preparación de este o del procedimiento abreviado por parte del fiscal, casos en los cuales el juez llamará a otro representante del Ministerio Público para que asuma la causa y, además, informará de la situación al fiscal regional respectivo a fin de que tome las medidas disciplinarias del caso contra el fiscal inasistente.



Señor Presidente, creemos que con estos ajustes hemos logrado un texto que representará una solución efectiva para las dificultades que originaron la presentación de esta iniciativa, razón por la que esta Comisión recomienda a la Sala darle su aprobación.



Aprovecho la oportunidad para pedir la apertura de la votación.



He dicho.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Los Senadores señores Guillier, Rossi, Pizarro y señora Lily Pérez también han solicitado que se abra la votación.



¿Les parece a Sus Señorías?

El señor PÉREZ VARELA.- Sí, señor Presidente.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- No, señor Presidente.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Le ofrezco la palabra al Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Después voy a intervenir, señor Presidente.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, está equivocada la información que entregan las pantallas en la Sala.

El señor GARCÍA.- ¡El que se muestra en pantalla no es el proyecto que estamos viendo!

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Lo estamos corrigiendo, señores Senadores.
El señor GUILLIER.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Ello ya se acordó, señor Senador, también a petición suya. Solo estamos corrigiendo la información que aparece en las pantallas de la Sala.

La señora ALLENDE.- ¿Cuál proyecto se vota entonces?

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- El que acaba de informar el Senador señor Harboe.

El señor GARCÍA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo me quiero referir al fondo de esta materia.



Sin embargo, pedí la palabra -no sé si me corresponde hacer uso de ella ahora- simplemente para señalar que todos entendimos que lo que íbamos a votar era el proyecto que modifica el Código Procesal Penal para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Exactamente: esa es la iniciativa que debemos votar.



En votación el informe de la Comisión Mixta. 



--(Durante la votación).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, por supuesto que voto a favor del informe de la Comisión Mixta.



Este proyecto es muy importante para evitar que los juicios se eternicen por medidas dilatorias que emplean los abogados defensores y que, eventualmente, pudiera incluso usar un fiscal.



Esta iniciativa establece sanciones al abogado defensor que no asiste o abandona la audiencia. Por lo tanto, ahí está la persuasión para que el abogado defensor esté atento a las distintas circunstancias del proceso, se presente cuando corresponda y no haya que postergar la audiencia porque no llegó.



Ciertamente, en contrapartida, lo mismo ocurre frente a la inasistencia o abandono injustificado de las audiencias por parte del fiscal.



Este proyecto debiera permitir que los juicios fluyan con mayor rapidez.



Tengo la convicción de que cuando la justicia no es oportuna no es justicia.



Entonces, creo que se trata de una muy buena iniciativa que va en esa dirección.



Voto a favor.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve dado que las dos intervenciones anteriores, tanto la del Senador Harboe, quien informó sobre los acuerdos adoptados por la Comisión Mixta, cuanto la del Senador García (con Su Señoría somos los autores de este proyecto), fueron suficientemente claras.



Aquí hay un problema bien de fondo que afecta a la administración de justicia, el cual ya ha sido advertido por fiscales y defensores, que tiene ver con la mal utilización de una serie de normas del Código Procesal Penal con el fin de dilatar los juicios por años.



Existe una cantidad muy grande de causas por narcotráfico en Chile -según lo señaló el propio Ministerio Público- en las que no se puede avanzar, pues a través de verdaderos resquicios legales se dilatan las audiencias.



Por ejemplo, cinco días antes de que se lleve adelante la audiencia de preparación del juicio oral o el propio juicio oral, el abogado defensor renuncia.



Eso ocurre sistemáticamente.



Como aquel renuncia, se recurre a la llamada “cautela de garantías”, que consiste en ir al tribunal de garantía y decirle al juez: “Usted me debe asegurar que mi defensa alcanzará a estudiar totalmente el expediente. Por lo tanto, no me puede llevar a juicio oral a cinco o seis días de haber renunciado mi abogado, pues me va a dejar sin defensa”.



Así los juicios se demoran años.



Entonces, este proyecto tiene la virtud de regular situaciones como las que mencioné para que la justicia funcione a la velocidad que debe hacerlo y sea oportuna; para que se garanticen el debido proceso y el derecho que les asiste a las partes en un juicio.



Los procesos no se pueden dilatar por años, porque al final los testigos dejan de ir (se amedrentan y no van); los peritos desaparecen, en fin.



Hay casos increíbles de peritos que fueron citados años después, porque la pericia debe acreditarse en el juicio, pero resulta que ya habían dejado la institución; o de policías que luego de varios años se cambian, por ejemplo, de Arica al sur de nuestro país.



Todas esas cuestiones deben remediarse para que la administración de justicia impida la impunidad. 



Este proyecto busca impedir que los delitos queden impunes por los resquicios que se utilizan para dilatar los juicios indefinidamente. 



Por todas esas razones, los miembros de la Comisión Mixta aprobamos estas proposiciones. Y espero que la Sala del Senado haga lo propio.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- No hay más inscritos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (21 votos a favor).



Votaron las señoras Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto afirmativo de los Senadores señores Montes y Chahuán.

EXTENSIÓN DE PLAZO DE PRESCRIPCIÓN DE ACCIÓN PENAL EN CASO DE POSESIÓN REGULAR DE INMUEBLE MEDIANTE FRAUDE
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- A continuación, corresponde tratar en particular el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Senadores señora Pérez San Martín y señores Ossandón y Tuma, que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, para resguardar derechos de terceros en relación con la regularización de la pequeña propiedad raíz, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.802-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señora Lily Pérez y señores Ossandón y Tuma):



En primer trámite: sesión 33ª, en 20 de julio de 2016 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 55ª, en 12 de octubre de 2016.



Vivienda y Urbanismo (segundo): sesión 81ª, en 17 de enero de 2017.



Discusión:



Sesión 62ª, en 15 de noviembre de 2016 (se aprueba en general).
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 15 de noviembre de 2016.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 3, 4, 6, 7, 8 y 9 del artículo único no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estos numerales deben darse por aprobados, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El referido órgano técnico efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron aprobadas por unanimidad.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben votarse sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Vivienda y Urbanismo y el texto como quedaría de aprobarse esas modificaciones.



Nada más, señor Presidente.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Muchas gracias, señor Secretario.



En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el decreto ley N° 2.695, de 1979, en caso de tenencia de un bien raíz, permite a través de Bienes Nacionales adquirir la propiedad mediante la prescripción sin haber pagado ni haber hecho nada respecto de dicho inmueble.



Ello lo entiendo como una forma excepcional de regularizar la propiedad, institución que fue establecida por Andrés Bello en el Código Civil. Por esa vía, personas que tienen algún vínculo con un bien raíz y que no han hecho la posesión efectiva (hermanos: dos o tres generaciones) pueden adquirir el título de dominio respectivo.



Sin embargo, esa medida excepcional lamentablemente se ha prestado para los mayores abusos.



Por ejemplo, en Atacama, Región que representamos con la Senadora Allende, en la comuna de Alto del Carmen, donde hay muchos minifundios, tenemos el caso de hermanos que a través de Bienes Nacionales pidieron el título de una propiedad, y dejaron fuera a sus padres y a quienes la cuidaban.



O sea, esto ha llegado demasiado lejos.



Por lo tanto, considero que este proyecto de ley va en la línea correcta. 



Pero creo que habrá que ir más allá y considerar, por ejemplo, algún tipo de responsabilidad para el funcionario de Bienes Nacionales que, debiendo por ley ir al Conservador de Bienes Raíces y efectuar un estudio de títulos para ver si efectivamente determinada propiedad no tiene dueño, no lo hace; que desde la oficina establece aquello y hace fe del fraude que en la práctica realiza quien solicita el título de dominio. Porque esto, por desgracia, le genera un problema a quien compró, a quien heredó, a quien obtuvo ese bien raíz en forma honesta. 



Lamentablemente, las cifras indican que las solicitudes de saneamiento han aumentado. El promedio anual era de 14 mil, y en 2015 se habrían tramitado 15 mil 718.



¿Por qué? Porque a las autoridades de Gobierno les encanta este sistema: entregar títulos de dominio en las poblaciones. 



Curiosamente, señor Presidente, el decreto ley N° 2.695 no se aplica para la propiedad estatal. Ello, por una cuestión obvia.



El Estado hace una ficción absurda. Porque para los efectos del pago de las contribuciones de bienes raíces o impuesto territorial ¿a quién reputa como dueño? Al que paga las contribuciones. Sin embargo, el propio Estado, a través de Bienes Nacionales, después hace una ficción, se lava las manos y dice: “No: esta propiedad no tiene dueño”. Y le entrega un certificado a un tercero que dice que está en posesión para adquirirla a través de la prescripción. 



Señor Presidente, entiendo que los pasos que se dan con este proyecto son correctos. Pero debiéramos castigar al funcionario de Bienes Nacionales que entrega el referido certificado; que no hace la pega de ir al Conservador de Bienes Raíces a realizar el estudio de títulos que habitualmente efectuamos los abogados cuando alguien nos pide asesoría sobre una propiedad.



Hoy día no hay sanción para aquello.



Señor Presidente, el objetivo de este proyecto es establecer los resguardos necesarios para evitar que quienes tienen legítimos derechos respecto de un inmueble resulten perjudicados por la regularización de la posesión de este a nombre de una tercera persona.



Esta iniciativa consta de un artículo único, compuesto por nueve numerales que introducen diversas modificaciones en el decreto ley N° 2.695, de 1979. 



Primero, se remplaza el artículo 3° por el siguiente: “El solicitante no podrá agregar a su posesión la de sus antecesores.”. 



Esa es una limitante que me parece bien. 



En seguida, se intercala en el artículo 6°, después del vocablo “mediante”, lo siguiente: “el correspondiente certificado expedido por el Conservador de Bienes Raíces respectivo y, además, con una”. 



Por tanto, dicha norma queda de la siguiente manera: “El cumplimiento del requisito de no existir juicio pendiente se acreditará mediante el correspondiente certificado expedido por el Conservador de Bienes Raíces respectivo y, además, con una declaración jurada que deberá prestarse conjuntamente con la que exige el artículo anterior.”. 



En el artículo 11 se sustituyen por otras una oración del inciso primero y una frase del inciso tercero, quedando tal disposición de la siguiente manera: 



“Cumplidos los trámites a que se refiere el artículo anterior y previo informe jurídico, el Servicio deberá pronunciarse denegando o aceptando la solicitud presentada.”, más las enmiendas ya señaladas.


En general, señor Presidente, este proyecto de ley va en la línea correcta, pues reduce algunos plazos y, además, amplía otros para los efectos de proteger a los verdaderos dueños del inmueble por la vía de impedir que la prescripción les sea oponible y evitar que se convierta en propietario de aquel una persona sin ninguna relación con el afectado, que no ha pagado, que no es familiar, que no ha heredado, que carece de título para adquirir. 



Además, me parece que al alargarse en el artículo 29 de cinco a diez años el plazo para ejercer la acción pertinente se establece una prescripción más acorde con lo que debiera ser la legislación chilena. 



En mi concepto, sería bueno dar una señal potente para disuadir a quienes hoy día se quedan con la propiedad de terceros mediante un mecanismo fraudulento.



Como lo he planteado en reiteradas ocasiones, estamos ante una situación que no es excepcional. Dicho mecanismo se ha transformado en algo permanente y habitual. 



A las autoridades -intendentes, gobernadores, en fin- les gusta entregar títulos de dominio. Pero muchas de las entregas son ilegales. Algunas son legítimas, porque se trata de familias que no han hecho posesión efectiva durante dos o tres generaciones y no pueden adquirir el dominio de su propiedad, lo cual les impide hipotecar, vender; es decir, tienen todas las limitaciones que conocemos. 



Finalmente, hay algo que el Senador Montes entiende muy bien.



A través del decreto ley N° 2.695 se elude -Su Señoría lo plantea permanentemente en esta Sala- el cumplimiento de ciertas disposiciones contenidas en los planos reguladores, en la ley del borde costero y en otras normativas que ordenan el territorio. ¿Y cuál es la fórmula que aplican? Por ejemplo, la de que el propietario no pueda vender un terreno de cierto número de hectáreas o de metros cuadrados si no ha urbanizado. Conforme a dicho decreto ley, todo lo anterior no sirve, porque Bienes Nacionales le regulariza la posesión a una persona que no cumple con ninguna de las disposiciones existentes (ni las de la ley del borde costero, ni las de los planos reguladores) y el Conservador le inscribe el título. 



Al final, estamos frente a una normativa cuyo uso, debiendo ser excepcional, ha sido generalizado por autoridades que permiten la aplicación de aquella fórmula para hacerse dueño de un inmueble vulnerando diversas disposiciones.



Considero que ese hecho es muy grave.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- ¿Les parece a Sus Señorías abrir la votación?



Acordado.



En votación particular el proyecto. 



--(Durante la votación).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, este proyecto, que tiene segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo y está en primer trámite constitucional, se inició en moción de los Senadores señora Pérez San Martín, señor Ossandón y quien habla.



Su texto consta de un artículo único, mediante el cual se modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979. 
 



Durante la discusión particular la Comisión de Vivienda y Urbanismo contó con la asistencia de la Ministra de Bienes Nacionales, doña Nivia Palma, y del Jefe de la División Constitución Propiedad Raíz, señor Óscar Manquilef. 



Dicho órgano técnico se abocó al estudio de las tres indicaciones presentadas al texto aprobado en general, todas de autoría del Senador señor Pedro Araya.



Es oportuno recordar que durante la discusión general los representantes del aludido Ministerio se refirieron a la pertinencia de introducir diversas mejoras al decreto ley N° 2.695 y se resolvió despachar la iniciativa, a la espera de una propuesta sustantiva y de mayor envergadura.



Ahora bien, a lo largo de la discusión particular en la Comisión, la señora Ministra de Bienes Nacionales reconoció que cada cierto tiempo el referido decreto ley genera debate y que desde el año 2014 se están analizando asuntos por modificar.



Sin embargo, afirmó que la agenda legislativa del actual Gobierno estaba demasiado recargada, por lo que no le era posible comprometer el envío en fecha próxima de una iniciativa de ley que abarcara globalmente la materia. 


Contenido del proyecto



La iniciativa que nos ocupa tiene por objeto resguardar de mejor manera los derechos de los verdaderos dueños ante el saneamiento fraudulento de un bien raíz de su propiedad a través del decreto ley N° 2.695. 



El proyecto aprobado en general introduce los siguientes cambios: 



1.- Impone al solicitante la obligación de fijar carteles en el frontis de la propiedad que está saneando, para informar a los vecinos y a terceros con mejor derecho que está haciendo uso del procedimiento en cuestión. 



La fijación de esos carteles es además de la publicación de avisos en diarios de circulación regional o comunal y de la colocación de carteles en lugares públicos. 



2.- Amplía a 60 días el plazo para que los terceros puedan oponerse a una solicitud de saneamiento, después de la publicación del segundo aviso en el diario de circulación regional (hoy son solo 30 días). También, permite que la oposición se haga desde el primer día en que el Ministerio de Bienes Nacionales acoge a tramitación la solicitud. 



En la actualidad, nadie puede reclamar en el mencionado Ministerio desde el primer día, sino que debe esperarse un plazo determinado, lo cual dilata la tramitación del saneamiento y la posibilidad de reclamación.



3.- Extiende a 2 años el tiempo que debe transcurrir para que el solicitante gane el inmueble por prescripción (hoy se pide un año), contado desde que se inscribe en el Conservador respectivo su calidad de poseedor regular. Dentro de esos 2 años el verdadero dueño puede oponerse y demandar la restitución del predio. 



4.- Amplía a 5 años el tiempo por el cual no se podrá gravar, ni hipotecar, ni enajenar el inmueble que hubiere sido saneado en virtud del referido decreto. 



5.- Extiende a 10 años el plazo para que el verdadero dueño pueda demandar una compensación de derechos en dinero sobre el inmueble que hubiese sido saneado en directo perjuicio  de él (hoy el plazo para ejercer esa acción es de solo 5 años). O sea, en este caso el verdadero dueño no puede pedir la restitución del predio, pero sí una compensación equivalente a su valor.


Indicaciones aprobadas



Las únicas indicaciones presentadas a este proyecto fueron de autoría, como expresé, del Senador Pedro Araya, y la Comisión las aprobó por unanimidad. 



La primera dispone que el solicitante que pide sanear un terreno no podrá agregar a su posesión la de los antecesores poseedores del predio. Esto, porque el decreto ley N° 2.695 exige como requisito, entre otros, “estar en posesión del inmueble (…) sin violencia ni clandestinidad, durante 5 años, a lo menos”. 



La segunda indicación plantea que la forma de acreditar la inexistencia de juicio pendiente sobre el predio que se intenta sanear no sea solo mediante la declaración jurada. Al efecto, señala que será obligación del solicitante acompañar en el expediente un certificado que acredite que no existen litigios pendientes, el cual es emitido por el Conservador de Bienes Raíces respectivo. 



Con ello se dan más facilidades al Ministerio de Bienes Nacionales para prevenir el saneamiento fraudulento. 



Habiéndose aprobado por unanimidad en la Comisión de Vivienda y Urbanismo las enmiendas propuestas, este Senador informante solicita que la Sala acoja en particular el proyecto de la misma manera.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- No hay más inscritos. 



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (15 votos a favor). 

 

Votaron las señoras Allende y Von Baer y los señores Allamand, Coloma, García-Huidobro, Girardi, Hernán Larraín, Montes, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
)---------(
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole información referida a TÉRMINO ANTICIPADO DE CONTRATA DE SEÑOR JUAN CARLOS GODOY LANO EN DIRECCIÓN DE OBRAS HIDRÁULICAS.



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro del Medio Ambiente, pidiéndole antecedentes relativos a PROYECTO DE BIOINGENIERÍA PARA REPOBLAMIENTO DE RIBERAS DE LAGUNA PRINCIPAL DE HUMEDAL CAMPICHE, COMUNA DE PUCHUNCAVÍ, y a RESULTADOS DE PROYECTO “100 CONTENEDORES PARA CHILE”.



A los señores Ministro del Medio Ambiente, Intendente del Maule y Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Producción Limpia, requiriéndoles información sobre PROYECTO FNDR “PROGRAMA DE PRODUCCIÓN LIMPIA Y CAMBIO CLIMÁTICO 2017-2018”.


Al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, para que remita información atinente a REALIZACIÓN DE CATASTRO DEL EMPRENDIMIENTO MAPUCHE EN COMUNAS INTEGRANTES DE ASOCIACIÓN DE MUNICIPALIDADES CON ALCALDES DE ESE PUEBLO POR CORPORACIÓN DE PROFESIONALES MAPUCHES EN REGIONES DEL BIOBÍO, DE LA ARAUCANÍA Y DE LOS RÍOS.


Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, pidiéndole remisión de copia de FALLO JUDICIAL SOBRE MULTA A EMPRESA SANITARIA AGUAS ARAUCANÍA POR DEFICIENCIAS EN CONTINUIDAD DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE EN 2012.



Al señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, consultándole sobre ENVÍO A MINISTERIO PÚBLICO DE ANTECEDENTES DE SUMARIO POR ADULTERACIÓN DE RELOJ CONTROL EN AGENCIA DE ÁREA DE SAN JOSÉ DE LA MARIQUINA Y APLICACIÓN DE MEDIDAS ADMINISTRATIVAS.


Al señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, para que remita NÓMINA DE PROYECTOS CON APROBACIÓN DE SU RCA Y CUYO PERMISO CADUCÓ TRAS CINCO AÑOS.



Al señor Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Producción Limpia, requiriéndole antecedentes y copia de ACUERDO DE PRODUCCIÓN LIMPIA CON ASOCIACIÓN GREMIAL DE COMERCIALIZADORES DE LEÑA DE CALIDAD DE OSORNO y de TERCER ACUERDO DE PRODUCCIÓN LIMPIA CON ASOCIACIÓN DE EMPRESAS DE ALIMENTOS DE CHILE; e informar en cuanto a resultados de ACUERDO DE PRODUCCIÓN LIMPIA LIDERADO POR ASOCIACIÓN DE INDUSTRIALES METALÚRGICOS Y METALMECÁNICOS.



Al señor Director Ejecutivo de la Agencia Chilena de Eficiencia Energética, solicitándole antecedentes con relación a PROYECTO PARA ANÁLISIS DE CONSUMO ENERGÉTICO DE 26 PLANTELES LECHEROS.


Al señor Secretario Ejecutivo de la Asociación de Municipalidades de la Región de Los Ríos para el Manejo Sustentable de Residuos y la Gestión Ambiental, al objeto de que se informe en torno a PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE PLANTA DE RECICLAJE INTERREGIONAL EN VALDIVIA, PROGRAMA PILOTO DE COMPOSTAJE CASERO Y CAMPAÑAS PARA FOMENTO DE RECICLAJE REGIONAL.



Del señor GARCÍA:



A la señora Subsecretaria de Redes Asistenciales, a fin de que remita antecedentes de PROYECTO DE RECUPERACIÓN DE PABELLONES DE HOSPITAL HERNÁN RODRÍGUEZ ARAVENA, DE TEMUCO.



Al señor Alcalde de Curarrehue, con el propósito de consultar por DEMORA EN ENTREGA DE SEDE COMUNITARIA EN SECTOR DE HUIRILIL.



Al señor Director de Obras Hidráulicas, pidiéndole explicar FALTA DE AGUA POTABLE EN JARDÍN INFANTIL DE SAN RAMÓN, COMUNA DE PADRE LAS CASAS, PERTENECIENTE A RED INTEGRA.


Al señor Director del Servicio de Salud Araucanía Sur, solicitándole informar en cuanto a SITUACIÓN DE PROYECTO DE RECUPERACIÓN DE 7 PABELLONES DE HOSPITAL REGIONAL HERNÁN HENRÍQUEZ ARAVENA, DE TEMUCO.


Al señor Director del Hospital Hernán Henríquez Aravena, de Temuco, requiriéndole dar a conocer MEDIDAS PREVISTAS ANTE DESCOORDINACIÓN EN ÁREA OFTALMOLÓGICA ENTRE DISPONIBILIDAD MÉDICA Y PREPARACIÓN DE PACIENTES PARA INTERVENCIONES QUIRÚRGICAS.


Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra de Salud, con el fin de que remita información en cuanto a CAUSA DE DECESO DE 101 PACIENTES MENORES DE 15 AÑOS EN ESPERA DE CONSULTA NUEVA ESPECIALIDAD Y DE 17 EN ESPERA DE INTERVENCIÓN QUIRÚRGICA MAYOR ELECTIVA, y para que envíe DATOS ATINENTES A EXAMEN ÚNICO NACIONAL DE CONOCIMIENTOS DE MEDICINA.



Al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos, con la finalidad de que informe respecto a MOTIVOS DE TRASLADO DE CENTROS DE ATENCIÓN DE INTEGRACIÓN SOCIAL A CÁRCELES.
)---------------(

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Se levanta la sesión


--Se levantó a las 19:5.








Manuel Ocaña Vergara,






 

   Jefe de la Redacción 
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR MINISTRA SUPLENTE DEL SEGUNDO TRIBUNAL AMBIENTAL A LA SEÑORA XIMENA INSUNZA CORVALÁN

(S 1.919-05)

GAB. PRES. N° 344/

ANT.: Oficio N° 547, de 18 de noviembre de 2016, de la Presidencia de la Excma. Corte Suprema.

MAT.: Propone Ministro suplente abogado del Segundo Tribunal Ambiental.

SANTIAGO, 14 MARZO 2017

DE: MICHELLE BACHELET JERIA

PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

A: SEÑOR RICARDO LAGOS WEBER

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. De acuerdo al artículo 2° de la ley N° 20.600, que Crea los Tribunales Ambientales, cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros titulares y dos ministros suplentes. Cada ministro será nombrado por S.E. el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, para cada cargo, propondrá la Excma. Corte Suprema. 

2. Con fecha 28 de diciembre de 2016 cesó en su cargo de ministra suplente abogada, doña Ximena Insunza Corvalán, nombrada en virtud del decreto N° 4, de 2015, del Ministerio del Medio Ambiente, provocándose la vacante del cargo reseñado.

3. En cumplimiento del artículo 2° de la ley N° 20.600, la Excma. Corte Suprema ha propuesto a esta Presidenta de la República una cinquena, en base a la que corresponde nombrar, con acuerdo del H. Senado, al ministro suplente abogado para la integración del Segundo Tribunal Ambiental con sede en Santiago.

4. En mérito de todo lo anterior, vengo en requerir el acuerdo de este H. Senado para nombrar en el cargo de Ministra suplente abogada a doña Ximena Insunza Corvalán.
5. Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.
(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE PIDE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR MIEMBROS DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL SERVICIO ELECTORAL A LOS SEÑORES ALFREDO ROBERTO JOIGNANT RONDÓN Y CARLOS ANDRÉS MELCHOR TAGLE DOMÍNGUEZ, POR LOS PERÍODOS QUE INDICA

(S 1.920-05)

GAB. PRES. N° 345/

ANT.: 1) Constitución Política de la República, artículos 32 N° 10 y 94 bis, y disposición vigésimo séptima transitoria.

2) Ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, artículos 62, 63 y 65.

3) Decreto supremo N° 106, de 2013, que designa miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

4) Decreto supremo N° 1.095, de 2016, que designa a Carlos Melchor Tagle Domínguez como miembro del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

MAT.: Solicita acuerdo para la designación de consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral.
SANTIAGO, 14 MARZO 2017

DE: MICHELLE BACHELET JERIA

PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

A: SEÑOR RICARDO LAGOS WEBER

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. De conformidad a las disposiciones legales vigentes en la época, mediante decreto supremo N° 106, de 2013, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, se designó a don Alfredo Roberto Joignant Rondón como miembro del Consejo Directivo del Servicio Electoral, desde el 18 de febrero de 2013 y por un periodo de cuatro años. Asimismo, mediante decreto supremo N° 1.095, de 2016, del mismo ministerio, se designó a don Carlos Andrés Melchor Tagle Domínguez para igual cargo, desde el 20 de julio de 2016, hasta el 18 de febrero de 2017.

2. De acuerdo a lo establecido en el artículo 94 bis de la Carta Fundamental, la dirección superior del Servicio Electoral corresponde a su Consejo Directivo, que estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del H. Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Estos consejeros durarán diez años en sus cargos, no podrán ser designados por un nuevo período y se renovarán por parcialidades cada dos años. No obstante, la ley N° 20.860, publicada en el Diario Oficial el 20 de octubre de 2015, introdujo esta norma en la Carta Fundamental junto con una nueva disposición vigésimo séptima transitoria que prescribe que los consejeros que a esa fecha se desempeñaran en sus cargos, cesarán en éstos según los períodos por los cuales fueron nombrados, pudiendo ser reelegidos por un nuevo período siempre que con dicha prórroga no superen el plazo total de 10 años en el cargo.

3. Con fecha 18 de febrero de 2017 expiró el plazo por el que fueron nombrados los consejeros anteriormente individualizados. Cabe destacar que, de conformidad con lo prescrito en el literal a) del artículo 65 de la ley N° 18.556, se constituye así una  causal de cesación en dicho cargo.

4. Seguidamente, el inciso cuarto del artículo 62 de la ley N° 18.556 indica que en caso que un consejero cesare en su cargo por cualquier causa, se designará uno nuevo dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que tuvo lugar el hecho o circunstancia que ocasiono el cese. 

5. A su vez, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 63 de la ley N° 18.556, para ser designado consejero del Servicio Electoral será necesario, además de cumplir con los requisitos generales para ocupar cargos públicos, poseer título profesional de una carrera de a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por este o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente acreditar experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado y no haber desempeñado cargos de representación popular, de Ministro de Estado, de Subsecretario, de Intendente, de Gobernador o de miembro de la Directiva Central de un partido político en los cinco años anteriores a su designación.

6. En razón de todo lo anteriormente señalado, de conformidad con las normas constitucionales y legales pertinentes, vengo en solicitar el acuerdo del Honorable Senado de la República para la designación en el cargo de consejero del Consejo Directivo del Servicio Electoral de don ALFREDO ROBERTO JOIGNANT RONDÓN, R.U.N. 12.145.501-3, hasta el 18 de febrero de 2023; y de don CARLOS ANDRÉS MELCHOR TAGLE DOMÍNGUEZ, R.U.N 5.895.255-9, hasta el 18 de febrero de 2025. 

7. Hago presente a V.E., para los efectos de lo establecido en el artículo 53 N° 5 de la Constitución Política de la República, la urgencia en el despacho del acuerdo que recabo en virtud del presente oficio.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “TRATADO QUE MODIFICA EL ACUERDO DE SEDE ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS IBEROAMERICANOS PARA LA EDUCACIÓN, LA CIENCIA Y LA CULTURA”, SUSCRITO EN ANDORRA, EL 12 DE SEPTIEMBRE DE 2016

(11.048-10)

Oficio Nº 13.175

VALPARAÍSO, 9 de marzo de 2017

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 11.048-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Tratado que Modifica el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura”, suscrito en Andorra, el 12 de septiembre de 2016.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Osvaldo Andrade Lara, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
4
PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES EN MATERIA DE INSTALACIÓN DE TORRES SOPORTE DE ANTENAS DE TELECOMUNICACIONES

(9.335-15, 9.527-15, 9.528-15, 9.641-15, 9.647-15, 9.651-15 
y 9.658-15, refundidos)

Oficio Nº 13.174
VALPARAÍSO, 9 de marzo de 2017
Con motivo de las mociones, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones, que corresponde a los boletines Nos 9.335-15, 9.527-15, 9.528-15, 9.641-15, 9.647-15, 9.651-15 y 9.658-15, refundidos, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, en los términos siguientes:


1. En el inciso sexto del artículo 116 bis E:


a) Reemplázase el guarismo “50” por “100”.


b) Elimínase la frase “se trate de aquellas torres soportes de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones a que se refieren los artículos 116 bis G y 116 bis H de esta ley o”.

2. En el artículo 116 bis F:

a) Agrégase en el inciso segundo, después de la expresión “más de doce metros”, la siguiente frase: “y comunicar el hecho de la dictación, así como el contenido de la ordenanza, al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, en un plazo máximo de un mes desde la dictación”.


b) Elimínase el inciso quinto.

c) Modifícase el inciso sexto de la forma siguiente:

i. En la letra c) incorpórase, después del punto aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente frase: 
“Los contratos de arrendamiento que recaigan sobre los inmuebles en los que se instalarán las torres soportes de antenas de telecomunicaciones deberán otorgarse por escritura pública y subinscribirse al margen de la inscripción de dominio del inmueble arrendado.”

ii. En la letra e):

- Sustitúyense en el párrafo primero las palabras “treinta” por “sesenta” y “dos” por “cinco”.


- Incorpórase en el párrafo segundo, después de la frase “Esta comunicación no será necesaria para el inmueble en que se instale la torre”, la siguiente oración: “; sin embargo, deberá informarse a este propietario del derecho que les asiste a los propietarios de los inmuebles que se encuentren dentro del radio a que se refiere esta letra, a ejercer una acción colectiva en su contra por el perjuicio económico que pudieren sufrir por la devaluación de sus inmuebles, de conformidad al penúltimo inciso de este artículo”.


- Sustitúyese en el párrafo segundo la frase “al propietario registrado en el Servicio de Impuestos Internos para efectos del impuesto territorial” por “al dueño de conformidad a la inscripción de dominio vigente del conservador de bienes raíces respectivo.”.

- Reemplázase en el párrafo tercero la frase “una inserción publicada en un periódico de la capital de la provincia o región” por “dos inserciones publicadas en un periódico de la capital de la provincia, o regional, en caso de que no existiera el primero”.


- Reemplázanse los párrafos cuarto, quinto, sexto y séptimo por los siguientes:


“Los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en esta letra y la junta de vecinos respectiva, dentro del plazo de sesenta días contado desde la notificación de la comunicación respectiva, podrán formular por escrito a la Dirección de Obras las observaciones que estimen pertinentes respecto de las obras de compensación y la propuesta de armonización de la torre con el entorno urbano y la arquitectura del lugar donde se emplaza, presentadas por el solicitante de conformidad a lo dispuesto en las letras b) y f) del presente artículo. Presentadas las observaciones, la Dirección de Obras suspenderá de pleno derecho la tramitación de la solicitud de instalación y notificará esta resolución por carta certificada al solicitante.


Las observaciones podrán incorporar modificaciones a las obras de compensación y al diseño de la torre presentadas por el solicitante, o bien proponer obras de compensación y diseños de torres distintas de las presentadas, con el objetivo de minimizar el impacto urbanístico de la torre sobre el entorno en que se emplazará y el perjuicio patrimonial que causare con su instalación. El costo de las modificaciones o propuestas podrá ser de hasta un monto equivalente al treinta por ciento del costo total del proyecto según lo dispuesto en la letra c) de este artículo, por las obras de compensación y las medidas de diseño y construcción adoptadas para armonizar la estructura con el entorno urbano. Los propietarios afectados del área descrita adoptarán sus acuerdos por mayoría simple. La junta de vecinos respectiva deberá adoptar sus acuerdos en primera citación por mayoría absoluta de sus integrantes, y en segunda citación por mayoría simple.


Vencido el plazo para formular observaciones y dentro de los treinta días siguientes, el solicitante deberá pronunciarse sobre cada una de las observaciones presentadas por los propietarios afectados y la junta de vecinos respectiva, y proponer las medidas para dar cumplimiento a sus propuestas. En caso que los propietarios afectados y la junta de vecinos respectiva manifiesten su conformidad con las medidas propuestas por el solicitante, suscribirán un acuerdo por escritura pública que incorporará los antecedentes incluidos en la comunicación a que se refiere el párrafo segundo de esta letra. En caso de que el solicitante no acoja las observaciones propuestas por los propietarios afectados y la junta de vecinos respectiva, podrá solicitar al concejo municipal, dentro del plazo de treinta días, que resuelva entre su propuesta o dichas observaciones. 


El concejo municipal deberá pronunciarse exclusivamente sobre la propuesta del solicitante, aprobando ésta o las observaciones planteadas por los propietarios afectados y la junta de vecinos, para lo cual deberá adoptar los acuerdos pertinentes, todo dentro del plazo de cuarenta días contado desde que ingrese al concejo la solicitud del interesado. Los acuerdos adoptados por el concejo en esta materia deberán ser certificados por el secretario municipal y remitidos a la respectiva Dirección de Obras. Vencido el plazo de que dispone para ello, sin que exista pronunciamiento del concejo, se tendrán por aprobadas las observaciones de los propietarios afectados y de la junta de vecinos. 


Si los propietarios o la junta de vecinos respectiva no formularen observaciones conforme al procedimiento y dentro de los plazos establecidos en el presente artículo, la Dirección de Obras tendrá por aprobada la obra de mejoramiento y el diseño de torre propuesto por el interesado.


El incumplimiento de lo dispuesto en los párrafos anteriores acarreará la denegación del permiso de instalación o quedará sin efecto de pleno derecho, si es que se hubiese otorgado.

Los plazos a que se refiere esta letra son de días hábiles.”.


iii. En el párrafo primero de la letra f) agrégase, a continuación del primer punto y seguido, la siguiente oración: “También podrán realizarse obras de distinta naturaleza o en lugares diferentes de los señalados si así lo acuerda la mayoría simple de los propietarios comprendidos en el párrafo primero de la letra e) de este artículo.”.


d) Reemplázase el inciso noveno por el siguiente:


“La Dirección de Obras Municipales, dentro del plazo máximo de treinta días hábiles contado de acuerdo a lo establecido en la letra e) precedente, otorgará el permiso si, de acuerdo a los antecedentes acompañados, la solicitud de instalación de la torre cumple con las disposiciones establecidas en esta ley, previo pago de los derechos municipales correspondientes a las obras provisorias conforme al Nº 3 de la tabla contenida en el artículo 130, o se pronunciará denegándolo. Si cumplido dicho plazo no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso, el interesado podrá pedir en forma expresa que se pronuncie otorgando o rechazando el permiso dentro de los dos días hábiles siguientes contados desde el requerimiento. Si el permiso fuere denegado los interesados podrán reclamar ante la secretaría regional ministerial correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118.”.


e) Reemplázase en el inciso décimo la frase “y no podrá tener un plazo inferior al que le reste al interesado para completar el plazo de su concesión” por la siguiente: “ y tendrá un plazo de cinco años renovables, de conformidad a lo que disponga la ordenanza general”.


f) Agréganse como incisos penúltimo y final los siguientes:


“Los demás propietarios afectados con la devaluación de sus inmuebles podrán ejercer una acción colectiva en contra del propietario del inmueble donde se efectuó la instalación y del concesionario de servicios de telecomunicaciones, para demandar los perjuicios económicos que sufrieren por esta causa. El ejercicio de esta acción requerirá la comparecencia de, al menos, la mayoría simple de los propietarios de los inmuebles emplazados dentro del radio a que alude la letra e) de este artículo. Se aplicará el Título IV de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, en lo que corresponda, y será competente para conocer de estos asuntos el juez civil correspondiente a la ubicación del inmueble donde se encontrare instalada la torre soporte de antenas. El ejercicio de esta acción colectiva no impide la presentación de las acciones individuales que correspondan.


Asimismo, los propietarios que se encuentren dentro del área descrita en la letra e) podrán oponerse a la instalación de la torre soporte de antenas y sistemas radiantes, por razones técnicas, en conformidad al artículo 15 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. El plazo para ejercer tal oposición será de treinta días y se contará desde la fecha en que se haya verificado la publicación a que se refiere el párrafo tercero de esta letra e). Esta comunicación deberá realizarse conjuntamente con la publicación del extracto a que se refiere el inciso tercero de dicho artículo 15. Para los efectos previstos en el presente inciso no será obligatorio fijar domicilio en la comuna de Santiago, y las notificaciones que correspondan podrán realizarse por carta certificada o correo electrónico.”.

3) Derógase el inciso final del artículo 116 bis G.


4) Incorpórase el siguiente artículo 116 bis J:


“Artículo 116 bis J.- El concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones deberá mantener un letrero adosado en un lugar visible de la estructura soporte de antenas, que indique la identificación de la empresa de telecomunicaciones concesionaria que hace uso de ésta, incorporando su marca comercial para estos efectos. Deberá informarse de la misma manera el nombre del propietario de la estructura, si fuere una persona distinta del concesionario de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones que la utiliza.”.
***
Hago presente a V.E. que las siguientes disposiciones del artículo único del proyecto de ley fueron aprobadas, en carácter de ley orgánica constitucional, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 77 diputados, de un total de 117 diputados:

- el literal ii) de la letra c) del N° 2, en lo que respecta al apartado que reemplaza los párrafos cuarto, quinto, sexto y séptimo de la letra e) del inciso sexto del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones; 

- la letra d) del N° 2, y 

- la letra f) del N° 2, en lo que se refiere al inciso penúltimo que incorpora en el artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
En todos estos casos se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Osvaldo Andrade Lara, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE EXTIENDE LOS BENEFICIOS DE LA LEY N° 20.948 A LOS FUNCIONARIOS Y FUNCIONARIAS DE LA JUNTA NACIONAL DE JARDINES INFANTILES, ESTABLECE NORMAS ESPECIALES PARA EL INCENTIVO DE LA LEY N° 20.213 Y MODIFICA LOS REQUISITOS DE INGRESO Y PROMOCIÓN DE LA FUNCIÓN DE SUPERVISIÓN DE LA PLANTA DE PROFESIONALES DE DICHO SERVICIO

(11.086-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.
A la sesión en que la Comisión trató el proyecto de ley, asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Educación, los asesores, señora Luz María Gutiérrez y señor Felipe Valenzuela.
De la Junta Nacional de Jardines Infantiles, JUNJI: la Vicepresidenta Ejecutiva, señora Desirée López, y el Jefe de Personal, señor Emilio Valenzuela.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora, señora María Jesús Mella.

De la Dirección de Presupuestos, el Asesor, señor Rodrigo Caravantes.
El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Mejorar las condiciones de egreso de la carrera para los funcionarios de la JUNJI que están en edad de pensionarse, permitiendo el potenciamiento del desarrollo de la carrera de los demás funcionarios de dicha institución.

En segundo lugar, se permite, para los años 2016 y 2017, que las unidades educativas de la JUNJI que hayan obtenido el puntaje máximo en el proceso de evaluación integral de la calidad de la educación parvularia, puedan acceder a la asignación correspondiente al primer tramo en el pago del incentivo anual al desempeño establecido en el artículo trigésimo cuarto de la ley N° 19.882.

Finalmente, se perfeccionan los requisitos de ingreso para el grado de inicio de la planta de profesionales que ejerzan funciones de supervisión, permitiendo contar con un mayor número de profesionales que puedan postular a ejercer dichas funciones.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 20.948, que otorga una bonificación adicional y otros beneficios de incentivo al retiro para los funcionarios y funcionarias de los servicios públicos que se indican y modifica el Título II de la ley Nº 19.882.
- La ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.

- La ley N° 20.648, que otorga a los funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, por el período que indica, y una bonificación adicional.
- La ley N° 20.305, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones.

- El artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2015, del Ministerio de Educación, que modifica la planta de personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y establece asignación por ejercicio efectivo y continuo de la función de dirección de jardín infantil y de supervisión.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje expresa que, en el marco de la política de diálogo con las Asociaciones de Funcionarios del Sector Público, con fecha 13 de mayo de 2016, el Gobierno suscribió un Protocolo de Acuerdo con la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, fruto del cual se comprometió a la modificación de la ley N° 20.213, que concede incentivo vinculado a la evaluación integral de la calidad de la educación parvularia del personal de la mencionada institución. Luego, con fecha 16 de mayo de 2016, el Gobierno suscribió un Protocolo de Acuerdo con la antes mencionada Asociación de Funcionarios, estableciendo un Plan de Incentivo al Retiro para los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.
Dentro de dicho Plan se enmarca el presente proyecto de ley, el que se refiere a las siguientes materias:

1. Extiende los beneficios de la ley N° 20.948. El artículo 1 hace aplicable a los funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, los artículos 1 al 15 y el artículo 18 de la ley N° 20.948, sin perjuicio de las reglas especiales dispuestas por el proyecto de ley y las demás que fije un reglamento, refiriéndose a los siguientes aspectos:

a. Beneficiarios de la bonificación adicional y sus requisitos.

b. Monto y características de la bonificación adicional. Por aplicación del artículo 5 de la ley N° 20.948, se establece que el monto de la bonificación adicional de cargo fiscal será equivalente a 320 unidades tributarias mensuales para los estamentos de auxiliares y administrativos; de 404 unidades tributarias mensuales, para el estamento de técnicos; y de 622 unidades tributarias mensuales para los estamentos de profesionales, directivos y fiscalizadores. Estos montos corresponden a jornadas de 44 horas semanales y a los funcionarios que cuenten con 20 o más años de servicio en las instituciones que señala dicha ley (Para los funcionarios que tengan entre 18 años y menos de 20 años de servicios, los montos de la bonificación adicional serán 233; 303; y 466 unidades tributarias mensuales, respectivamente). 
c. Cupos para la bonificación adicional.

d. Bono por antigüedad.

e. Bono por trabajo pesado.

f. Beneficios decrecientes.

g. Plazos especiales para postular al bono post laboral de la ley N° 20.305.

h. Rebaja de edades exigidas para impetrar la bonificación adicional.

i. Inhabilidades e incompatibilidades.

j. Reglamento.

k. Reposición de vacantes de contratas.

l. Procedimiento de asignación de cupos años 2017 y 2018.

m. Restablecimiento de meses de bonificación por retiro voluntario del Título II de la ley N° 19.882.

2. Normas especiales para el otorgamiento del incentivo de la ley N° 20.213 para los años 2016 y 2017.

3. Modificación de los requisitos de ingreso y promoción para los profesionales que ejerzan funciones de supervisión.

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL
Al comenzar la discusión, la Vicepresidenta Ejecutiva de la JUNJI, señora Desirée López, efectuó una presentación, del siguiente tenor:

Antecedentes

- En el marco de la política de diálogo con las Asociaciones de Funcionarios del Sector Público, con fecha 13 de mayo de 2016, el Gobierno suscribió un Protocolo de Acuerdo con la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, fruto del cual se comprometió a la modificación de la ley N° 20.213 que concede incentivo vinculado a la evaluación integral de la calidad de la educación parvularia del personal de la mencionada institución.

- Luego, con fecha 16 de mayo de 2016, el Gobierno suscribió un Protocolo de Acuerdo con la antes mencionada Asociación de Funcionarios, estableciendo un Plan de Incentivo al Retiro para los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (Junji).

- El presente proyecto de ley viene a dar cumplimiento a los compromisos indicados.

Contenidos del proyecto de ley

1. Extensión de Beneficios de la ley N° 20.948

Beneficios Plan de Retiro

A) Bonificación Adicional

- Bonificación Adicional equivalente a un máximo de 320 UTM a los estamentos auxiliares y administrativos ($14.837.760).

- Bonificación Adicional equivalente a un máximo de 404 UTM al estamento técnico ($18.732.672).

- Bonificación Adicional equivalente a un máximo de 622 UTM a los estamentos profesionales, directivos y fiscalizadores ($28.840.896).

B) Bono por Antigüedad (artículo 9 de la ley N° 20.948)

- A quienes accedan a la bonificación adicional, se otorga un Bono por Antigüedad equivalente a 10 UF por cada año de servicio por sobre los 40 años continuos o discontinuos para los estamentos auxiliares y administrativos, con un tope de 100 UF. Potencialmente, considerando hasta el año 2024, 57 funcionarios del estamento auxiliar y 37 funcionarios del estamento administrativo podrían recibir este bono.
C) Bono por Trabajo Pesado

- A quienes accedan a la bonificación adicional y se encuentren cotizando en conformidad a la ley N° 19.404 tendrán derecho a una bonificación por trabajo pesado de 10 UF por cada año cotizado en virtud de dicha ley con un tope de 100 UF.

Beneficios decrecientes

- Para favorecer el retiro de los trabajadores y trabajadoras beneficiados, se establecen dos etapas de postulación:
1- Mujeres que a la fecha de postulación tengan entre 60 y 65 años de edad y hombres que a la misma fecha tengan 65 años de edad, accederán a la totalidad de los beneficios establecidos.

2- Hombres y mujeres que no habiendo postulado en el primer proceso de postulación y tengan 66 años de edad, podrán acceder al 50% del beneficio.

Nota: tendrán derecho a postular al 100% de los beneficios todos aquellos que a la fecha de publicación de la ley tengan más de 65 años, debiendo postular en la primera etapa.

Cupos

- Año 2017: 385 cupos (en simulaciones efectuadas se tiene que, potencialmente, existen 110 funcionarios que debieran retirarse el año 2017 para acceder al beneficio, y 479 funcionarios que podrían postular, sin que sea obligatorio para acceder al beneficio, puesto que podrían postular en años siguientes).

- Año 2018: 500 cupos.

- 2019 - 2024: sin límite de cupos.
2. Normas especiales para el otorgamiento del incentivo de la ley N° 20.213

- El artículo 2 del presente proyecto de ley dispone que durante los años 2016 y 2017, el pago del incentivo anual al desempeño de los funcionarios de JUNJI, será el correspondiente al primer tramo, para aquellos que laborando en las unidades educativas que hayan obtenido el puntaje máximo en el proceso de Evaluación Integral de la Calidad de la Educación Parvularia efectuado durante el año 2015, hubieren sido ordenados en un tramo inferior conforme a los resultados comparativos del proceso de evaluación, dada la saturación del primer tramo del instrumento que sólo permite colocar a un 40% de las unidades en él (debió desempatarse por un criterio que no necesariamente dependía de los funcionarios, como es la asistencia de los niños al respectivo jardín).

Estudio SEICEP:
- En virtud del artículo 3 del proyecto de ley, la Subsecretaría de Educación Parvularia, realizará un estudio del Proceso de Evaluación Integral de la Calidad de JUNJI, con el objeto de proponer mejoras a dicho instrumento a contar del año 2018 en adelante.

3. Modificación de los requisitos de ingreso y promoción para los profesionales que ejerzan funciones de supervisión

- El artículo 4 reemplaza los requisitos de ingreso y promoción del grado 15 de la planta de profesionales, función de supervisión, estableciendo que la experiencia profesional podrá ser alternativamente, no inferior a cuatro años; o, de a lo menos, tres años en funciones de supervisión o en el área educacional en establecimientos de educación parvularia.

Finalmente, expresó que el proyecto de ley fue elaborado y concordado con los representantes de los funcionarios.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó su acuerdo con el contenido del proyecto de ley, con la única salvedad de que se mantenga como criterio de desempate el mayor número de días de licencias médicas cursadas durante el último período de un año -en caso de existir un mayor número de postulantes que cumplan los requisitos respecto de los cupos disponibles para cada anualidad- dado que siempre ha estimado que es un error por discriminar a quiénes presentan menos licencias, y que, lo correcto, sería considerar enfermedades terminales, graves o crónicas.
El Asesor de la Subdirección de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Caravantes, explicó que se trata de un criterio contenido en todas las últimas leyes referidas a incentivos al retiro, y la opción de utilizar el concepto de enfermedad grave o terminal ha debido descartarse por la dificultad en su determinación y cuantificación. Agregó que se ha verificado, con ocasión de la aplicación de las referidas leyes aprobadas, que cuando ha debido utilizarse el criterio cuestionado, se ha tratado de personas con enfermedades graves.

El Honorable Senador señor Tuma indicó que la JUNJI es el Servicio que presenta el mayor desafío del período que se inicia, debido al gran plan de cobertura que debe implementarse y valoró el esfuerzo y la labor que se realiza.

Agregó que no repetirá toda la argumentación relativa a que los proyectos de ley con incentivos al retiro responden a la falta de una respuesta estructural ante el mal sistema de pensiones existente. Señaló que es importante conocer el monto total que ha gastado el Estado en todas las leyes con bonificaciones por retiro voluntario.

Finalmente, estimó que el criterio cuestionado -de mayor número de días de licencias médicas- es correcto porque, aunque existan casos excepcionales de mal uso, es demostrativo de que se trata de personas con problemas que ameritan un retiro más rápido.

El Honorable Senador señor García manifestó su beneplácito por el contenido del proyecto de ley y planteó que, por los números expuestos acerca de los cupos, es difícil que se produzca un problema de mayor número de postulantes en los años 2017 y 2018, existiendo 885 para ese período.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Tuma y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 23 de diciembre de 2016, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El presente proyecto de ley establece la aplicación a los funcionarios y funcionarías de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, de los artículos 1° al 15 y del artículo 18 de la ley N°20.948, en los mismos términos y condiciones que en ellos se establecen. Lo anterior, sin perjuicio de las reglas especiales que se establecen en esta iniciativa legal. En consecuencia, los beneficios a los que podrán acceder los referidos funcionarios son: Bonificación Adicional, Bono por Antigüedad y Bono por Trabajo Pesado, para los trabajadores que cumplan con los respectivos requisitos.

2. El proyecto considera cupos máximos para acceder a la Bonificación Adicional durante los años 2017 y 2018, de 385 y 500, respectivamente. A contar del año 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2024, dicha bonificación se otorgará sin tope de cupos anuales.

3. Adicionalmente, el proyecto establece que para los años 2016 y 2017, el pago del incentivo anual al desempeño establecido en el artículo trigésimo cuarto de la ley N°19.882 a las unidades educativas que hayan obtenido el puntaje máximo en el proceso 2015 de Evaluación Integral de la Calidad de la Educación Parvularia (SEICEP), será la asignación correspondiente al primer tramo, cualquiera sea el orden de ubicación en los tramos decrecientes en los que se encuentre conforme a los resultados comparativos del proceso de evaluación.

4. Complementariamente, el proyecto establece que la Subsecretaría de Educación Parvularia, por sí o a través de terceros, realizará un estudio de evaluación del SEICEP. Dicho informe deberá ser enviado a las Comisiones de Educación y Hacienda de ambas Cámaras del Congreso Nacional, durante el segundo semestre de 2017.

5. El proyecto establece además una modificación de los requisitos de ingreso y promoción de la Planta de Profesionales de la JUNJI, Función de Supervisión, grado 15°.

II. Efectos del Proyecto sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley genera los mayores costos fiscales que se señalan a continuación:

1. La aplicación de los artículos 1° al 15 y del artículo 18 de la ley N°20.948, a los funcionarios y funcionarías de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, implica un mayor gasto fiscal asociado a la entrega de los siguientes beneficios: Bonificación Adicional, Bono por Antigüedad y Bono por Trabajo Pesado.
Considerando los cupos anuales establecidos en el proyecto para el período 2017-2018 y la estimación de beneficiarios potenciales para el período 2019-2024, se estima el siguiente costo fiscal para el período 2017-2024:
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2. El pago en el primer tramo del incentivo anual al desempeño a todas las unidades educativas que hayan obtenido el puntaje máximo en el proceso de Evaluación Integral de la Calidad de la Educación Parvularia efectuado durante el año 2015, implica para los pagos correspondientes a los años 2016 y 2017, un mayor costo de $352 millones anuales.

3. La realización del estudio del sistema de Evaluación Integral de la Calidad de la Educación Parvularia (SEICEP) a realizar por la Subsecretaría de Educación Parvularia tiene un mayor costo de $20 millones, por una sola vez.

4. Por su parte, la modificación de los requisitos de ingreso y promoción de la Planta de Profesionales de la JUNJI, Función de Supervisión del grado 15, no implica mayor costo fiscal.

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia, se financiará con los recursos del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con los recursos de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la ley de Presupuestos del Sector Público.”.
Se deja constancia del precedente Informe Financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:
a. PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Aplícanse a los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles los artículos 1 al 15 y el artículo 18 de la ley N° 20.948, que otorga una bonificación adicional y otros beneficios de incentivo al retiro para los funcionarios y funcionarias de los servicios públicos que se indican y modifica el título II de la ley Nº 19.882, en los mismos términos y condiciones que en ellos se establecen, sin perjuicio de las siguientes reglas especiales y las demás que fije un reglamento:

1. Podrán acceder a la bonificación adicional  durante los años 2017 y 2018 hasta un máximo de 385 y 500 beneficiarios, respectivamente. Se accederá a los referidos cupos conforme a los procedimientos que se disponen en los artículos transitorios de la presente ley. Durante dichos años, a quienes se les aplique el artículo 8 y el inciso final del artículo 7, ambos de la ley N° 20.948 y el cuarto transitorio de esta ley, también quedarán afectos a los referidos cupos. A contar del año 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2024, dicha bonificación se otorgará sin tope de cupos anuales.

2.- Los funcionarios deberán postular en la unidad de recursos humanos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles para acceder a los beneficios de la ley N° 20.948, de conformidad con el procedimiento y plazos que fije el reglamento.

3.- El plazo de postulación para acceder a la bonificación adicional respecto de los funcionarios afectos al artículo 8 de la ley N° 20.948 y que cumplan las edades en los períodos señalados en las letras a), b) y c) del número 1 del artículo primero transitorio de esta ley será el que disponen dichos literales.

4.- Para efectos de esta ley, todas las referencias que la ley N° 20.948 realice a la fecha de su publicación deberán entenderse efectuadas a la data de publicación de la presente ley.

5.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y suscrito también por el Ministro de Hacienda determinará el procedimiento de otorgamiento de los beneficios y el o los períodos de postulación para acceder a los beneficios de la ley N° 20.948, pudiendo establecer distintos plazos. Asimismo, el reglamento determinará los procedimientos aplicables para la heredabilidad de los beneficios y establecerá las normas necesarias para la aplicación de esta ley.

6.- Los funcionarios que perciban los beneficios establecidos en esta ley no podrán ser nombrados ni contratados, sea a contrata, a honorarios o en los términos del Código del Trabajo, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración del Estado, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de los beneficios percibidos, debidamente reajustados por la variación del Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes del pago del beneficio respectivo y el mes anterior al de la restitución, más el interés corriente para operaciones reajustables.

Los beneficios de esta ley serán incompatibles con cualquier otro de naturaleza homologable que se origine en una causal similar de otorgamiento y cualquier otro beneficio por retiro que hubiese percibido el funcionario con anterioridad, tales como aquellos contemplados en la ley N° 20.648. Del mismo modo, los beneficiarios de la presente ley no podrán contabilizar los mismos años de servicio que hubiesen sido considerados para percibir otros beneficios asociados al retiro voluntario.

Con todo, los beneficios de esta ley son compatibles con la bonificación por retiro establecida en el título II de la ley N° 19.882.

7.- Lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 20.948 no se aplicará a las vacantes de empleos a contrata asimilados a las plantas de profesionales que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o funciones pedagógicas en establecimientos de educación parvularia, a las plantas de técnicos que cumplan funciones técnicas en educación parvularia y a las plantas de administrativos y auxiliares que ejerzan sus funciones en establecimientos de educación parvularia.

Artículo 2.- Durante los años 2016 y 2017, el pago del incentivo anual al desempeño establecido en el artículo trigésimo cuarto de la ley N° 19.882 a las unidades educativas que hayan obtenido el puntaje máximo en el proceso de Evaluación Integral de la Calidad de la Educación Parvularia efectuado durante el año 2015, será la asignación correspondiente al primer tramo, cualquiera sea el orden de ubicación en los tramos decrecientes en los que se encuentre, conforme con los resultados comparativos del proceso de evaluación.

La reliquidación de las cuotas correspondientes que hayan sido pagadas a la fecha de publicación de la presente ley, en virtud de la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior, se efectuará a contar de dicha publicación a aquellos funcionarios que se encuentren en funciones a la fecha del pago.

Artículo 3.- La Subsecretaría de Educación Parvularia, por sí o a través de terceros, realizará un estudio de evaluación del proceso de Evaluación Integral de la Calidad de la Educación Parvularia de la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Dicho informe será público, y deberá ser enviado a las comisiones de Educación y de Hacienda de ambas Cámaras del Congreso Nacional durante el segundo semestre de 2017. 

Artículo 4.- Reemplázase en el artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2015, del Ministerio de Educación, que modifica la planta de personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y establece asignación por ejercicio efectivo y continuo de la función de dirección de jardín infantil y de supervisión, los requisitos de ingreso y promoción de la planta de profesionales, función de supervisión, grado 15, por el siguiente:

“Título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional no inferior a 4 años, o de a lo menos 3 años en funciones de supervisión o en el área educacional en establecimientos de educación parvularia.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- El procedimiento para asignar los cupos para los años 2017 y 2018, establecido en el numeral 1 del artículo 1, se sujetará a las siguientes reglas:

1. Los funcionarios y las funcionarias a que se refiere el artículo 1 podrán postular a la bonificación adicional y bonos de los artículos 9 y 10 de la ley N° 20.948, en la unidad de recursos humanos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en los plazos y condiciones que a continuación se indican:

a) Para los cupos 2017, sólo podrán postular los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido 65 o más años de edad. Dichos funcionarios deberán postular a la bonificación dentro de los treinta días hábiles siguientes a la publicación de esta ley, comunicando su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo. Si no postularen dentro de dicho plazo se entenderá que renuncian a los beneficios de esta ley. 

También podrán postular, dentro del mismo plazo, las funcionarias que al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido entre 60 y 64 años de edad. Con todo, ellas podrán postular en los procesos siguientes de acuerdo a lo que establece esta ley y su reglamento y la ley N° 20.948, según corresponda.

b) Los funcionarios y las funcionarias que, a contar del 1 de enero y hasta el 31 de diciembre de 2018, cumplan 65 años de edad, podrán postular dentro del o los plazos que establezca el reglamento, comunicando su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo. Dentro de ese plazo también podrán postular las funcionarias que cumplan entre 60 y 64 años de edad en las fechas indicadas. Del mismo modo podrán postular quienes cumplan 66 años en las fechas antes señaladas, accediendo a los beneficios en los porcentajes señalados en la letra b) del artículo 11 de la ley N° 20.948, según corresponda.

2. Dentro de los plazos que establezca el reglamento, la Junta Nacional de Jardines Infantiles verificará que los funcionarios que postulen cumplan con los requisitos para acceder a los beneficios de la ley N° 20.948. Dicho servicio determinará, por medio de una o más resoluciones, la nómina de beneficiarios para cada uno de los cupos anuales, de conformidad con lo establecido en los numerales siguientes.

En el caso de la letra a) del numeral 1, dentro de los veinte días hábiles siguientes al término del plazo para postular que fija la referida letra a), la Junta Nacional de Jardines Infantiles deberá dictar la resolución asignando los cupos correspondientes al año 2017.

3. En caso de haber un mayor número de postulantes que cumplan los requisitos respecto de los cupos disponibles para cada anualidad, éstos se asignarán del modo siguiente: 

a) Para los años 2017 y 2018 se asignarán preferentemente hasta 60 y 80 cupos, respectivamente, para los funcionarios que se acojan a lo dispuesto en el artículo 13 de la ley N° 20.948. Dichos cupos se concederán de acuerdo con los criterios de priorización que se señalan en la letra c) de este numeral.

b) Una vez asignados los cupos de conformidad con la letra anterior, los cupos restantes para completar el total de 385 y 500 cupos, para los años 2017 y 2018, respectivamente, se asignarán conforme a la letra siguiente considerando a todos los postulantes que cumplan con los requisitos respectivos, incluidos aquellos que hayan postulado y no hayan accedido a los cupos señalados en el literal anterior.

c) Los beneficiarios de los cupos de los literales anteriores se seleccionarán de acuerdo a los siguientes criterios:
i. En primer término serán seleccionados los postulantes de mayor edad, según su fecha de nacimiento.
ii. En igualdad de condiciones de edad entre los postulantes, se desempatará atendiendo al mayor número de días de licencias médicas cursadas durante los trescientos sesenta y cinco días corridos inmediatamente anteriores al inicio del respectivo período de postulación. 

iii. En caso de persistir la igualdad, se considerarán los años de servicio en la Junta Nacional de Jardines Infantiles del funcionario a la fecha de inicio del período de postulación, y de persistir el empate, la cantidad de años del funcionario en la Administración del Estado. 

iv. De persistir la igualdad resolverá el Vicepresidente Ejecutivo de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

4. La o las resoluciones que dicte la Junta Nacional de Jardines Infantiles deberán contener la nómina de todos los postulantes que cumplan con los requisitos para acceder a la bonificación adicional y la individualización de los beneficiarios de los cupos disponibles para el año que corresponda. Respecto de aquellos que no obtuvieren un cupo se aplicará el procedimiento dispuesto en el número 7.

5. Dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de la total tramitación de la resolución a que se refiere el numeral anterior, la institución empleadora deberá notificarla a cada uno de los funcionarios que participaron del proceso de postulación al correo electrónico institucional que tengan asignado o al que fije en su postulación, mediante carta certificada al domicilio registrado por el funcionario en la institución o según el inciso final del artículo 46 de la ley Nº 19.880.

La Junta Nacional de Jardines Infantiles deberá dictar los actos administrativos que conceden los beneficios de la ley N° 20.948 respecto del personal que cumpla los requisitos y siempre que se les haya asignado un cupo conforme a este artículo.

6. A más tardar el día 15 del mes siguiente a la fecha de la total tramitación de la resolución a que se refiere el número anterior, los beneficiarios de cupos deberán informar por escrito a la unidad de recursos humanos la fecha en que harán dejación definitiva del cargo o empleo y el total de horas que sirvan, la cual deberá ajustarse a lo señalado en el párrafo siguiente. 

El funcionario deberá cesar en su cargo por renuncia voluntaria a más tardar el día primero del quinto mes siguiente al vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia definitiva o hasta el día primero del quinto mes siguiente al cumplimiento de los 65 años de edad, si esta fecha es posterior a aquella.

7. Los postulantes a la bonificación adicional que, cumpliendo con los requisitos para acceder a ella, no fueren seleccionados por falta de cupos, pasarán a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del proceso que corresponda al año o años siguientes, sin necesidad de realizar una nueva postulación, manteniendo los beneficios que le correspondan a la época de su postulación, incluidos aquellos a que se refiere el título II de la ley Nº 19.882. Si una vez incorporados en la nómina de beneficiarios de cupos del período o períodos siguientes quedaren cupos disponibles, éstos serán completados con los postulantes de dicho año que resulten seleccionados. La individualización de los beneficiarios antes señalados podrá realizarse mediante una o más resoluciones dictadas por la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Las resoluciones que incorporen a los seleccionados preferentes antes indicados podrán dictarse en cualquier época del año, sin necesidad que se haya desarrollado el proceso de postulación para la anualidad respectiva.

8. El personal a que se refiere el inciso primero de la letra a) del numeral 1 deberá postular en el período que se indica en dicha letra para tener derecho a la totalidad de los beneficios que le correspondan de acuerdo a la ley N° 20.948.

No obstante lo anterior, podrán postular en los períodos fijados en las letras b) y c) del número 1, quienes cumplan 66 años de edad en las fechas señaladas en dichas letras, accediendo a los beneficios según el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 11 de la ley N° 20.948 y siempre que cumplan con los respectivos requisitos. En este caso, deberán hacer dejación definitiva del cargo, empleo y del total de horas que sirva, por renuncia voluntaria, a más tardar el día primero del quinto mes siguiente al vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia definitiva o hasta el día primero del quinto mes siguiente al cumplimiento de los 66 años de edad, si esta fecha es posterior a aquella, siempre que hayan accedido a un cupo. En caso de no acceder a un cupo se les aplicará lo dispuesto en el número anterior.

9. Si durante el año 2019 existieren postulantes en la situación descrita en el número 7, en el mes de enero de dicho año deberán informar por escrito a la unidad de recursos humanos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, la fecha en que harán efectiva su renuncia voluntaria. Con todo, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria a más tardar el 1 de junio de 2019.

10. Si un funcionario fallece entre la fecha de su postulación para acceder a la bonificación adicional y a los beneficios de los artículos 9 y 10, todos de la ley N° 20.948, según corresponda, y antes de percibirlos, y cumple con los demás requisitos establecidos en dicha ley, éstos serán transmisibles por causa de muerte. Este beneficio quedará afecto a los cupos a que se refiere al numeral 1 del artículo 1 y al procedimiento señalado en este artículo.

11. Para tener derecho a la bonificación adicional y a los bonos de los artículos 9 y 10 de la ley N° 20.948, los funcionarios a que se refiere este artículo deberán renunciar voluntariamente a todos los cargos y al total de horas que sirvan dentro de los plazos que indica este artículo y su reglamento. Si no renuncian dentro de dichos plazos se entenderá que renuncian irrevocablemente a estos beneficios.

12. Los funcionarios y las funcionarias que postulen a la bonificación adicional, que cumpliendo los requisitos para acceder a ella no obtengan un cupo y queden priorizados para los periodos siguientes, podrán cesar en funciones por renuncia voluntaria a contar de la notificación de su derecho preferente a un cupo. En este caso, la bonificación adicional del artículo 5 y los bonos de los artículos 9 y 10, todos de la ley N° 20.948, se pagarán el mes siguiente de la total tramitación de la resolución que les concede el cupo respectivo. El valor de la unidad tributaria mensual y la unidad de fomento para el cálculo de los beneficios que les correspondan será el vigente al último día del mes anterior a la total tramitación de dicha resolución. A su vez, la bonificación por retiro voluntario del título II de la ley N° 19.882, cuando corresponda, se pagará según el inciso cuarto del artículo octavo de la antedicha ley. Para los efectos del artículo 12 de la ley N° 20.948, los funcionarios deberán presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley N° 20.305 en la misma oportunidad en que presenten su renuncia voluntaria.

13. Los funcionarios y las funcionarias afectos al título II de la ley N° 19.882, que se acojan a la presente ley y se encuentren en los casos señalados en las letras a) y b) del numeral 1, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro del referido título II en las condiciones especiales que se indican a continuación:

a) La comunicación de renunciar voluntariamente a su cargo para acceder a la bonificación por retiro será en la misma oportunidad en que presenten su postulación a la bonificación adicional, sin que se apliquen los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N° 19.882.

b) La fecha de dejación de sus cargos o empleos por renuncia voluntaria deberá estar comprendida en el plazo a que se refiere el párrafo segundo del número 6 o el párrafo segundo del número 8 de este artículo, según corresponda.

c) La bonificación por retiro que corresponda al funcionario o funcionaria no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882, siempre que postule en el plazo que establezca el reglamento para el período en que cumpla 65 años de edad. En el caso que el funcionario o funcionaria postule en el plazo que establezca el reglamento para el período en que cumpla 66 años de edad, conforme al párrafo segundo del número 8 de este artículo, quedará afecto a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882.

Artículo segundo.- Si un funcionario beneficiario de un cupo indicado en el artículo anterior se desiste de su renuncia voluntaria, la Junta Nacional de Jardines Infantiles procederá a reasignar el cupo siguiendo estrictamente el orden del listado contenido en la resolución que determinó los beneficiarios del año respectivo. Las mujeres menores de 65 años de edad, que habiendo sido seleccionadas se desistan, no conservarán el cupo para los siguientes años, y deberán volver a postular conforme a las normas señaladas en el artículo anterior. También se entenderá que renuncian a un cupo cuando no hagan efectiva su renuncia voluntaria dentro de los plazos que establece la ley.

El funcionario al que se le reasigne el cupo de quien se desista tendrá como plazo máximo para fijar la fecha de su renuncia voluntaria el último día del mes siguiente a la fecha de la total tramitación de la resolución que le concede el cupo. Con todo, deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria a más tardar el día primero del quinto mes siguiente del vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia definitiva o hasta el día primero del quinto mes en que cumpla 65 años de edad, si esta fecha es posterior a aquélla. Quienes se encuentren en la situación a que se refiere el párrafo segundo del número 8 del artículo anterior deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria en las fechas que dicho inciso señala.

Artículo tercero.- Los funcionarios y las funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que al día anterior a la fecha de publicación de esta ley tengan 65 o más años de edad, cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria en las fechas que se señalan en las letras siguientes, y se acojan a la presente ley, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro del título II de la ley N° 19.882, en las condiciones especiales que se indican a continuación:

a) Los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley Nº 19.882 serán reemplazados por los que se señalan en la letra a) del número 1 del artículo primero transitorio.

b) Para aquellos que accedan a la bonificación adicional, la fecha de dejación de su cargo o empleo por renuncia voluntaria deberá estar comprendida en el plazo que se indica en el párrafo segundo del número 6 del artículo primero transitorio. 

Tratándose de los afiliados a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Previsión Social o que no tengan derecho a la bonificación adicional de la ley N° 20.948, la fecha de dejación de su cargo o empleo por renuncia voluntaria deberá hacerse efectiva a más tardar el día 1 del quinto mes siguiente a la fecha de publicación de la presente ley.

c) La bonificación que corresponda al funcionario o funcionaria no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley Nº 19.882. Los funcionarios beneficiarios de la bonificación adicional que se encuentren en la situación señalada en el número 7 del artículo primero transitorio mantendrán este beneficio hasta que accedan al cupo correspondiente.

Artículo cuarto.- Las exfuncionarias y los exfuncionarios, que hubieren cesado en sus labores en la Junta Nacional de Jardines Infantiles entre el 1 de julio de 2014 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, podrán acceder sólo a la bonificación adicional de la ley N° 20.948, siempre que hubiesen renunciado voluntariamente a sus cargos o empleos habiendo tenido derecho a la bonificación por retiro establecida en el título II de la ley Nº 19.882 y cumplan con los demás requisitos para acceder a la bonificación adicional de la ley N° 20.948 y los que esta ley señala.

Asimismo, podrán acceder sólo a la bonificación adicional las exfuncionarias y los exfuncionarios afectos al inciso final del artículo séptimo transitorio de la ley Nº 19.882 que se desempeñen en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, siempre que, entre el 1 de julio de 2014 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley hubieren cesado en sus cargos por renuncia voluntaria y cumplan con los demás requisitos señalados en el inciso segundo del artículo 7 de la ley N° 20.948.

Para los efectos señalados en el presente artículo, los exfuncionarios y las exfuncionarias deberán presentar su solicitud ante la unidad de recursos humanos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a partir de la fecha de publicación de esta ley y hasta los 180 días corridos siguientes a ella. Si no presentan las solicitudes dentro del plazo indicado se entenderá que renuncian al beneficio. Dichas solicitudes quedarán afectas a la asignación de cupos y al procedimiento dispuesto en el artículo primero transitorio. Con todo, sólo se considerarán para los cupos correspondientes al año 2017 las postulaciones que se efectúen dentro de los treinta días hábiles siguientes a la publicación de esta ley. Las demás postulaciones serán consideradas en el proceso de asignación de cupos del año 2018. 

La bonificación adicional para los exfuncionarios y las exfuncionarias a que se refiere este artículo se pagará por su ex institución empleadora a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la concede. El valor de la unidad tributaria mensual que se considerará para el cálculo de dicha bonificación será el vigente al mes del pago de la misma.

A los beneficiarios de este artículo les será aplicable lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 1 de la presente ley.

Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 7 de marzo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Eugenio Tuma Zedán.

Sala de la Comisión, a 8 de marzo de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INSTAURA UN NUEVO GOBIERNO CORPORATIVO DE LA EMPRESA NACIONAL DEL PETRÓLEO

(10.545-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía tiene el honor de informaros, en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con calificación de urgencia “simple”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 13 de diciembre de 2016, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía y la de Hacienda, en su caso.





Asistió a sesiones de la Comisión el Honorable Senador señor Bianchi.
- - -





Cabe consignar que este proyecto de ley se discutió sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -


Se hace presente, además, que el nuevo inciso quinto del artículo 2° -que el numeral 1, letra b), del artículo único propone-, debe ser aprobado con el quórum requerido para las normas orgánico constitucionales, de conformidad con lo prescrito en los artículos 66, inciso segundo, y 99, inciso final, de la Constitución Política de la República.

- - -





A las sesiones en que se discutió este asunto, concurrieron los siguientes personeros:


- Del Ministerio de Energía, el Ministro de la Cartera, señor Andrés Rebolledo; la Subsecretaria, señora Jimena Jara; el Jefe de Comunicaciones, señor Daniel Gómez; la Jefa de la División de Seguridad y Mercado, señora María José Reveco, y el asesor legislativo señor Felipe Venegas.

- Del Ministerio de Hacienda, el Coordinador de Modernización del Estado, señor Enrique Paris.


- De la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP), el Gerente General, señor Marcelo Tokman; el Gerente de Refinación y Comercialización, señor Marc Llambías; el Gerente de Asuntos Corporativos, señor Gabriel Méndez, y el Director de Relaciones Institucionales, señor Eugenio San Martín.

- De CODELCO, el Presidente del Directorio, señor Óscar Landerretche; el Director, señor Gerardo Jofré, y el Gerente Corporativo, señor Hernán Sepúlveda.


- De la Dirección de Presupuestos, el Jefe de Finanzas Públicas, señor José Pablo Gómez, y la abogada señora Mónica Bravo.


- Del Servicio Civil, el Director Nacional y Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública, señor Rodrigo Egaña, en compañía de la Secretaria Técnica del organismo, señora Mariana George-Nascimento.

- De la Federación Nacional de Sindicatos de Trabajadores del Petróleo (FENATRAPECH), su Presidente, señor Jorge Fierro, en compañía del Vicepresidente, señor Alejandro Avendaño; el Tesorero, señor Marcos Varas; el Secretario Nacional, señor William Montes; el Director, señor José Maldonado, y el asesor señor Felipe Ossandón.

- De la Federación de Profesionales, Técnicos y Supervisores de la ENAP (FESENAP), el Presidente, señor Jorge Figueroa; el Vicepresidente, señor Augusto García; la Directora, señora Karin Escárate; el Secretario, señor Cristian Rubio; el Tesorero, señor Luis Bahamonde, y los asesores señorita Bárbara Sharp y señor Orlando de la Vega.

- De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor señor Sebastián Sotelo.


- Del Instituto Libertad y Desarrollo, la especialista señorita Cristina Torres.


- Del Centro de Gobierno Corporativo de la Pontificia Universidad Católica de Chile, el especialista señor Matías Zegers.


- De la SEGPRES, los asesores legislativos señoritas Paola Fabres y Constanza González y señores Giovanni Semeria, Renato Valenzuela y Rodrigo Vega.

- Del Diario El Pulso, la periodista señorita Constanza Valenzuela.

- Los siguientes asesores parlamentarios: de la oficina de la Senadora señora Allende, el señor Alejandro Sánchez; de la oficina del Senador señor Prokurica, la señora Carmen Castañaza y el periodista señor Rodrigo Suárez; de la oficina del Senador señor Guillier, la señorita Natalia Alviña y el señor Fernando Navarro; de la oficina del Senador señor García-Huidobro, el señor Felipe Álvarez; de la oficina del Senador señor Pizarro, la Jefa de Gabinete señora Kareen Herrera y la periodista señorita Andrea Gómez; de la oficina del Diputado señor Lemus, el señor Juan Molina, y de la Bancada PS, el señor Paulin Silva.

- Del Departamento de Prensa del Senado, la periodista señora Karina Arancibia.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista sectorial señor Rafael Torres.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Persigue, fundamentalmente, modernizar la ENAP, confiriéndole un nuevo gobierno corporativo y una nueva forma de dirección, en procura de mejorar su gestión, administración y resultados.
- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes normativos.


a) El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1986, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo.


b) La ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


c) La ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.


d) El decreto N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, de 1964, que fija el texto refundido de la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.


e) La ley N° 20.066, de Violencia Intrafamiliar.


f) El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, de 2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia.


g) La ley N° 20.416, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño.

2.- Mensaje del Ejecutivo.


El Mensaje con que se origina este proyecto de ley, refiriéndose a la Agenda de Energía del actual Gobierno, recuerda que entre las medidas consideradas en este instrumento –elaborado a partir de un trabajo abierto y participativo que permitió constituir un plan de acción a largo plazo para disponer de energía confiable, sustentable, inclusiva y a precios razonables- se incluyó una iniciativa legislativa que modificara y perfeccionara el gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP), para transformarla en una compañía robusta capaz de erigirse como un actor sólido y con protagonismo en los desafíos energéticos del país.

La ENAP, agrega el Mensaje, es una empresa pública creada en 1950 por medio de la ley N° 9.618, la cual ha sido modificada en puntuales ocasiones, por lo que la empresa ha mantenido su estructura original. Así, a la fecha, su giro principal es la exploración, producción, refinación y comercialización de hidrocarburos y sus derivados, mediante actividades en Chile, Argentina, Egipto y Ecuador.


En su existencia la ENAP se ha posicionado como un pilar en el desarrollo de la explotación de hidrocarburos, así como en la ejecución, operación y mantención de refinerías a lo largo del país, y ha tenido un rol trascendental y primordial para el desarrollo de la industria de hidrocarburos en la Región de Magallanes. En este orden de ideas, el Ejecutivo destaca los resultados financieros y logros de la empresa en los últimos años, que permiten tener una visión optimista respecto a la concreción de mejoras en la gestión y en la obtención de buenos resultados operacionales.

En dicho marco, el Ejecutivo decidió permitirle a la ENAP un mayor protagonismo en el sector energético, que contribuya a facilitar el desarrollo del país y generar mayor competencia en el mercado de la energía. Así, durante el año 2014 se propuso ampliar su giro, permitiéndole ingresar al rubro de la generación de energía eléctrica. Esta idea ha sido beneficiosa: la ENAP ha obtenido resultados positivos en la implementación del modelo establecido mediante la Ley de Concesiones Geotérmicas, en asociación con terceros, lo que dará como fruto la operación de la primera central de generación eléctrica en base a energía geotérmica en la Región de Antofagasta. Este proyecto, denominado Cerro Pabellón, se ejecuta junto a ENEL Green Power, y será capaz de producir 340 GWh al año, convirtiéndose en el primer proyecto de esta clase de tecnología en Sudamérica.

No obstante, el Gobierno arguye que los esfuerzos desplegados no serán suficientes si no se avanza hacia un nuevo gobierno corporativo de la ENAP, entendiendo por tal, en sintonía con el Glosario de Términos Estadísticos 2005 de la OCDE, a los procedimientos y procesos de acuerdo a los cuales una organización es dirigida y controlada. Se trata, según lo definiera el Banco de Desarrollo de América Latina, de la correcta asignación de poderes y responsabilidades entre el directorio, la administración y los propietarios de una empresa. De modo que el concepto de gobierno corporativo no sólo engloba reglamentos, sino que también la disciplina empresarial necesaria para mantener una relación estable y productiva entre los participantes de cualquier organización.

La importancia de un buen gobierno corporativo, dice el Mensaje, radica en la necesidad de modernizar el funcionamiento de las instituciones. Este esfuerzo, además, cumple el compromiso de Chile de hacerse cargo de las recomendaciones que la OCDE ha planteado en el documento “Guías de Gobiernos Corporativos para Empresas Públicas”, de abril de 2005. La reciente actualización de estas directrices ha recogido la experiencia práctica de su implementación por casi diez años, y aborda nuevos temas, como, por ejemplo, la forma en que se materializa la participación de los trabajadores en los procesos de toma de decisiones, con un representante en el directorio o en consejos asesores. En este sentido, la iniciativa legal en comentario también incluye la experiencia y aprendizajes obtenidos en las modificaciones de las que han sido objeto los gobiernos corporativos y administración de otras empresas estatales.

Luego, el Mensaje hace hincapié en que esta iniciativa se ha formulado sobre la base de un proceso de diálogo y trabajo conjunto con los trabajadores, destinado a conocer sus opiniones y visiones respecto a la modernización y cambios de los que debe ser objeto la empresa.

Finalmente, el Ejecutivo hace presente que, en respuesta al compromiso que se asumiera en la Agenda de Energía, con este proyecto de ley se autoriza la capitalización de la ENAP hasta en US$400 millones. Estos recursos son necesarios para cumplir con el objetivo de fortalecimiento de la empresa y enfrentar las decisiones de inversión que se han planteado para el nuevo gobierno corporativo.
3.- Estructura del proyecto de ley.




La iniciativa consta de un artículo único, compuesto de seis numerales, y seis artículos transitorios.


Entre las principales modificaciones que consulta esta iniciativa legal, cabe mencionar las que siguen:


- Se adecua el gobierno corporativo de la ENAP a los mejores estándares existentes en el país, de conformidad a lo recomendado por la OCDE para las empresas del Estado. Se considera importante que el Gobierno no se involucre en la gestión cotidiana de la empresa, dándole autonomía operativa para alcanzar sus objetivos. Lo anterior debe conjugarse con permitir que el directorio de la empresa ejerza sus funciones bajo un estándar mínimo de independencia.


En concordancia con lo anterior, se efectúan una serie de modificaciones tanto en el funcionamiento de la empresa como en la forma en que los distintos estamentos se relacionan entre sí, esto implica:


a. El establecimiento de una Junta de Accionistas, similar a la de las sociedades anónimas abiertas, en la que quedan radicadas las facultades de gobierno, administración y fiscalización.


b. La sujeción de la ENAP a las normas de la Ley sobre Sociedades Anónimas y a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en todo lo que sea compatible con su ley orgánica.

c. Establecimiento de nuevos instrumentos de planificación corporativa, mediante un Plan de Desarrollo y Negocios a implementarse quinquenalmente, y que incluirá, al menos, objetivos, metas de rentabilidad e iniciativas de inversión y desarrollo. El Plan será aprobado conjuntamente por los Ministerios de Hacienda y Energía, y, de requerirse cambios en la estructura de capital, se apoyará en informes técnicos de la Dirección de Presupuestos. En el marco de su planificación, la ENAP remitirá a la DIPRES la estimación fundada de los resultados del ejercicio presupuestario anual, en el plazo que el Ministerio de Hacienda determine.

d. A fin de garantizar una mayor independencia y profesionalización del directorio de la ENAP, se reformula su composición excluyéndose de su integración al Ministro de Energía. Además, se configura un directorio de siete miembros, en cuya designación intervienen el Presidente de la República, los trabajadores de la empresa y el Sistema de Alta Dirección Pública.


La duración en el cargo de director será de cuatro años, renovable por una única vez. La iniciativa legal contempla un conjunto de requisitos, inhabilidades e incompatibilidades para ser director que busca prevenir conflictos de interés en el uso de información privilegiada. Con todo, los directores dentro de sus responsabilidades deberán guardar reserva de los negocios de la empresa y sus filiales.


e. En línea con el funcionamiento de las sociedades anónimas abiertas, se establece la obligación de constituir un comité de directores con las atribuciones y deberes contemplados en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046. No obstante, se faculta al directorio para la constitución de otros comités destinados a abordar materias específicas, como la gestión financiera, remuneraciones y compensaciones, seguridad y salud laboral, y la relación de la empresa con el medioambiente.


f. En lo tocante a la necesidad de contar con un gobierno y administración profesional, se hacen aplicables al gerente general y a los principales personeros de la plana ejecutiva las normas sobre responsabilidad, atribuciones, deberes, derechos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades de los gerentes a que alude la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y a los directores de la ENAP. El gerente, y quien lo reemplace, en caso de ausencia serán designados por el Directorio. 


- Por último, se autoriza capitalizar la empresa hasta en US$400 millones, en un plazo de doce meses desde la vigencia de esta ley, lo que se realizará mediante los actos administrativos que corresponda.
4.- Informe financiero.


Sostiene que el proyecto, en materia de ingresos fiscales, generará un efecto potencial positivo en la medida que la empresa produzca utilidades mayores a las previstas y éstas sean retiradas por el Fisco. En cualquier caso, agrega, se estima que este efecto no se verificará en los años 2016 y 2017, toda vez que la ENAP todavía arrastra pérdidas tributarias causadas por las mermas de los años 2008, 2011 y 2012.


Enseguida, la DIPRES indica que no existen efectos en materia de gastos, puesto que los eventuales mayores gastos asociados a la implementación del gobierno corporativo de la empresa son de su propio cargo.


Finaliza afirmando que si bien hay un aporte de capital requerido del Tesoro Público hasta por US$400 millones, se trata de transacciones de activos financieros que no se contabilizan como gasto público.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse la discusión de esta iniciativa legal expuso ante la Comisión, en primer término, la señora Subsecretaria de Energía, quien recordó que una de las siete metas establecidas en la Agenda de Energía es transformar a la ENAP en una compañía robusta, de forma tal que sea un actor sólido y con protagonismo en los desafíos energéticos del país.

En relación con el gobierno corporativo, la personera acotó que, en circunstancias que la empresa se creó mediante la ley N° 9.618 del año 1950 y que la última modificación sustancial se produjo en 1986, en la actual regulación no existe un ente que establezca y supervise al Directorio, integrado por ocho miembros: el Ministro de Energía, que lo preside; el Vicepresidente Ejecutivo de la CORFO; tres integrantes designados por la CORFO (un cupo cedido a los trabajadores), y tres designados por el Instituto de Ingenieros de Chile, la Sociedad Nacional de Minería (SONAMI) y la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA).


Los directores, añadió, duran tres años en el cargo, renovables indefinidamente. No se exigen requisitos profesionales o de experiencia especiales para ser designado director y no están claramente normadas sus incompatibilidades, causales de cesación y responsabilidades. Tampoco se determinan claramente los requisitos para desempeñarse como Gerente General o en la plana ejecutiva principal.


A continuación, destacó que la elaboración del proyecto de ley implicó un trabajo conjunto entre los ministerios de Hacienda y de Energía, la Dirección de Presupuestos (DIPRES) y la propia ENAP. Además, se revisaron las modificaciones que en materia de administración se han introducido en otras empresas públicas y se efectuó un diálogo con los trabajadores de la empresa para conocer su opinión, visión e intereses.


En ese marco, arguyó, mientras el objetivo general de la iniciativa es modernizar y actualizar el gobierno corporativo de la ENAP a fin de que pueda transformarse en un protagonista de los desafíos energéticos del país, sus objetivos específicos son: aplicar los criterios de la OECD referidos a la forma de administrar y gestionar las empresas públicas; establecer una junta de accionistas y precisar las atribuciones del Presidente de la República, que podrán delegarse en los ministros de Hacienda y de Energía; crear nuevos instrumentos de planificación corporativa mediante planes de negocio a cinco años, debiendo informarse anualmente los resultados operacionales al Ministerio de Hacienda y reestructurar la conformación del Directorio, con la reducción del número de directores (que pasan de ocho a siete) y la fijación de un régimen de incompatibilidades e inhabilidades.


La personera de Gobierno explicó que el proyecto elimina del Directorio al Ministro de Energía, los miembros designados por la CORFO y los designados por los gremios. Pero, a la vez, se incorporan directores que deben cumplir requisitos profesionales y de experiencia para ser nombrados por el Presidente de la República y como resultado de una elección a partir de ternas preparadas en el marco de Sistema de Alta Dirección Pública. Además, se reconoce legalmente la integración de un director designado por todos los trabajadores de la empresa y por el Presidente de la República, que se exceptúa de cumplir los requisitos profesionales y de experiencia si pertenece a la propia empresa.


En lo que atañe a la responsabilidad de los directores, sostuvo que el proyecto contempla deberes de conducta en el cargo y la posibilidad de remoción por mal desempeño e incumplimiento de obligaciones (se hace aplicable a los directores la normativa de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas).


Al concluir su exposición, la señora Subsecretaria de la Cartera precisó que una vez entrado en vigencia este cuerpo legal y en un plazo de doce meses el Fisco queda facultado para capitalizar a la ENAP por hasta US$400.000.000.


Posteriormente, hizo uso de la palabra el Coordinador de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, quien, luego de recordar que el proyecto de ley fue aprobado por amplia mayoría en la Cámara de Diputados, precisó que con ocasión del primer trámite constitucional fue objeto de diversas mejoras e innovaciones.


En ese orden de ideas, dijo, se redujo de tres a dos el número de directores nombrados en forma directa por el Presidente de la República, y los que son propuestos por el Consejo de Alta Dirección Pública aumentaron de tres a cuatro. Respecto del director propuesto por los trabajadores, se estableció que serán éstos los que presentarán la propuesta al Presidente de la República y se determinó el procedimiento y las reglas al efecto.


Asimismo, prosiguió, se fijaron disposiciones especiales en materia de implicancias y eventuales conflictos de interés de los directores, y se explicitó su deber de coherencia con los objetivos de la empresa y de reserva sobre los asuntos de ésta. También, se ampliaron las posibilidades de integración de la Comisión Especial Asesora de Remuneraciones y se prohibió a los directores recibir remuneraciones u honorarios de la empresa con un motivo distinto a su rol de director. Además, se incorporó una política de género para la designación de los directores que son elegidos directamente por el Presidente de la República.


Por otra parte, explicó, se incluyeron nuevos requisitos para ser director: no haber sido condenado por violencia intrafamiliar ni haber recibido sanciones por la Superintendencia de Valores y Seguros por infracciones a las normas sobre los deberes de director. En este sentido, se mejoró la redacción de requisitos profesionales, disminuyéndose los tiempos de experiencia de diez a ocho años, así como los semestres de la carrera profesional pertinente.


El personero del Ministerio de Hacienda sostuvo que se perfeccionó la norma sobre los requisitos del Gerente General y de los altos directivos, precisándose el lapso de experiencia profesional o laboral necesario para acceder a este tipo de cargos, y se fortalecieron las facultades de la asamblea, en especial respecto del directorio y su control. Además, se introdujeron exigencias sobre entrega de información a la Cámara de Diputados y el Senado.


El profesional finalizó su intervención afirmando que la iniciativa legal no tiene efectos en materia de gastos, dado que los mayores costos asociados a su implementación serán de cargo de la propia ENAP. Por otro lado, agregó, si bien el aporte de capital requiere recursos del Tesoro Público, se trata de transacciones de activos financieros que no se consideran gasto público.


El Honorable Senador señor Guillier advirtió que los directores deberían estar afectos a inhabilidades particulares según su carácter, así, por ejemplo, en el caso del director propuesto por los trabajadores, que en la práctica generalmente corresponde a un dirigente sindical, para prevenir conflictos de interés sería aconsejable separar ambas funciones a objeto de no distorsionar la meta de velar por el interés de la empresa en su conjunto. Asimismo, adujo, es necesario analizar con detención la situación de los eventuales directores que se han desempeñado antes en el sector privado y que, concluido su mandato, volverán a él. En este caso el riesgo es que adopten decisiones que beneficien sus propios negocios o a un determinado grupo empresarial. Por último, dijo, es necesario establecer la prohibición de recibir remuneraciones que provengan de distintas fuentes.


El Honorable Senador señor Prokurica opinó que con ocasión de la discusión del proyecto de ley en estudio sería oportuno evaluar los aciertos y errores que se cometieron en la ley que dio origen al actual gobierno corporativo de la Corporación Nacional del Cobre (CODELCO). En este sentido, dijo, la experiencia debe servir como orientación para perfeccionar esta clase de normativas.


Por otra parte, coincidió con el Senador señor Guillier en cuanto a la especial consideración que debe hacerse respecto de quienes, postulando a un cargo directivo en la ENAP, pudieran estar afectados de alguna incompatibilidad derivada de sus vínculos originarios con el sector privado. Sobre el punto, estimó conveniente revisar las inhabilidades e incompatibilidades a la luz de los vínculos del sector privado con el Estado, incluidos familiares y empresas coligadas, y discutir lo atingente a nombramientos por la Alta Dirección Pública.


Enseguida, destacó que siendo la ENAP una empresa estatal monopólica, ha llegado a una deuda de US$4.000 millones, mientras su capital sólo alcanza a los US$400 millones. Se trata, agregó, de una empresa que vende un producto sensible que dice directa relación con el precio que pagan los consumidores por el combustible. Por lo mismo, arguyó, debe precisarse cuál será el objetivo de la ENAP: maximizar utilidades, o bien, resguardar los intereses de los chilenos. Al respecto, señaló, uno de sus finalidades principales debe ser transformarse en una empresa eficiente y que alivie el costo de un bien necesario. No puede olvidarse, dijo, que mientras en los últimos dos años el valor del barril de petróleo ha bajado de US$147 a US$50, el precio de la bencina en el país no ha disminuido en idéntica proporción. De allí que el señor Senador reiterara la importancia de determinar la labor preferente a la cual se dedicará esta empresa, atendido que en materia de prospección explora en países como Irán o Colombia bajo el supuesto de que en Chile no hay petróleo. En la misma línea, manifestó su inquietud con el índice de remuneraciones de la ENAP, a su juicio similar al de CODELCO no obstante su elevado nivel de deuda.


El Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que esta iniciativa legal pretende contribuir a mejorar la gestión de la ENAP, otorgándole la flexibilidad y los objetivos necesarios para operar con mayor autonomía e independencia para ser más eficaz y eficiente y obtener mayor rentabilidad para nuestro país. Si la ENAP es una empresa monopólica es porque está destinada a cumplir un rol estratégico al servicio del país. En esta materia, añadió, el libre mercado puede que no funcione adecuadamente. De allí es que sea positivo contar con un Directorio profesionalizado capaz de un alto grado de compromiso con la gestión institucional.


Luego, el señor Senador recordó que los directores de CODELCO han declarado que si bien este tipo de entidades necesitan una visión de largo plazo que no sea modificada en cada Gobierno, el problema es que el período de tiempo propuesto para la duración en el cargo de director es de cuatro años. A estos directores debe dárseles autonomía y se debe garantizar su alto nivel profesional y técnico. Para ello es necesario remunerarlos en forma adecuada: se trata de precaver conflictos de interés y asegurar su dedicación exclusiva. En cuanto al director que representa a los trabajadores, advirtió que podrían afectarlo conflictos de interés considerando que los trabajadores han sido críticos con la conducción de la empresa.


Por otra parte, concordó con lo manifestado por el Senador señor Prokurica sobre la necesidad de debatir acerca del rol y fines de esta empresa estatal de cara al futuro.


El Honorable Senador señor García-Huidobro manifestó su preocupación por la brevedad de los nuevos instrumentos de planificación corporativos y de negocios, de sólo cinco años. Esto podría ser negativo, dijo, atendido el largo tiempo que puede demorar una exploración o la preparación de un proyecto. En la misma línea, sostuvo que el plazo de duración en el cargo de los directores es inadecuado dada la necesidad de una visión de largo plazo.


Luego, abogó por la conveniencia de requerir el parecer de los anteriores y actuales directores y ejecutivos de CODELCO para compartir experiencias y no repetir errores. En este sentido, destacó la necesidad de escuchar opiniones diversas, especialmente de quienes tienen bagaje en materia de administración y gobiernos corporativos.


El Honorable Senador señor Guillier advirtió que en no pocas oportunidades las remuneraciones y asignaciones de los miembros del directorio de empresas públicas que también son parte de ministerios y otros organismos de Estado, muestran cruces de ingresos distintos a los que aparecen en las estadísticas. Por lo mismo, adujo, es necesario introducir elementos de transparencia no sólo respecto de los planes de negocios, sino también de la administración interna de la empresa.


El Gerente de Asuntos Corporativos de la ENAP aclaró que sólo el director representante de los trabajadores en el directorio de la empresa recibe remuneración, los demás únicamente perciben dieta por sesión (en torno a $1.000.000). Con todo, agregó, las dietas de los directores, gerentes y ejecutivos de primera línea están publicadas en la página web institucional, donde se exhiben sus ingresos de los últimos doce meses.


Al retomar el uso de la palabra, el Coordinador de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda destacó que si bien la obligación fundamental de los directores y gerentes es hacer lo más eficiente posible a la empresa, se debe distinguir lo que se espera de la ENAP (en cuanto al subsidio que otorga) o la rentabilidad que obtiene. Al efecto, este proyecto de ley distingue de mejor forma las responsabilidades institucionales.


Por otra parte, en cuanto a las incompatibilidades y conflictos de interés que pudieran afectar a los directores, subrayó que estos personeros se encuentran sujetos a un conjunto de disposiciones especiales, además de serles aplicable supletoriamente la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


En lo relativo a las dietas, indicó que una norma transitoria entrega atribuciones a la DIPRES para modificar y fijar un nuevo nivel de emolumentos, acorde con el estatus de responsabilidad exigible a los directores.


Sobre el plan de negocios a cinco años, el especialista indicó que se considera un plazo adecuado para evaluar el cumplimiento de los desafíos de la empresa, que ha sido uno de los aprendizajes más importantes que ha dejado el gobierno corporativo de CODELCO. Los planes de negocios se establecieron por ese período en razón de la dificultad de hacer una proyección financiera superior a ese lapso. Ello no obsta a la discusión acerca de la forma de compatibilizar un plan de negocios a cinco años con una visión institucional de largo plazo.


En otro orden, arguyó, aun cuando el representante de los trabajadores en el directorio tiene las mismas obligaciones que los demás, es precisamente atendido el potencial conflicto de interés que pudiera afectarle que no participa en algunos comités. Además, a su respecto deja de ser compatible la remuneración como director con aquellas que provengan de la empresa. Por último, dijo, se pensó en un mecanismo que ofreciera a todos los trabajadores la posibilidad de participar en la elección de su representante (incluso podría ser un no trabajador).


El Honorable Senador señor Prokurica aclaró que si bien no tiene dudas acerca de la necesidad de modernizar el gobierno corporativo de la ENAP, es partidario de definir también cuál ha de ser el rol de la empresa. En este sentido, dijo, la existencia de esta empresa pública responde a un objetivo estratégico: su razón de ser debe consistir en resolver el problema energético del país dentro de sus posibilidades. De allí es que la ENAP no debe maximizar utilidades abusando de su condición monopólica. Lo anterior, sin perjuicio que no ha ejecutado correctamente sus funciones de prospección.


El Honorable Senador señor Guillier, en relación con el carácter estratégico de la prospección y el deber de reserva, recordó algunas denuncias de casos de ex funcionarios de la empresa que más tarde fueron contratados en el mundo privado en las mismas áreas de desempeño profesional. Estas denuncias, dijo, no han sido fiscalizadas ni investigadas y han quedado en la incertidumbre. Por este motivo, abogó por la necesidad de estudiar las consecuencias que tendrá violar normas referentes a los intereses comerciales de la empresa, así como la conveniencia de incluir disposiciones que contemplen un período en que quede prohibido al director, profesional o trabajador de la ENAP pasar de ésta al ámbito privado.


Para aclarar estas dudas el asesor legislativo del Ministerio de Energía, señor Felipe Venegas, propuso consultar al Gerente General de la ENAP el modo en que funcionan los contratos de explotación, y, en lo tocante a los intereses cruzados, expresó que en el primer trámite constitucional se aprobaron indicaciones destinadas a detallar las incompatibilidades, deberes de reserva y sanciones correspondientes, a que quedarán sometidos los directores. Sin perjuicio de lo anterior, añadió, la aplicación supletoria de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, permitirá sancionar una serie de conductas consideradas ilícitas en esta materia.

Enseguida, expuso el Director Nacional del Servicio Civil y Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública (CADP).

Al comenzar su intervención, el personero afirmó que la incorporación de criterios de mérito e idoneidad en la selección de los ocupantes de algunos de los principales cargos directivos del Estado, favorece la confianza ciudadana en las personas llamadas al servicio público, la probidad, la transparencia, la eficiencia y la responsabilidad frente a la ciudadanía.

Luego, explicó que el proyecto de ley, en lo fundamental, incorpora la participación del Sistema de Alta Dirección Pública en la selección de cuatro –de siete- directores de la ENAP y moderniza su gobierno corporativo. De esta forma, entrega su dirección superior y administración a un Directorio de siete miembros: dos nombrados directamente por el Presidente de la República; cuatro designados también por el Primer Mandatario, pero sobre la base de ternas propuestas por el CADP, y un director laboral nombrado por el Jefe de Estado a propuesta de los trabajadores. Adicionalmente, se propone que el CADP plantee al Presidente de la República una terna de candidatos por cada cargo, las que deberán ser aprobadas por los cuatro quintos de sus miembros.

Según dijera, el SADP posee amplia experiencia en la selección de directivos, rol merced al cual ha contribuido a expandir el valor del mérito al resto del Estado. Así, luego de comenzar con 53 servicios y 417 cargos en 2004, este sistema se ha extendido a 124 servicios y 1.211 cargos en 2016, dentro de los cuales 121 corresponden a cargos de primer nivel y 1.090 de segundo. Además, participa en la selección de directivos para ocupar 355 cargos en 232 instituciones que no forman parte del sistema, tales como directivos del Consejo para la Transparencia; jueces tributarios, aduaneros y ambientales; directores de CODELCO (desde 2009 se han efectuado cuatro concursos con este objeto); directivos del Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH); miembros del Panel Técnico de Concesiones de Obras Públicas y del Comité de Auditoría Parlamentaria del Congreso Nacional; integrantes del Consejo Nacional de Educación, y consejeros de la Agencia de Calidad de la Educación y de la CORFO. La suma de los cargos del SADP y de los que se seleccionan de conformidad con sus procedimientos asciende a 1.604.

Con todo, precisó, el procedimiento propuesto en esta iniciativa legal es idéntico al definido para la selección de los directores de CODELCO. Así, el Presidente de la República deberá nombrar a los directores propuestos por el CADP por pares, sin que los candidatos puedan ser incluidos en más de una terna, pudiendo rechazar por una vez cada terna. Éstas deberán ser presentadas por el Consejo al Presidente de la República al menos sesenta días antes de expirar el nombramiento del respectivo director.

El CADP establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos. Al efecto, está facultado para incluir la participación de una empresa de reconocido prestigio nacional o internacional en selección de directivos, que deberá proponerle una nómina de candidatos. En el caso de CODELCO, dijo, el procedimiento especial de búsqueda y selección de directores es el siguiente:

a) Se determina el perfil de selección en base a entrevistas realizadas por el CADP a los Ministros de Hacienda y Minería, a directores, ex directores, Presidente Ejecutivo y ex ejecutivos de CODELCO. Tratándose de la ENAP corresponderá entrevistar a los Ministros de Minería y de Hacienda, así como a los actuales o antiguos directores de la empresa.

b) Definición de la empresa especializada en selección de personal, mediante un acuerdo del CADP. Por mandato legal se debe tratar de empresas con reconocido prestigio en materia de selección de directivos.

c) Publicación de un anuncio informativo de que se lleva a cabo un proceso de búsqueda de directores y ejecución de servicios de la empresa especializada y presentación de candidatos.

d) Entrevistas del CADP a candidatos preseleccionados y determinación de ternas para ser remitidas al Presidente de la República. No es posible incluir un candidato en más de una terna (que debe aprobarse por los 4/5 del Consejo).

A continuación, el personero comentó que la experiencia adquirida por el SADP en el proceso de selección de directores de CODELCO, análogo al propuesto para ENAP, se manifiesta en los siguientes puntos:

1. El perfil de selección es clave, por lo que el CADP lo define tras entrevistarse con ministros, directores, ex directores, Presidente Ejecutivo y ejecutivos de la Empresa. 

2. El perfil considera el contexto institucional, los principales desafíos de la organización y del cargo y da cuenta de los requisitos legales, inhabilidades e incompatibilidades. Además, considera el rol de cada director y su aporte al Directorio.

3. Se elige a una empresa de prestigio y de confianza del CADP para que evalúe a los candidatos que se presentaron a la convocatoria, aunque la empresa puede también contactar a quienes considere idóneos según el perfil establecido.

Consultado por el Honorable Senador señor Prokurica sobre la compatibilidad de los emolumentos que perciben los directores por el ejercicio de esta función con otros a que pudieran tener derecho en razón de otras labores, el Director Nacional del Servicio Civil aclaró que el monto que se percibe como director es el único que se puede recibir por esta específica función. En todo caso, agregó, si bien el Presidente Ejecutivo de CODELCO debe tener dedicación exclusiva, los directores no se encuentran sujetos a esta regla. Sin embargo, los directores de CODELCO elegidos por el SADP que integran además el Comité de Auditoría de la empresa, reciben un ingreso adicional por este título.

Al respecto, reiteró que el SADP posee una amplia experiencia en la materia que es el resultado de trece años seleccionando personas para algunos de los principales cargos directivos de nuestro país. La calidad de sus procesos ha sido validada por más de 366.000 postulaciones. Asimismo, mientras la confianza del legislador en el SADP se manifiesta en que continúa ampliando su ámbito de aplicación, la de la autoridad se demuestra en el hecho de que el 80% de los postulantes nombrados figuraban en el primer o segundo lugar en la nómina.

El Honorable Senador señor Guillier consideró oportuno establecer con toda precisión en la ley las causales de inhabilidad que afectarán a las personas que pretendan integrar un directorio.

El Honorable Senador señor Prokurica, luego de valorar los beneficios del SADP y el avance que ha significado en materia de selección personal para cargos públicos, previno el riesgo de que tratándose de cargos de directores se incurra en preferencias de carácter político.

Enseguida, manifestó su inquietud por el costo de los procesos de selección y el seguimiento del SAPD al desempeño o resultado de la correspondiente designación. En este sentido, consultó si al momento de seleccionar a un postulante se estudian tanto sus antecedentes técnicos como los personales.

El Honorable Senador señor García-Huidobro consideró fundamental que los directores tengan una remuneración acorde al cargo, con el objeto de incentivar a las personas más calificadas para postular.

Con todo, hizo presente la brevedad del período de cuatro años de duración en el cargo de los directores de ENAP que propone el proyecto de ley, en relación con la necesidad de que los directores tengan una visión de largo plazo acerca de las metas institucionales. En este mismo sentido, estimó más adecuado que el período de ejercicio de los directores sea más largo que el del Gobierno que lo designa.


El Director Nacional del Servicio Civil explicó que las inhabilidades se configuran en relación con eventuales conflictos de interés. Así, por ejemplo, hay conflicto de interés para integrar el Directorio de CODELCO tratándose de directores de otras empresas mineras, o de proveedores o bancos que tengan alguna operación comercial con la corporación. En el proyecto de ley, añadió, se establece inhabilidad para parlamentarios o quienes formen parte de la dirección de un partido político y se aplica supletoriamente la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, con lo cual se hacen extensivas una serie de causales de inhabilidad establecidas en este cuerpo legal.

En cuanto al costo del proceso, señaló que en el caso particular de CODELCO existe un acuerdo con la empresa que hace el trabajo, distinto al convenio marco normal. En este último, existe una fórmula para calcular el pago de cada empresa que participa en el proceso de evaluación de candidatos. Así, se llega a un valor único por proceso, donde el último de éstos alcanzó los $25.000.000. En un proceso normal se cancela una cantidad en unidades de fomento para análisis curricular y psicológico. Los costos directos de un proceso son los de consultoría, publicación en el diario y prestación de servicios de profesionales expertos para procesos de segundo nivel. A su turno, los procesos de primer nivel jerárquico son realizados directamente por el CADP.

Los costos directos, adujo, varían de acuerdo al nivel jerárquico. En un primer nivel fluctúan entre $15.000.000 a $20.000.000; en un segundo nivel de $8.000.000 a $12.000.000. Sin embargo, la variación fundamental se produce cuando se debe realizar un servicio de búsqueda. Estos costos del SADP son inferiores a aquellos relativos a cargos de similar envergadura en el sector privado, esto es, alcanzan cerca del 60% o 70% de dichos costos. 


Posteriormente, recordó que el proyecto de ley que dio origen al SADP estableció originalmente los conceptos de reclutamiento y selección, quedando el seguimiento, acompañamiento o formación como un asunto de competencia del Servicio Civil. Más tarde, el CADP asumió responsabilidad completa sobre el sistema, lo que implicó sumar el acompañamiento desde la inducción de la nueva persona al sistema y su desempeño en el cargo, hasta la complementación mediante capacitación o formación en distintas áreas. Los convenios de desempeño, arguyó, cumplen un rol importante en el contexto del cargo, pues fija los desafíos y lineamientos que se deben satisfacer y contienen metas más exigentes para los ejecutivos. En tales términos, de cumplirse menos del 65% del convenio el ejecutivo pierde 7% de su remuneración, pero si logra entre 90% y 100% de dicho cumplimiento percibe la totalidad de ella.

Por otra parte, se ha trabajado un modelo de desarrollo para darle acompañamiento en forma permanente en áreas como manejo de relaciones laborales, comunicación y relación con el entorno y construcción de equipos, y se hizo una preparación especial en código de ética y en gestión y desarrollo de personas. 

En cuanto al chequeo de antecedentes, aclaró que anteriormente existía prohibición explícita de revisar aquellos que no fueran presentados en el proceso de postulación. En efecto, no se podía utilizar antecedentes de procesos anteriores, pues tenían el carácter de confidenciales. Actualmente, durante el proceso de postulación y selección se puede acceder a antecedentes penales, comerciales, éticos. No obstante, esta clase de datos sólo se pueden conocer por acuerdo del Consejo y respecto de las personas que conforman una nómina. Algunas veces se trata de antecedentes que inhabilitan legalmente a una persona para su postulación.

En lo tocante a la remuneración de los directores, subrayó que en el caso particular de CODELCO todos valoran el cargo de director en dicha empresa por lo que el monto de la retribución económica no es la consideración final ni única.

Por último, apuntó que los directores pueden llegar a durar ocho años en el ejercicio de su cargo, de producirse la reelección correspondiente, la cual sólo procede por una vez. Éste, señaló, es un período suficiente en el ejercicio del respectivo cargo. Por otra parte, cuando duran sólo cuatro años puede darse la posibilidad que un Presidente de la República deba renovar el conjunto del Directorio.

A continuación, hizo uso de la palabra el asesor legislativo del Ministerio de Energía, señor Felipe Venegas, quien aseveró que esta iniciativa legal moderniza la dirección de la ENAP y establece una remuneración para los directores similar a la dispuesta para CODELCO. Al efecto, resaltó que existe un Comité Asesor de Remuneraciones y que los directores no podrán recibir más de un ingreso por parte de la compañía.

Luego, expuso el Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Profesionales, Técnicos y Supervisores de ENAP (FESENAP).

El dirigente expresó que su federación viene trabajando desde el gobierno anterior en el proyecto de ley en estudio, habiendo entregado a la fecha tres documentos en los cuales ha planteado el valor de contar con dos directores elegidos por los trabajadores en el directorio de la ENAP. Luego, destacó el diálogo y la disposición de parte del actual Gobierno, para recoger las posturas de esta Federación.

Como aspectos planteados por la FESENAP e incorporados en el proyecto de ley, el personero destacó los deberes y responsabilidades e independencia de los directores (que dejan de ser representantes de organismos gremiales); la aplicación supletoria a los directores y al gerente general de la legislación sobre sociedades anónimas abiertas; la inclusión de requisitos para directores y su duración con reelección por una sola vez; la creación de un comité de directores encargado del control de gestión y auditoria y de planificación estratégica, y la obligación del directorio de dar cuenta a una junta de accionistas.

No obstante, añadió, quedaron excluidas propuestas como la de dos directores elegidos por los trabajadores y la de capitalización permanente de la compañía. Sobre este último punto, dijo que las necesidades de desarrollo e inversión de la ENAP hacen imprescindible una práctica sistemática de capitalización de una parte de sus utilidades (esto es, una política de dividendos).

Refiriéndose al director elegido por los trabajadores, indicó que se necesita un mecanismo de votación universal y democrático, fundado en el principio de “una persona un voto”. Empero, previno acerca de la incompatibilidad entre el cargo de dirigente sindical y de director de la empresa, dada la existencia de un conflicto de interés por duplicidad de roles.

La FESENAP, dijo, se allanaría a la existencia de un solo director que represente a los trabajadores, siempre que la organización que preside tenga una opción real de competir en igualdad de condiciones: por el contrario, adujo, con el actual sistema de votación proporcional la federación con mayor cantidad de asociados será la que invariablemente posicionará al director en la compañía.

La Honorable Senadora señora Allende sostuvo que la incompatibilidad entre el cargo de director y el de dirigente sindical sólo debiera producirse al momento de discutirse beneficios que otorgue la empresa a sus trabajadores. No siendo éste el caso, agregó, no habría motivo o causa que justificara una incompatibilidad tan extensiva.

El Honorable Senador señor Bianchi acotó que en la medida que el voto sea proporcional el sector de profesionales se sentirá excluido, lo que explica que se planteen dos representantes de los trabajadores. La idea es propender a una votación más democrática que no excluya a ningún sector.

El Honorable Senador señor García-Huidobro consultó al personero de la FESENAP su parecer acerca de la posibilidad de que una persona que no sea trabajador de la ENAP los represente en el directorio.


El Presidente de la organización sindical precisó que, si bien se trata de que el director que represente a los trabajadores se inhabilite cuando el Directorio trate temas laborales que les incumben, en último término lo que se busca es que si el elegido es el presidente de un sindicato lo razonable sería que una vez nombrado director renuncie a su puesto gremial, de modo de que no se vea en la necesidad de inhabilitarse en situaciones como la descrita anteriormente.

En otro orden de ideas, sostuvo que mientras su federación cuenta con alrededor de 600 miembros, la FENATRAPECH se encuentra integrada por cerca de 2.300.

En lo que concierne a la posibilidad que el representante de los trabajadores en el Directorio no sea un trabajador de la empresa, señaló que aun cuando es una posibilidad admisible la prioridad es que sea un asalariado de ella.

Con motivo de su exposición, el Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos del Petróleo y Afines de Chile (FENATRAPECH), luego de recordar que esta organización gremial es el principal ente sindical de la ENAP y la continuadora de la Unión de Obreros Petrolíferos y Anexos, fundada en 1947, y del Comando Unido de Trabajadores del Petróleo, creado en 1961, informó que hoy agrupa a 2.455 profesionales, técnicos calificados y administrativos de la empresa y sus filiales, que equivalen al 74,8% del total de sus trabajadores y al 81,2% de los sindicalizados. Además, representa a los trabajadores de la ENAP en su Directorio mediante un cupo de la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO).

Ante una consulta del Honorable Senador señor Prokurica relativa a la forma en que se elige actualmente al representante de los trabajadores en el Directorio de ENAP, el Presidente de la FENATRAPECH sostuvo que el uso y costumbre en esta materia ha sido el de designar en tal carácter al Presidente de la Federación que él dirige.

Luego, comentó que en la actualidad la ENAP está produciendo 16.000 m3 de gas y recuperando 6 m3 de condensado. Así, aun cuando los precios internacionales del gas estén bajos, la cantidad de condensado que se recupera permite apalancar el negocio, toda vez que dicho producto irá a las refinerías nacionales produciendo ahorro energético con una menor contaminación en el proceso. Sobre este particular, recordó que diversos análisis estiman que existen reservas en la Región de Magallanes por alrededor de 10,5 trillones de pies3 de gas.

Consultado por el Honorable Senador señor Prokurica si tales guarismos permiten pensar que el gas existente será suficiente para abastecer todo el territorio nacional, el dirigente sindical aseveró que no sólo significa la posibilidad cierta de concurrir a dicho abastecimiento, sino que incluso sería dable exportar gas.

Enseguida, declaró que la FENATRAPECH comparte la necesidad de reformar el gobierno corporativo de la ENAP, a fin de suscitar mayores niveles de autonomía que entreguen estabilidad a la gestión institucional, en el marco de la coyuntura nacional y del término de los representantes de gremios privados, que suponen un importante potencial de conflictos de interés. Además, la iniciativa legal distingue y asegura financiamiento para el cumplimiento del rol social de la compañía, fortalece una sana vinculación con el Ejecutivo, a través de los ministerios de Energía y de Hacienda, y formaliza la representación de los trabajadores en el Directorio de la ENAP (hasta ahora de hecho). En este sentido, el proyecto recoge un fructífero proceso de diálogo entre el Gobierno y los trabajadores del petróleo.

Según el personero, su federación apoya el mecanismo de generación del director laboral aprobado en el primer trámite constitucional, que será electo por todos los trabajadores de la empresa y sus filiales, sindicalizados y no sindicalizados, en un proceso en el que las organizaciones sindicales votarán en proporción a sus asociados, conforme a sus estatutos. Así, dijo, se mantiene y formaliza una tradición de décadas de representación laboral en el Directorio, cumpliendo con las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) para las empresas públicas. Además, se reconoce la importancia y el rol de las organizaciones sindicales sin mencionar una federación en particular, sino haciéndose cargo de la dinámica realidad sindical y permitiendo la participación de trabajadores sindicalizados y no sindicalizados en el proceso.

Respecto de las normas sobre financiamiento de la ENAP, valoró el reconocimiento legislativo del rol social de la empresa, el cual debe ser financiado por el Estado y no asumido con costo a su balance estructural. Como sea, añadió, la capitalización de la compañía es necesaria y urgente, con el objeto de acceder a mejores fuentes de financiamiento para fortalecer sus programas de inversión y desarrollo.

Con el cambio de giro de la ENAP y su participación en la licitación pública de energía eléctrica, prosiguió, se logró como política de Estado romper la concentración económica en manos de un grupo en particular. Al momento de ingresar esta empresa pública en la competencia de generación eléctrica se produjo el fenómeno de disminución del precio de la energía desde US$120 el MW/h a US$80 el MW/h. En la licitación de este año la reducción en el costo de la energía llegó a US$40 MW/h. Lo anterior significa casi US$6.000 millones adicionales que el país deja de pagar en materia de electricidad, y constituye un aporte claro de la empresa en las políticas públicas.


Al retomar el uso de la palabra, el Presidente de la FESENAP precisó que se necesitan dos representantes de los trabajadores en el Directorio y no uno como establece el texto del proyecto de ley. Con la actual propuesta no se garantizaría la representación de las minorías como lo establece la OCDE. En todo caso, ante una duda surgida en el seno de la Comisión, aclaró que su Federación no está de acuerdo con la privatización de la ENAP, pero si con el cambio de su modelo de negocios, esto es, con la posibilidad de asociarse con terceros (lo cual, dijo, ocurre en la actualidad).

El Honorable Senador señor Bianchi, junto con destacar el importante rol de los trabajadores en la historia de la ENAP, sostuvo que a esta empresa se la perjudicó patrimonialmente para facilitar su privatización mediante la llegada de un poder comprador, y abogó por la posibilidad de que entregue gas al resto del país para abaratar su costo.

Por otra parte, consideró que para precaver problemas de interpretación debe distinguirse correctamente entre el subsidio por gas a Magallanes y el aporte por capitalización. En este orden, el señor Senador manifestó su preocupación por el valor al que la ENAP le vende gas a METHANEX. En su opinión, pude ocurrir que ese valor no sea el real, sino que se encuentre por debajo del que correspondería en el mercado internacional. De allí es que abogara por despejar toda duda en cuanto a que el aporte por capitalización termine subsidiando la negociación de la ENAP con METHANEX.

Por último, hizo hincapié en la necesidad de superar la discrepancia entre ambas federaciones en cuanto a la integración del representante de los trabajadores en el Directorio de la ENAP. En este sentido, opinó que el voto debe ser universal y democrático.

El Honorable Senador señor García-Huidobro, partidario de acercar posiciones entre las federaciones, en aras de un acuerdo satisfactorio para ambas, agradeció la información entregada respecto de las reservas de gas con que cuenta Magallanes, señalando que es una gran noticia para nuestro país.

En cuanto a la capitalización de ENAP, el Presidente de la FESENAP, si bien manifestó su anuencia, planteó que debe ser permanente, a fin de permitirle a la empresa proyectarse en términos financieros claros y dejar a sus refinerías en un nivel mundialmente competitivo.

El Presidente de la FENATRAPECH coincidió con la opinión anterior, y recordó que con la venta de activos en Perú no se cumplió con la capitalización de US$300 millones anunciados y comprometidos. Una capitalización adecuada para la compañía, adujo, sería cercana a los US$800 millones.

Por su parte, el asesor legislativo del Ministerio de Energía, señor Felipe Venegas, aclaró que el artículo sexto transitorio de la iniciativa legal dispone que el período de tiempo por el cual se podrá capitalizar es de doce meses después de publicada la ley. La glosa presupuestaria relativa al subsidio del gas en Magallanes, va por cuerda separada.

En lo relativo al director laboral, subrayó que para esta materia se instaló una mesa de trabajo que, luego de reconocer la necesidad de que exista un director que represente a todos los trabajadores, propuso para su designación un procedimiento que consta de dos etapas: la primera, relativa a los candidatos a director; la segunda, referida a la elección propiamente tal del director según los estatutos de los sindicatos y federaciones y, supletoriamente, mediante una asamblea convocada al efecto.

Al hacer uso de la palabra, el señor Ministro de Energía señaló que los Contratos Especiales de Operación (CEOP) no modifican la misión y el mandato constitucional de la ENAP, ni la propiedad de los hidrocarburos. Esta clase de convenios responden al estándar, la práctica y los modelos de los contratos de suministro de servicios cuando se entregan a empresas privadas. En Chile el sistema de los contratos petroleros ha seguido la idea internacional de los contratos de servicio: la propiedad del recurso hidrocarburífero corresponde al Estado, pero éste encarga o contrata con un particular la exploración, explotación o el beneficio de esas sustancias, quien asume el riesgo inherente a la operación de los yacimientos.

Al respecto, agregó, debe recordarse que, en circunstancias que de conformidad con la Constitución Política de la República el Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de los depósitos de hidrocarburos, los mecanismos para explorar y explotar estos depósitos son los siguientes:
- Directamente por el Estado o por sus empresas. Esta fórmula corresponde a las áreas propias donde la ENAP explora y explota hidrocarburos.

- Por medio de concesiones administrativas. Esta figura se utiliza excepcionalmente en el caso de Isla Mocha para generar energía eléctrica en favor de la comunidad.

- A través de los CEOP, con los requisitos o condiciones que el Presidente de la República fije para cada caso, mediante decreto supremo. Esta es una figura jurídica que permite involucrar al sector privado en el negocio. Se trata de un instrumento legal que permite al Estado explotar los recursos hidrocarburíferos indirectamente, esto es, por intermedio de un tercero que puede ser una empresa nacional o extranjera. En este caso, las empresas suscriben un CEOP, por medio de un contrato con el Estado, el cual puede ser el resultado de una negociación directa entre ambas partes o merced a una licitación nacional o internacional. Conceptualmente un CEOP le permite a una empresa realizar actividades de exploración en conjunto con la ENAP o a su solo riesgo. Las operaciones petroleras de cada CEOP las ejecuta el operador del bloque, que debe ser parte del contratista.

En el evento de que las actividades de exploración resulten exitosas y se pase a una etapa de explotación, el CEOP faculta al contratista a recibir una retribución por la producción obtenida, la cual corresponde a un porcentaje de la misma. Esta retribución que el Estado entera al contratista consiste en un pago en especie, en un porcentaje de los hidrocarburos que éste extraiga con ocasión de las operaciones petroleras en el área del contrato. Paralelamente, le corresponde al Estado una regalía, que también es un porcentaje específico sobre el volumen o valor de la producción a pagar al Fisco.

El Secretario de Estado comentó que entre las principales características de los CEOP, destacan el plazo y vigencia del contrato, los compromisos mínimos asociados a cada uno de los períodos de exploración, el plazo y tamaño de las áreas a devolver y la forma de calcular la retribución del contratista.

En términos generales, un CEOP distingue entre una fase de exploración y una de explotación. En la mayoría de los casos la primera fase dura siete años y contempla tres períodos, uno de tres años y otros dos de dos años. Para cada período se establecen compromisos mínimos en términos de trabajos a realizar, que típicamente corresponden a adquisición, procesamiento e interpretación de sísmica y perforación de pozos exploratorios, vinculados en ocasiones a montos de inversión mínimos. Estas actividades son respaldadas antes del comienzo de cada período mediante una caución o boleta de garantía. Al término de cada uno de ellos, siempre que se haya cumplido con los compromisos mínimos, el contratista podrá decidir pasar al siguiente período.

La fase de explotación comienza una vez que el contratista declara un yacimiento como comercialmente explotable, y tiene una duración máxima de veinticinco años. Previamente, el contratista debe declarar un descubrimiento de hidrocarburo, para lo cual tiene un plazo máximo y, luego, otro plazo para ponerlo en producción. Estos plazos varían dependiendo si se trata de un yacimiento de gas o de petróleo, y si es el primer yacimiento o uno posterior.

Desde la fecha de creación de la ENAP, dijo el Ministro, se han perforado más de 3.000 pozos y se han descubierto alrededor de una centena de yacimientos de petróleo y gas. Las principales áreas de interés han sido el extremo sur, la precordillera, la cuenca de Magallanes, y las regiones de Antofagasta y Atacama. Dado que la única cuenca con alta producción de hidrocarburos líquidos y gaseosos fue la de Magallanes, y que con el tiempo entró a una etapa madura de exploración con yacimientos tradicionales descubiertos y en declinación, se generó una importante baja en la actividad petrolera del país. Para revertir esta situación se incentivó la suscripción de los CEOP. Es así como los primeros contratos se celebraron a fines de los años setenta, y se continuó con otros hacia fines de las décadas siguientes. No obstante, lo que le dio un nuevo impulso a la actividad petrolera en Chile fueron las rondas de licitación del año 2007 por nueve bloques, de los años 2011 y 2012 por cinco bloques en Tierra del Fuego y la suscripción directa de tres contratos. Las áreas no sujetas a un CEOP están disponibles para la celebración de nuevos contratos, a excepción de los bloques operados directamente por la ENAP en virtud de su ley orgánica.

Entre los años 2007 y 2015 se han invertido en el país más de US$1.720 millones en CEOP, en tanto que sus niveles de producción han superado en ocasiones los de la propia ENAP en el caso del petróleo, llegando a representar un tercio de ella tratándose del gas. En términos acumulados, desde el año 2007 y hasta el 2015 la producción de petróleo de la ENAP alcanzó a 1,3 millones de m3, en tanto que la de los CEOP a 1,2 millones de m3. Así, mientras en gas la petrolera estatal produjo en dicho período 10.841,2 millones m3, los CEOP generaron 2.840,1 millones m3.

En lo que concierne a los aportes al Estado, a partir de 2007 los CEOP han entregado a las arcas fiscales más de US$36 millones. En la actualidad existen doce CEOP vigentes con operaciones de exploración o explotación en Chile (Fell, Otway, Tranquilo, Flamenco, Campanario, Isla Norte, Dorado Riquelme, Coirón, San Sebastián, Caupolicán, Brótula y Porvenir), más dos que están en etapa de abandono o cierre de faenas (Lenga y Marazzi-Lago Mercedes). A modo de referencia, el CEOP más antiguo (FelI) fue convenido hace casi veinte años, y los más recientes hace cuatro años (con motivo de la licitación de 2012).

Hoy la ENAP opera tres CEOP (Dorado-Riquelme, Coirón y Lenga). Por su parte, hay tres empresas petroleras privadas que operan CEOP, a saber, GEOPARK (bloques Fell, Otway, Tranquilo, Flamenco, Campanario e Isla Norte); PETROMAGALLANES (bloques Caupolicán, Porvenir y Brótula); YPF (bloques San Sebastián y Marazzi-Lago Mercedes). A la fecha todos los CEOP en Magallanes han cumplido con los compromisos establecidos o se encuentra vigente el plazo para cumplirlos.

La Honorable Senadora señora Allende manifestó su preocupación por la denuncia que se ha realizado en orden a que cuando la ENAP realiza una exploración no hay resultados positivos, pero cuando se firman los CEOP respecto del mismo bloque aquéllos se alcanzan. Esta situación, dijo, amerita una aclaración, sin perjuicio que implica una merma para los índices de producción de la estatal.


El Honorable Senador señor Bianchi advirtió que si bien se desconocen los pormenores acerca de la historia financiera reciente de la ENAP, en sus inicios esta compañía buscaba petróleo y no gas. Cuando se encontraba gas se dejaba en el mismo lugar o, incluso, se quemaba. La información geológica de la que se fue disponiendo permitió elaborar un mapa de la región con los lugares donde se hallaron depósitos gasíferos. El problema surgió, añadió, cuando ejecutivos de la estatal se pasaron al sector privado y utilizaron su previo conocimiento geológico para prospecciones particulares.

Luego, expresó dudas respecto de la asociación de la ENAP con METHANEX Chile. La cuestión se suscita, adujo, cuando la primera incumple con la segunda la cantidad de gas a entregar, escenario ante el cual METHANEX Chile no ejerce acción alguna. Cabe preguntarse, agregó, si METHANEX es compensada con el precio a que se le vende el gas. Con todo, correspondería establecer el verdadero valor de los CEOP que celebró la ENAP con METHANEX Chile.

El Honorable Senador señor Prokurica subrayó la necesidad de tratar los temas referidos a la ENAP en forma orgánica: este proyecto de ley es una oportunidad para analizar otros asuntos relacionados a la empresa. En este sentido, abogó por la necesidad de aclarar la razón que justifica establecer un nuevo gobierno corporativo para la empresa y los inconvenientes que origina la actual regulación.

Enseguida, destacó que la ENAP tiene un monopolio que le permite fijar el valor de los combustibles. Pero, arguyó, esta compañía al pertenecer al Estado debe asumir compromisos con el país, lo cual significa que no puede limitarse a objetivos financieros. Por ejemplo, debería ser una meta empresarial contribuir a solucionar el déficit energético nacional y defender a los consumidores, actuando con transparencia y responsabilidad. El problema nace con la crisis del gas de 2008: se pretendió asegurar el abastecimiento del combustible para el país, pero no se adoptó ninguna medida tendiente a resguardar a la compañía de las fluctuaciones del mercado.

El señor Ministro de Energía recordó que la idea de los CEOP aparece en un momento y en un contexto distinto relativo al sector energético. Hoy la compañía está haciendo un trabajo intenso en materia de exploración, lo que permite tener certeza acerca del suministro y la producción, lo cual no ocurría al momento de la celebración de los CEOP. Lo importantes es que en la actualidad se negocia de forma diferente.

En ese marco, coincidió en que se requiere una mirada sobre el rol estratégico de la empresa en el sector energético del país. Sin embargo, dijo, ello debe adecuarse a compromisos internacionales adquiridos en la OECD sobre las empresas públicas y sus gobiernos corporativos (por ejemplo, independizar el directorio de los procesos y ciclos políticos, posibilidad de tener planificación estratégica a mediano y largo plazo con instrumentos establecidos por ley, precisar funciones e incompatibilidades de los directores, incorporar formalmente a un representante de los trabajadores en el directorio). Además, urge también capitalizar a la compañía.

La Honorable Senadora señora Allende señaló que para tener claridad respecto de la necesidad y legitimidad de este nuevo gobierno corporativo es preciso conocer la historia de la ENAP y el rol que le cabe en el área de la energía, con el objeto de no repetir errores.

A continuación, hizo uso de la palabra el Gerente General de la ENAP, quien, en primer término, asumió la responsabilidad de la compañía en la deficiente información institucional que se ha entregado hasta la fecha.

En lo tocante a la actividad de refinería, aclaró que este mercado es muy competitivo. En él no existe impedimento legal para que otras empresas exploten este rubro. Y desde el punto de vista de la libertad de importación de crudo o productos refinados tampoco existe prohibición alguna, al igual que en lo que atañe a la construcción de terminales para recepción de combustibles y oleoductos. Respecto del diésel ENAP tiene una participación de 50% del mercado. 

Si bien nuestra Carta Fundamental, dijo, establece que el propietario de los hidrocarburos es el Estado (que los explota a través de la ENAP), existe la posibilidad excepcional de contratar CEOP. Solo el 2% del crudo que se refina es producido en Magallanes, por lo tanto no tiene ningún efecto final sobre los precios que se cobran (que se determinan en función del mercado internacional). Con todo, la figura en que el Estado tiene su propia empresa pública para explotar hidrocarburos es frecuente a nivel mundial.

El Honorable Senador señor Bianchi preguntó la razón por la cual, existiendo libertad en materia de comercialización, la ENAP no compite en la distribución de combustible en el territorio nacional. Si lo hiciera, adujo, habría un mejor precio final al consumidor. Enseguida, manifestó su inquietud por la ineficiente distribución en las zonas central y sur del país del gas que se compra en el extranjero.

El Honorable Senador señor García-Huidobro, sostuvo que si las diferencias de precio de los combustibles en las distintas regiones responde a economías de escala, debiera haber una mayor preocupación respecto de aquellos sectores aislados donde es más difícil distribuir el combustible. Esto podría mejorar la capacidad de desarrollo de estas áreas apartadas.

Luego de acotar que la importación de diésel destinado a suplir la crisis del gas argentino implicó para la empresa una pérdida de US$1.000 millones, el Gerente General de la ENAP precisó que el plan estratégico de la compañía procura cumplir el rol que le toca de apoyar los desafíos energéticos nacionales, según la definición que se contiene en la correspondiente política pública. Ejemplos de lo anterior son una infraestructura de logística que permite la seguridad del abastecimiento; el proyecto en geotermia Cerro Pabellón en la comuna de Ollagüe; el proyecto de parque eólico en Magallanes; el mejoramiento de la calidad de los combustibles, y la competencia en licitaciones de energía eléctrica. En Magallanes, añadió, la labor de la compañía es directamente estratégica y de rol público, con una finalidad central: asegurar el suministro de gas en la región.

Sobre el precio de la gasolina en la Región Metropolitana, el personero dijo que es un guarismo que depende de la ENAP sólo en parte, esto es, en un 45%. En el precio que fija la compañía existe una fórmula visada por la Fiscalía Nacional Económica, mediante la cual se calcula cuánto cuesta importar 1m3 de gasolina desde el Golfo de México, comprándolo a la escala que lo hace económicamente eficiente, más los costos de transporte y, una vez traído a Chile, el precio de logística, todo ello multiplicado por el tipo de cambio. Del precio final un 30% a 40% corresponde a impuesto específico, 10% a Impuesto al Valor Agregado (IVA) y a un margen de entre 7% a 10% que cobran las empresas distribuidoras. Además, como al precio que se paga por petróleo se agregan los márgenes de refinación (lo que cobra la refinería por convertir ese petróleo en diésel o gasolina), no hay una relación directa entre el precio del petróleo crudo y el de la gasolina. Por último, prosiguió, el precio interno es sometido al Mecanismo de Estabilización de Precios de los Combustibles (MEPCO). En todo caso, arguyó, en circunstancia que los precios internos actuales son más bajos que los que había antes de la caída del precio internacional del petróleo, la política de venta de la ENAP es de paridad y está supervisada por la Fiscalía Nacional Económica. Y después de la crisis del gas de 2008 se aplicó en la empresa una política de cobertura de precios que ha significado que con caídas de precios similares no se incurre en las pérdidas que se generaron como resultado de aquélla.

Consultado por la Honorable Senadora señora Allende acerca del sentido de contar con 100% de cobertura de precios, y por el Honorable Senador señor Bianchi sobre el valor en boca de pozo del combustible, el Gerente General de la ENAP explicó que al comprar crudo transcurre un lapso desde que el producto llega a Chile, se refina y se coloca en el mercado. El precio de venta es el que alcanza en ese momento el costo de importación. De manera que cualquier compra de petróleo que se hace en la actualidad es con contrato de cobertura, merced al cual el mercado protege de eventuales fluctuaciones.

Enseguida, comentó que cuando, por la realidad financiera de la época de la crisis del gas, hubo una reducción de la inversión de la empresa, el foco se puso en asegurar el suministro de gas en Magallanes. En ese momento diversas empresas privadas tenían también compromisos de suministro a METHANEX Chile, pero se vieron imposibilitadas de cumplirlos. Así, cuando la actividad de la ENAP disminuyó, profesionales y técnicos que trabajaban en ella buscaron oportunidades laborales en otras compañías que operaban mediante los CEOP.

La ENAP tenía compromisos de suministro para METHANEX Chile, pero la caída en la producción de gas y las restricciones a las exportaciones desde Argentina implicaron dificultades para contar con el gas suficiente. Además, existían contratos con otras empresas que aseguraban un cierto nivel de suministro a precios de la época, que eran bajísimos. Como lo que buscaba METHANEX Chile era asegurar la producción, le interesaba que se hicieran inversiones. En esta materia los precios se encuentran resguardados por cláusulas de confidencialidad en los contratos. El actual precio de venta de los excedentes a METHANEX Chile permite cubrir los costos variables y es significativamente mayor al de los contratos originales y al que pagan las familias de Magallanes.

En cuanto al valor en boca de pozo de la compañía, aseguró que el cálculo lo hace el Ministerio de Energía en conjunto con la Comisión Nacional de Energía (CNE) y el Ministerio de Hacienda. Este cálculo se computa el subsidio para pagar la diferencia entre el precio que paga GASCO Magallanes y el costo.

En lo que concierne al presente proyecto de ley, el personero destacó que la idea es modernizar el gobierno corporativo de la compañía para adecuarlo a los estándares de calidad internacional. Al efecto, se atiende a criterios de la OECD, tales como el de una junta de accionistas, la incorporación de nuevos instrumentos de planificación corporativa, una nueva conformación del directorio con responsabilidad de directores, un reconocimiento al rol de apoyo a políticas públicas y la capitalización de la empresa. Para asegurar los objetivos de la política energética la Junta de Accionistas validará los planes de negocios con un horizonte de cuatro años (aprobación de planes y revisión de cada una de las inversiones).

Por otra parte, indicó, se pretende profesionalizar el Directorio exigiendo experiencia e idoneidad de sus miembros, y su evaluación conforme al SADP. Además, se suprimen de este órgano los funcionarios de gobierno y de asociaciones gremiales. Estos últimos están expuestos a conflictos de interés (por ejemplo, el representante de la SOFOFA, que tiene entre sus filas a clientes y competidores de la ENAP).

En cuanto a la capitalización de la ENAP, destacó que alcanza a los US$400 millones, y es el fruto de un trabajo conjunto entre los ministerios de Energía y de Hacienda y la Dirección de Presupuestos. Para determinar el monto de la capitalización se revisaron procedimientos similares efectuados respecto de otras empresas públicas y se dialogó con los trabajadores de la ENAP. Los recursos para financiar esta capitalización proceden de activos financieros de la compañía, específicamente de activos disponibles en el Tesoro Público que se programaron como traspasos para el año 2017, por lo tanto no son retiros de bonos soberanos.

En otro orden de ideas, el personero explicó que al modernizar el gobierno corporativo de la ENAP se pretende entregarle autonomía operativa a la empresa y a sus entes directivos para la gestión cotidiana. Para ello el Directorio ejercerá sus funciones bajo un estándar de independencia con facultades de administración y de fiscalización radicadas en la Junta de Accionistas. Hay un plan de desarrollo y de negocios a implementarse quinquenalmente. Por otra parte, la ENAP quedará sujeta a las normas de la ley N° 18.046, así como a la fiscalización de la SVS, y sometida a las facultades fiscalizadoras de la Contraloría General de la República y de la Cámara de Diputados, en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales.


La ENAP, dijo, cumple un rol estratégico en el abastecimiento de combustibles en Chile con una participación cercana al 60% en el mercado de productos refinados. El proyecto busca fortalecer a la ENAP para cumplir su rol estratégico y transformarla en una empresa pública modelo en seguridad, eficiencia y relacionamiento con las comunidades, que incremente de forma sustentable el mercado energético nacional y contribuya a robustecer el negocio de hidrocarburos y fomentar el desarrollo del mercado eléctrico.


En lo relativo a exploración y producción, se persigue viabilizar la operación en Magallanes y desarrollar el potencial no convencional, para lo cual es necesario continuar explotando el gas para garantizar el suministro regional, explorar y explotar más agresivamente el petróleo y optimizar dicha explotación. Además, se focalizará y mantendrá el negocio internacional en activos estratégicos, lo que supone invertir para reponer reservas y pesquisar nuevas oportunidades que apalanquen las ventajas comparativas de la ENAP.


En materia de refinación y comercialización, se modernizarán las instalaciones de las refinerías Aconcagua y Biobío, para producir mayor cantidad de productos de valor superior. Así, se aspira a aumentar la producción de gasolina en 31%, a fin de mantener el suministro total de la demanda; incrementar la producción de diésel en 33%; reducir la producción de fuel oil en 72%, y ampliar la capacidad de almacenamiento de crudo en Biobío en 25%. Los proyectos para mejoras productivas son el Programa Preventivo Multianual; el Desafaltado de Pitch en ERBB; nueva isomerización en ERBB; mejora isomerización en Era y asesoría KBC para análisis de toda la metalurgia en refinerías. Asimismo, se encuentran los proyectos para mejoras ambientales, como la construcción del estanque de aguas ácidas, el desarrollo de ingeniería básica en nuevas plantas recuperadoras de azufre y wet gas scrubber en etapa de EPC en ERBB y en ingeniería básica.


En lo que respecta a gas y energía, se impulsará el gas natural para uso residencial, industrial y eléctrico. En este sentido, es necesario aumentar la oferta de gas natural y colaborar a la sustentabilidad ambiental de Chile, e impulsar la ampliación de la capacidad de regasificación del terminal de GNL Quintero. Además, se fomentará el desarrollo de proyectos de generación eléctrica y apoyarán el desarrollo del mercado eléctrico y el abastecimiento de energías más limpias, contribuyendo a la consolidación de la geotermia.


Sobre el fortalecimiento financiero de la compañía, el personero señaló que el bono 2014 consistió en una emisión internacional por US$600 millones, con una tasa de colocación de 4,459% y una tasa cupón de 4,375% anual. El bono correspondiente al año 2016 se vincula con el refinanciamiento de pasivos mediante una operación de recompra y una nueva emisión. El nuevo bono fue por US$700 millones, transformándose en la mayor emisión realizada en la historia de la ENAP, con una tasa de colocación de 3,951% (la menor tasa lograda por la compañía para una emisión internacional en dólares), y una tasa cupón de 3,75% anual (la más baja lograda por la compañía y el tercer menor cupón de una empresa chilena en una emisión a diez años en dólares).


Entre los principales hitos de la empresa, destacó el proyecto gas no convencional en bloque arenal 2014–2016 (Magallanes), con 127 pozos perforados, 102 pozos fracturados, inversiones de US$601 millones, producción de dos millones de m3/d y reservas que aseguran suministro por los próximos veinte años (un estudio del Servicio Geológico de los Estados Unidos confirma en el área potencial no convencional). Además, enumeró los siguientes acuerdos: con CONOCO Phillips, en actividades de exploración y explotación con una inversión estimada entre los US$70 millones a US$100 millones por los próximos cuatro años; con METHANEX Chile, por el suministro de gas entre el 1° de agosto de 2016 y el 31 mayo de 2018; con YPF, para el desarrollo del proyecto incremental en área Magallanes (PIAM) con una aumento de capacidad de producción de 2,4 a 4,0 mmm3/d de gas y de 780 a 1.000 m3/d de petróleo y una inversión de US$360 millones; extensión de la concesión del yacimiento Pampa del Castillo-La Guitarra hasta 2026; con la Secretaría de Hidrocarburos de Ecuador, para la asignación del llamado Bloque 28 y la extensión y renegociación de tarifas en PBH y MDC, y con Egipto para la construcción de un oleoducto de 84 kilómetros con capacidad de transporte de 30 mil barriles diarios.


El personero hizo hincapié en la aprobación de la ley que amplió el giro de la compañía, que permitió la asociación con MITSUI para el desarrollo de las centrales Nueva Era y Luz Minera y la participación en la licitación eléctrica de 2016 con tres ofertas: Nueva Era, Cogeneradora y Cerro Pabellón (primera planta geotérmica de Sudamérica); la construcción de la cogeneradora Aconcagua; la adquisición del 100% de PETROPOWER; el parque eólico en Magallanes; el aumento de la capacidad de regasificación del terminal de GNL Quintero, con una expansión de la capacidad de hasta 15 mmm3/día y open season exitoso para aumentar la capacidad a 20 mmm3/día, e incremento de la oferta de gas natural en la zona sur con la planta PSR Pemuco.


En materia de medio ambiente y comunidades, la central Nueva Era comprende la realización de cabildos ciudadanos y el relacionamiento con las comunidades con Casa Abierta, bomberos del mar y monitoreo ambiental de pescadores, escuela de surf popular en Concón, olimpiadas escolares, becas a estudiantes de Concón y Quintero y fondos concursables en las mismas comunas. Por otra parte, el Plan de Sustentabilidad y Medio Ambiente en Hualpén involucra a diez poblaciones de esta comuna y la votación de dos mil vecinos para el desarrollo de proyectos, avances en relocalización y el primer Centro de Formación Técnica de la Energía.


Ante una pregunta de la Honorable Senadora señora Allende acerca de la tasa de accidentabilidad de la ENAP, el Gerente General indicó que hoy está en 2,6% mientras en el año 2013 alcanzaba a cerca del 5%. Para incentivar buenas prácticas se instauró el día de la seguridad en la ENAP, se lanzó el Programa Estructural de Seguridad (PES) y se certificó a 4.780 trabajadores en el modelo SAFESTART.

En el ámbito de personas y organización, se incorporaron las encuestas sobre clima laboral  y riesgos psicosociales; se instalaron mesas de diálogo social; se celebró el acuerdo ENAP–OIT, y se creó la gerencia de relaciones laborales. Adicionalmente, se impartieron más de 292.300 horas de capacitación y la empresa obtuvo el premio a la mejor marca posicionada en el sector energía por segundo año consecutivo.


La nueva política de diversidad e inclusión se proyecta mediante la firma de acuerdos con la Fundación Descúbreme para la integración de personas con discapacidad cognitiva; la Fundación Puente para la integración de personas con discapacidad cognitiva, y el SERNAM para la certificación del sello IGUALA (igualdad de género y conciliación de vida laboral y familiar para las mujeres de la ENAP). Además, es la primera empresa de Chile que firma un acuerdo con la Oficina Nacional de Asuntos Religiosos para promover la tolerancia entre credos.


En ética y cumplimiento de estándares, resaltó la actualización del Código de Ética Corporativo, la certificación del modelo de prevención del delito (MDP) y la obtención del segundo lugar en transparencia corporativa y la firma de un acuerdo con CHILE TRANSPARENTE.


El Honorable Senador señor Prokurica, para ilustrarse adecuadamente en la materia, fue partidario de efectuar un análisis comparativo con la situación de las refinerías en otros países, y consultó por las razones que explican la deuda total de la ENAP y la existencia de vínculos o negocios con empresas privadas. Además, manifestó su preocupación por eventuales acuerdos que perjudiquen los intereses de los consumidores.


El Honorable Senador señor Pizarro consideró necesario contar con antecedentes sobre el costo de producir un barril de petróleo en Magallanes versus el costo de importarlo, en circunstancias que en esa región las operaciones de petróleo representan sólo el 2% del total.


La Honorable Senadora señora Allende, en relación con el anuncio de veinte años de aseguramiento del suministro de gas en Magallanes, consultó por la posibilidad de disminuir la subvención estatal en dicha proyección temporal.


El Gerente General de la ENAP comentó que la sofisticación y complejidad de sus refinerías se encuentra en un nivel superior dentro de Latinoamérica. Existen productos que sólo puede producir esta compañía, porque se somete a normas ambientales más estrictas en calidad de los combustibles. En función de los precios del petróleo, el ingreso principal de la ENAP se da por refinería, lo cual le da sustentabilidad a largo plazo.


Respecto de la deuda total de la compañía, aclaró que existe una razón histórica con inversiones de arrastre y resultados financieros negativos que aumentaron el endeudamiento. En ese marco, el proyecto de GNL Quintero, que costó cerca de US$1.100 millones y tiene un carácter estratégico, fue un negocio financieramente rentable para la ENAP.


En nuestro país existe una relevante importación de petróleo, 98% en total. De esa cantidad, el 95% proviene de Brasil y Ecuador, y el resto de Angola. Sólo 2% del crudo se produce en Chile. En Magallanes los pozos que generan recursos están operando, si bien se han debido cerrar algunos porque el precio internacional no alcanza a cubrir sus costos.


Por otra parte, dijo, la política comercial de la compañía se encuentra testeada por abogados especializados en libre competencia, quienes han concluido que existe un proceso competitivo, donde las empresas se comprometen a un porcentaje de producción. La que no cumple está expuesta a una penalidad.


En lo referido a la defensa de los intereses de los ciudadanos, indicó que esta iniciativa legal fortalece el Directorio para que exista una supervisión más cercana que evite escenarios perjudiciales para los consumidores. Se ha disminuido el monto de la deuda de la ENAP y se ha fortalecido su patrimonio, y se espera superar los US$1.000 millones al término del primer semestre del próximo año.


Por último, sostuvo que si bien existe un potencial relevante de gas en Magallanes, los costos tornan inviable la operación. En todo caso, se ha diseñado un plan para darle sustentabilidad a esta operación y ser capaces de bajar costos y encontrar mercados donde se pueda ingresar con gas competitivo. Agregó que la situación del gas en Argentina es muy deficitaria, pudiendo extenderse hasta los años 2025 o 2030 aproximadamente. Hasta esa fecha estará requiriendo gas sólo para su consumo.


La Honorable Senadora señora Allende previno que la Comisión recibió a la FENATRAPECH y a la FESENAP, las que manifestaron diferencias de criterio en el método de elección del representante de los trabajadores. Sobre el punto, la señora Senadora abogó por la necesidad de que la ENAP mantenga una relación cercana y fluida con sus organizaciones sindicales y sus trabajadores, a los que consideró un aporte para fortalecer a la compañía.

Al continuar la discusión en general de este proyecto de ley, expuso el Gerente de Refinación y Comercialización de la ENAP, quien sostuvo que la empresa compite en el contexto internacional de refinación mediante la operación de tres refinerías: Aconcagua, Hualpén y Magallanes, con un total de 225 mbpd de capacidad, lo cual representa 0,23% del total mundial de 100 mbpd en 756 refinerías. Las refinerías se abastecen en su 98% de crudo importado. El 2% restante proviene de la producción de Magallanes, donde el 50% es de ENAP y el porcentaje restante de terceros a través de CEOP. El mercado chileno, para efectos de combustibles terminados, en el que se producen y exportan combustibles en base a Tratados de Libre Comercio (TLC), tiene 0% de arancel. Pero en cuanto al suministro de materia prima, no ocurre lo mismo con ENAP Refinerías debido a que el crudo se encuentra en países sin mucho nivel de desarrollo, con los cuales Chile no tiene TLC. Como casi un 40% de la oferta mundial de crudo se vincula con este tipo de tratados, las alternativas para comprar la materia prima son restringidas.

Existe a nivel de productos, dijo, una intensa actividad de trading entre distintas regiones del mundo, con una alta oferta logística marítima, siendo EEUU desde el Golfo (USGC) el mercado más competitivo para Chile. Esta realidad competitiva, obliga a ENAP a vender en Chile a un precio máximo de paridad de importación desde USGC.

El Honorable Senador señor Prokurica consideró que si la ENAP cobra un valor mayor al contemplado en el mercado, las empresas importarán directamente el producto. Luego, interrogó acerca de si la Estatal tiene algún tipo de acuerdo con Petrobras, Copec o cualquier otra empresa distribuidora, para traspaso de diésel o bencina. 

El Honorable Senador señor Pizarro, en el entendido de que la ENAP no puede cobrar más que el precio de paridad importación del producto terminado, preguntó si la diferencia se produce en el volumen que se importa.

Al contestar las inquietudes, el Gerente de Refinación y Comercialización de la ENAP aclaró que hace cinco años ingresó a la estatal como Gerente de Ventas, para continuar reforzando la política comercial de 2009, la cual es no discriminatoria y de respeto a todas las reglas de la libre competencia. De esta forma, se otorga la oportunidad a todos los actores del mercado para competir en igualdad de condiciones, y éstos –en función de sus economías de escala- buscarán la forma de competir en el mercado. En la actualidad no existe ningún tipo de acuerdo con empresas distribuidoras. Al respecto, recordó que la política comercial de la ENAP fue investigada por la FNE desde 2010 hasta 2013, cerrándose la investigación y manteniéndose fija su política comercial de no discriminación.

La ENAP, precisó, vende sus productos a precio de paridad de importación, esto es, según lo que le costaría a un importador eficiente traerlo al país. La empresa realiza un negocio industrial de transformación de una materia prima, la cual debe importar y convertir en forma eficiente para competir con esas 756 refinerías existentes en el mercado mundial. Las ventajas están en la localización –la ENAP está donde se encuentra el mercado y cuenta con una logística para ello- y en que compra crudo más cerca que la alternativa del mercado nacional. En consecuencia, importar y convertir el producto de forma eficiente tiene por objeto obtener un margen similar, mayor o menor, al de las refinerías del Golfo. De no mediar la compañía estatal todo el producto debería llegar importado y terminado, el consumidor tendría el mismo precio y nuestro país perdería la oportunidad de que la ENAP agregue valor a esta cadena. De allí que su presencia como refinería otorgue la seguridad de que el precio a que arribe el producto al mercado nacional sea el mejor posible.

La ENAP abastece al 60% del mercado nacional, coloca su producción en Chile y no participa del mercado de distribución vía estaciones de servicio, aunque está presente en el mercado industrial. Existe una política comercial desde 2009 que respeta la libre competencia y no discrimina arbitrariamente entre clientes. En la actualidad existen tres grupos de clientes: los distribuidores mayoristas, los minoristas y el consumidor final. Además, la compañía cuenta con una logística terrestre para abastecer el mercado de la zona centro sur y austral, más una flota de cabotaje para proveer a las instalaciones de clientes de la zona norte.

Ante una consulta del Honorable Senador señor García-Huidobro referida a la participación de la ENAP en SONACOL, el personero indicó que la compañía participa en esta sociedad con el 10% de las acciones, correspondiéndole el resto a COPEC, ENEX, PETROBRAS Y ABASTIBLE. El mercado nacional de combustibles líquidos, agregó, es altamente concentrado: el 60% se encuentra en manos de un mayorista. La concentración ha aumentado en los últimos años tras la venta a ENEX de las operaciones de SHELL y TERPEL. Con todo, el consumo nacional del diésel es abastecido en el 45% por la ENAP y en cerca del 100% en gasolina.

Respecto de la logística de importación y distribución en Chile, aseveró que el almacenamiento no constituye una barrera de entrada para la amplia oferta internacional a los mayoristas. La ENAP ofrece capacidad de almacenamiento (Quintero, Maipú, San Fernando y Linares) para importadores o distribuidores. El crecimiento de otros distribuidores y las ventas directas de la compañía se han logrado merced al desarrollo de mesas de carga abiertas en forma no discriminatoria, en sintonía con la política comercial de la compañía.

El Honorable Senador señor Prokurica manifestó su inquietud tanto por el modo en que se fija el valor de los combustibles por la ENAP, en circunstancias que sólo abastece el 60% del mercado, cuanto por el hecho de que sea una empresa privada la que anuncie el precio que determina la estatal. Adicionalmente, requirió antecedentes sobre el porcentaje del mercado nacional que corresponde a PETROBRAS.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó por las acciones de la ENAP en materia de exportación de productos refinados.

El Honorable Senador señor García-Huidobro, luego de consultar por la forma en que ha aumentado la importación de crudo y el nivel actual de la capacidad de procesamiento de las refinerías de la ENAP, requirió información sobre la operación del diésel ciudad en el país.

El personero de la ENAP aclaró que el Mecanismo de Estabilización de Precios de los Combustibles (MEPCO) impide que exista una variación superior a $5,5 por semana en el valor de los combustibles. Además, dijo, se debe considerar la política de transparencia del mercado que tiene la compañía. 

Sobre la información de la variación de precios que entrega la consultora privada ECONSULT, precisó que si bien esta entidad calcula el precio de paridad en forma independiente, la ENAP también informa al mercado mediante la publicación en su página web del cálculo de precio de paridad de importación, que corresponde al valor fijado en los contratos con distribuidores mayoristas vigente para esa semana. Así, la manera en que los distribuidores mayoristas construyen el precio hasta el consumidor final vía las estaciones de servicio se encuentra absolutamente desregulada.
Por otra parte, prosiguió, la ENAP realiza exportaciones de productos refinados (principalmente excedentes), como el fuel o sus componentes y el gas licuado de petróleo, que no tienen un mercado significativo en Chile.
Enseguida, señaló que aun cuando a cada uno de los ocho clientes mayoristas de la ENAP se le cobra el mismo precio en cada punto de entrega, éstos pueden tener un precio distinto en función de los diferenciales logísticos en términos de la paridad de importación. En el caso de los minoristas, existen facilidades en las instalaciones de la ENAP para cargar y dedicarse al negocio de distribución de los combustibles. Estos proyectos de desarrollo de facilidades logísticas tienden a favorecer la competencia.

En la actualidad hay limitaciones para las refinerías en función de la calidad del combustible con un máximo de 15 ppm de azufre. Con la crisis del gas con Argentina se necesitó una gran cantidad de diésel para generación eléctrica, lo cual hizo crecer el mercado. En cuanto a la capacidad de procesamiento de las refinerías de la ENAP, acotó que se encuentra cercana al límite técnico: se podría refinar más en volumen pero saldrían productos fuera de especificación, lo cual es peor negocio que tener dicha capacidad en el nivel señalado. El plan estratégico en materia de refinería implica efectuar inversiones que permitan resolver los cuellos de botella, como contar con plantas de tratamiento de azufre. En Chile existe una sola calidad de diésel (esto es, el diésel ciudad), mientras que las gasolinas son prácticamente iguales (Santiago se somete a normas más exigentes). Por último, señaló que PETROBRAS tiene hoy cerca del 15% del mercado nacional.

En lo que concierne a la paridad de importación, explicó que se trata de una fórmula teórica que representa el costo de un importador eficiente comprando en un mercado profundo. Un importador eficiente compra con anticipación cargamentos en buques tamaño económico (50 mil m3). El mercado del USGC es profundo, con muchas transacciones diarias para cada producto (cuyos precios son recogidos y publicados por agencias como Platt’s y Argus). La ENAP utiliza marcadores de precio específicos para el diésel, gasolinas, kerosén, fuel oil y gas licuado. Además, calcula semanalmente sus precios a partir de los promedios de los precios diarios del mercado USGC de las dos semanas calendario precedentes. Los componentes del precio de paridad de la compañía son el precio FOB USGC para cada producto (G93, G97, DSL, KRS. etc), el flete, seguro y otros transporte (USGC a Quintero), logística de recepción y almacenamiento Quintero-Concón-RM y cobertura de riesgo de precio de producto y tipo de cambio.
En cuanto a la transparencia del mercado, se publica un informe semanal de precios en la web institucional que contiene el valor de venta a mayoristas con impuestos y la variación semanal de precios. Pero la paridad de importación en dólares varía con el Brent, principal indicador para el crudo en la región. Los precios de paridad se basan en marcadores en el USGC para cada combustible. Los componentes del precio de la gasolina y el diésel al consumidor, son los siguientes:

· PPI ENAP (US$/m3) x TCF ($/US$) = PRECIO ENAP ($/m3).

· + IVA (19% sobre PRECIO ENAP).
· + Parte Fija Impuesto Específico:
· 6,0 UTM/m3 gasolinas.

· 1,5 UTM/m3 diesel.

· + Parte Variable Impuesto Específico: Impuesto MEPCO (+)/Crédito MEPCO (-) (según el caso).

· = PRECIO ENAP con impuestos a Distribuidores Mayoristas.

Precio ENAP con impuestos + Margen distribuidor mayorista + Margen distribuidor minorista = Precio Estación de Servicio

La ENAP no fija el precio de los combustibles en el retail, sin embargo el valor de venta de la compañía a los distribuidores incide en el precio final en un 49% en las gasolinas y en un 63% en el diésel. Así, en la Región Metropolitana existe una dispersión de precios de más de 70 $/lt entre las distintas estaciones de servicio.

GRAN SANTIAGO


    G93 
Diesel         G93 
   Diesel 

Semana del 12 al 18 enero 2017
     S/lt
             $/lt 

% 
    %

Precio ENAP Planta Maipú, neto
     356 
   314
         49%
   63%

Impuesto específico

     247 
    57 
         34% 
   11%

Impuesto Valor Agregado (IVA)
      68
              60

9% 
   12%

ENAP con impuesto

     671
   431
          93%
    87% 

Margen bruto distribuidora *
      52 
    67 

7% 
    13% 

Precio Promedio estaciones servicio     723
             498 
         100%
    100%

* Margen promedio de las distribuidoras.
La fuente de la información proporcionada en la tabla anterior, es de la ENAP y el Sistema de Precios de Combustibles en Línea de la CNE, y considera 409 estaciones de servicios en el Gran Santiago (semana de vigencia de precios del 12 al 18 de enero de 2017).

En cuanto a la evolución del precio de la gasolina de 93 octanos en el retail, el profesional observó que el valor actual a consumidor final ha disminuido respecto del mismo periodo del año 2014. En Latinoamérica las diferencias de precios al consumidor entre países con economías abiertas como Chile, se explican principalmente por carga impositiva.

El Honorable Senador señor Prokurica señaló que el precio máximo del barril de petróleo fue de US$147 antes de 2014, luego su valor se redujo a US$39 y actualmente se encuentra en US$47. Sin embargo, en nuestro país no se ha visto reflejada una reducción del precio en los combustibles en la misma proporción. Al Estado le conviene que aumente el valor del combustible: si éste se incrementa recauda un monto mayor. Pero en su opinión el Estado debería recaudar un monto fijo por este impuesto y no uno superior derivado de la variación del precio de los combustibles.
Posteriormente, consultó en qué situación se encuentra la ENAP en materia de refinerías en el contexto internacional.

El Honorable Senador señor García-Huidobro fue partidario de que la ENAP mejore la información que entrega a los consumidores acerca de los precios de los combustibles. En este orden de ideas, propuso desglosar el precio para ilustrar adecuadamente la distorsión que produce la carga impositiva que los grava.
El Gerente de Refinación y Comercialización de la ENAP afirmó que la variación del valor internacional del barril de petróleo se reflejó en el precio de los combustibles en Chile. Mientras el precio de la gasolina de 93 en enero de 2014 fue de US$800 m3, en enero de 2016 disminuyó a US$400 m3. En ese momento, arguyó, el Brent estaba en 110 ó 108 y, posteriormente, se redujo a cerca de 60. Después se debe atender al tipo de cambio, que disminuye cuando los commodities como el cobre y el crudo de petróleo se encuentran altos. En ese momento en particular la moneda sufrió una variación de US$527 a US$707 (cercana al 40%). El resto del precio está constituido por el impuesto específico, que alcanza 6 UTM m3 y crece con la inflación. Además, cabe incluir el costo marginal de refinación. En ese entendido, el precio de la ENAP representa menos de la mitad del valor final que paga el consumidor, mientras que la otra mitad de dicho valor nunca disminuye, sino que, por el contrario, aumenta.

A su turno, el MEPCO aumenta o reduce el impuesto específico: al limitar el precio genera un menor aumento de la carga tributaria, y cuando disminuye lo estabiliza. En otras palabras, el mecanismo opera sin aplanar la carga tributaria total de los combustibles. En lo relativo a la información detallada del precio, destacó que se encuentra en la página web de la compañía expresada en dólares por m3.

Los últimos cuatro años han sido positivos para la ENAP en materia de refinerías, pero no se encuentran a la misma altura que las del Golfo de México, que tienen relevantes ventajas competitivas y mayor margen de utilidad.

El Honorable Senador señor Prokurica si bien fue partidario de la existencia de la ENAP, hizo hincapié en que debe tener un doble rol: ostenta un monopolio natural y otro constitucional en materia de exploración y explotación, pero a cambio de proteger al consumidor. Además, debe asumir mayor protagonismo en la resolución del problema energético del país con miras a la protección del consumidor final.

En sintonía con lo expresado, el Honorable Senador señor García-Huidobro subrayó que la ENAP cumple un rol estratégico evidente.
En otro orden de ideas, manifestó su extrañeza por la circunstancia de que mientras en Rancagua se observan los precios más altos de los combustibles, en las zonas rurales el valor disminuye significativamente.

El Honorable Senador señor Guillier requirió antecedentes acerca de las regiones que tienen los combustibles a menor precio y de los márgenes de utilidad promedios de la compañía. 

El personero de la ENAP aclaró que esta compañía no detenta un monopolio en refinería, pues no existe ninguna prohibición para instalarlas. Tampoco provee un servicio que se requiera para la distribución de combustible en Chile. El rol de la compañía en apertura de refinería y entrega de información de mercado al cliente genera un valor agregado para éste, por lo que el rol de la ENAP es ser competitivo y prestar servicios de primer nivel. Para ello debe asegurarse de que el precio que llega a los distribuidores sea el mejor valor a que podría optar quien quiera salir a importar en forma eficiente. De no existir la ENAP, arguyó, la logística de abastecimiento de combustibles quedaría en manos muy concentradas.


Hoy una región competitiva en precios es la Metropolitana, que contempla actores distintos a las compañías usuales. A su vez, después de la venta de TERPEL a ENEX, la comuna de Concón -que se caracterizaba por tener precios altos- pasó a distinguirse por la situación inversa.

Los márgenes de utilidad son difíciles de determinar debido a que depende de la venta promedio de las estaciones de servicio. Con todo, para fines del presente año pueden manifestarse las diferencias en la disminución del precio de los combustibles en Rancagua, al instalarse algún agente con una estación independiente.

El Honorable Senador señor Prokurica preguntó la razón por la cual no se compra petróleo a Venezuela, y solicitó una explicación de la deuda total de la ENAP y su horizonte de pago.

El Honorable Senador señor García-Huidobro abogó por la necesidad de especificar el destino que se le dará al aporte de capital que el proyecto de ley contempla (por ejemplo, si a mejorar la situación financiera de la empresa o a modernización de las refinerías).

El personero de la ENAP explicó que Venezuela cada vez tiene menos petróleo y la calidad del producto que exporta no es el más deseable para las refinerías de la compañía porque es pesado y ácido, considerando que las plantas de tratamiento de azufre están limitadas. Nuestro país firmó un TLC con Venezuela, ratificado en el Congreso Nacional pero no por el poder legislativo de dicho país. Por lo tanto, si se pretende importar se debe hacer incluyendo el arancel respectivo.

Luego, reiteró que ENAP refinerías no es un monopolio debido a que compite en un mercado abierto, donde cualquier productor mundial puede vender directamente, y no cuenta con ninguna protección arancelaria. El valor en que vende a los mayoristas refleja una parte pequeña del precio final al consumidor. Además, no fija ningún precio, sino que informa de éste a los mayoristas, razón por la cual las grandes distribuidoras tienen importante control del precio de los combustibles.

En 2008 se produjo un período negativo con caída de precios en los combustibles y el stock que no estaba cubierto. Posteriormente, entre los años 2008 y 2012 los resultados de la compañía no fueron buenos, con un esfuerzo en mantenimiento e inversiones que fue bajo. Antes de 2008 la ENAP tenía una carga financiera razonable, en términos de deuda/patrimonio. Se espera que los resultados de los indicadores del período 2013-2016 mejoren.

En cuanto a la capitalización, sostuvo que no está dirigida a un fin en particular. El Plan Estratégico de la empresa en sus tres líneas de negocios contempla una cartera de proyectos, con una expectativa de resultados que ayuda a materializarlos y a que los indicadores financieros se encuentren sanos para obtener financiamiento.

Enseguida, el Gerente de Asuntos Corporativos y Sustentabilidad de la ENAP informó que el Plan Estratégico de Negocios establece que las inversiones rendirán a través del tiempo para cubrir necesidades financieras de la compañía. En intereses la ENAP paga entre US$160 millones y US$180 millones. Durante de los dos últimos años se han fortalecido todos los indicadores financieros y el patrimonio institucional, cercano a los US$800 millones. Es importante mantener los indicadores y niveles de riesgo, y las clasificaciones otorgadas por el mercado. Lo anterior permite dar una señal esperada por el mercado, los inversionistas, las aseguradoras e indicadores de riesgo, y acceder a un financiamiento menos costoso.

El Honorable Senador señor Pizarro solicitó información sobre la forma en que se ha incrementado el patrimonio de la ENAP.

El Honorable Senador señor Guillier consultó por los descubrimientos de nuevos yacimientos por parte de la compañía.

El Honorable Senador señor Prokurica preguntó si la ENAP participará en la ampliación de YPF en proyectos donde destaca Vaca Muerta.

El Honorable Senador señor García-Huidobro se mostró interesado en conocer el modo en que la venta de patrimonio de la compañía en Perú ayudó a mejorar su situación financiera.

El Gerente de Asuntos Corporativos y Sustentabilidad de la ENAP destacó, por una parte, que se han verificado mejores resultados en gestión dentro de la compañía y, por otra, que en Tierra del Fuego se ha producido una confirmación de recursos disponibles de gas y ha existido un proceso de renovación de reservas. Por ello, cobra importancia el proceso de extensión de contratos y de nuevas zonas de operación, tanto en Ecuador como en Argentina.

En otro orden de ideas, dijo que si bien las extensiones de YPF están referidas al área de Neuquén, el foco de atención de la ENAP está en la provincia de Santa Cruz donde se encuentran los calces estratégicos de lo que pueda hacer la compañía (en el caso de Vaca Muerta la inversión es mayor).

El Gerente de Refinación y Comercialización de ENAP recordó que en Perú se vendió el patrimonio de la empresa en US$200 millones, lo cual contribuyó a mejorar su situación financiera. En refinería, se tomaron decisiones importantes en estos últimos cuatro años: en 2013 se negoció un nuevo contrato de suministro de gas natural (reduciéndose los costos de energía para la refinería); en 2014 se cerraron la Planta de Etileno, porque generaba una pérdida importante, y la Planta Química Dow en Talcahuano.

El asesor legislativo del Ministerio de Energía, señor Venegas, subrayó que a través de esta iniciativa legal se establecen los instrumentos necesarios para determinar el rol de la estatal, al igual como en la mayoría de las empresas públicas del mundo. Al efecto, se establece claramente el rol del dueño, del Directorio, sus requisitos, deberes y derechos, y se limitan las facultades de la Gerencia.

Al continuar la discusión en general de este proyecto de ley, expuso el analista de la Fundación Jaime Guzmán, señor Sebastián Sotelo, quien señaló que el proyecto de ley en estudio encuentra su fundamento en la Agenda de Energía promovida por el Ministerio del ramo, y busca transformar a la ENAP en una empresa robusta y en un sólido protagonista en los desafíos energéticos del país. En ese marco, añadió, el proyecto es un avance: desde la modificación del gobierno corporativo de CODELCO se hacía necesaria una norma similar para la Empresa Nacional del Petróleo.
Luego de aludir a los propósitos del proyecto de ley, indicó que éste consta de un artículo único permanente que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, y de seis artículos transitorios, uno de los cuales autoriza al Ministro de Hacienda -a contar de la entrada en vigencia de la ley y hasta los doce meses siguientes- para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe aportes extraordinarios de capital por un monto de hasta US$400 millones a la ENAP.

Durante la tramitación de esta iniciativa legal en las comisiones de Minería y Energía y de Hacienda de la Cámara de Diputados, dijo el especialista, se aprobaron varias indicaciones que tuvieron como objetivo incorporar normas de entrega de información a la Cámara de Diputados y el Senado; precisar el tiempo de experiencia profesional o laboral requerido para acceder a los cargos de gerente general y alto directivo; agregar nuevos requisitos para ser director (no haber sido condenado por violencia intrafamiliar ni sancionado por la Superintendencia de Valores y Seguros); disminuir los años de experiencia profesional, y los semestres de la carrera profesional exigidos de diez a ocho años y de diez a ocho semestres, respectivamente, para ser nombrado director; incluir criterios sobre política de género para la designación de directores nombrados directamente por el Presidente de la República; ampliar posibilidades de integración de la Comisión Especial Asesora de Remuneraciones; establecer prohibición para los directores de recibir remuneraciones u honorarios de la empresa distintos a su rol de director, y mejorar la redacción de disposiciones en materia de implicancias y conflictos de interés.

Enseguida, recordó que al final del mandato del ex Presidente Sebastián Piñera se envió al Congreso Nacional un proyecto de ley que también pretendió modificar el gobierno corporativo de la ENAP, similar al que se discute. Dicha iniciativa de ley (Boletín N° 9.264-08) proponía la aplicación supletoria de las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas y consagrar la sujeción de la ENAP a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros. Además, contemplaba un directorio de siete miembros (dos de directa designación del Presidente de la República; cuatro nominados por él previa propuesta en terna del Consejo de Alta Dirección Pública, y uno a partir de una quina presentada por los sindicatos de la empresa y sus filiales).

Es clave, arguyó, tanto para garantizar la independencia de los directores como para generar y consolidar las necesarias confianzas que requiere la estatal ante quienes quieran hacer negocios con ella, que la mayoría de los directores provengan de ternas propuestas por el Consejo de Alta Dirección Pública. Ello avalará la idoneidad, profesionalismo e independencia de los seleccionados para un cargo de esta relevancia.

En otro orden de ideas, previno que si bien se estableció que los trabajadores no sindicalizados podrán presentar una propuesta de director, el alto nivel de sindicalización de la ENAP (que asciende a 93%, es decir, cerca de 3.000 trabajadores) complicará esta alternativa al exigir 35% de patrocinio de trabajadores no sindicalizados.
El Honorable Senador señor Prokurica hizo presente que la aplicación supletoria de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, supone un problema en las empresas del Estado, pues este cuerpo legal no tiene por objeto resguardar el capital de una empresa privada. A la Superintendencia de Valores y Seguros no le es relevante qué se hace con el capital respectivo, a diferencia de lo que ocurre con una empresa del Estado.

Por su parte, el asesor legislativo del Ministerio de Energía, señor Felipe Venegas, aclaró que existe un mecanismo tendiente al resguardo de la legalidad en el uso de los fondos públicos que emplea la ENAP, mediante la fiscalización de la Contraloría General de la República y la Cámara de Diputados.
Posteriormente, expuso la analista del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Cristina Torres.

La profesional apuntó que la ENAP, siendo una empresa comercial con personalidad jurídica propia que se rige exclusivamente por el cuerpo legal que la crea y los estatutos que debe aprobar el Presidente de la República, ha desempeñado un rol relevante en materia energética y ha contribuido al desarrollo del sector en el país. En tal sentido destacó el fortalecimiento de las empresas públicas que ha impulsado este Gobierno, lo que ejemplificó con la inclusión de METRO como operador del TRANSANTIAGO y la ampliación del giro de la ENAP a la generación eléctrica.
Las empresas públicas, dijo, cumplen una función social y un rol subsidiario. Específicamente la ENAP realiza un rol que le permite disciplinar el mercado de los combustibles, canalizar un subsidio para el consumo de gas en Magallanes y satisfacer necesidades superiores de la Nación que los privados no están dispuestos a desarrollar. No obstante, cuestionó la opción de considerar a la estatal como una empresa productiva dentro de un mercado competitivo.

Las empresas del Estado deben resguardar su función pública y asegurar la gestión eficiente. En los mercados en los que el Estado cumple un rol regulador, además de propietario y actor del mercado, es fundamental la separación entre la función de propiedad estatal y aquellas que pueden influir sobre las condiciones de las empresas públicas. El Gobierno no debe implicarse en la gestión cotidiana de las empresas públicas, necesitándose plena autonomía operativa para alcanzar sus objetivos (OCDE). Así, la importancia de un buen gobierno corporativo en empresas de capital público se manifiesta en garantías de independencia, continuidad y cuidado de los intereses de los ciudadanos.

En lo que concierne a las recomendaciones de la OCDE, acotó que Chile está llamado a utilizar su estructura regulatoria mediante la expansión del número de empresas estatales sujetas al Sistema de Empresas Pública (SEP) y a la supervisión y requerimientos regulatorios de la SVS. Asimismo, se estimó necesario abordar el caso de los ministros de Estado que sirven en las juntas de Directorio de empresas públicas, como la ENAP y la ENAMI. Al respecto hizo presente el riesgo existente cuando no hay una clara separación entre la propiedad de la compañía y los roles normativos, y la posibilidad de interferencia política en la gestión cotidiana de las empresas estatales. Lo anterior amerita analizar los conflictos de intereses y las políticas de voto.

En lo relativo a los lineamientos para un buen gobierno corporativo, recordó que la Corporación Andina de Fomento señaló que es necesaria una política de Estado que se ocupe de la función de propiedad por medio de un diagnóstico oportuno de las instituciones, adecuación legal y regulatoria, liderazgo pertinente, autonomía empresarial, transparencia y monitoreo. En cuanto a garantías, es indispensable que la ENAP cumpla su rol sin privilegios, que compita como un actor privado en el mercado con independencia administrativa respecto del Gobierno de turno.

La nueva composición del Directorio, adujo, se materializa eliminando al Ministro de Energía y estableciendo siete directores que duran cuatro años cada uno, renovables por una sola vez. Los nuevos requisitos de nombramientos para los Directores, inhabilidades y causales de cesación en el cargo, serán aplicables también al gerente general y demás ejecutivos principales. El Comité de Directores tendrá a su cargo la auditoría, gestión financiera, contratos e inversiones, mientras que el Plan de Desarrollo y Negocios de cinco años deberá ser aprobado por los Ministerios de Hacienda y de Energía. Un decreto supremo conjunto de estos mismos ministerios aprobará los estatutos de la empresa y sus modificaciones.
En el nuevo gobierno corporativo de la ENAP una máxima es que el Estado respete la autonomía de los directorios de las empresas públicas y permita que ejerzan sus responsabilidades. Así, el proyecto de ley establece un Directorio compuesto por siete directores: dos designados por el Presidente de la República, cuatro por el Primer Mandatario de una terna para cada cargo elaborada por el Consejo Alta Dirección Pública y uno designado por el Jefe de Estado sobre la base de una propuesta presentada por los trabajadores. El cargo se ejerce por cuatro años renovables inmediatamente, por una sola vez, y este Directorio se renueva por parcialidades. El Primer Mandatario designará de entre sus miembros al Presidente del Directorio. El quórum para sesionar es de 4/5 de sus miembros y los acuerdos se adoptan por mayoría absoluta. La abstención de voto se realiza de acuerdo a la ley N° 18.046 en la hipótesis que el director tenga algún interés. Existe obligación de reserva y los directores se deben a los intereses de la Nación, de la empresa y las leyes.

Según la OCDE la gobernanza en las empresas públicas es mejorable. En general, las empresas públicas chilenas actúan bien en asuntos relacionados con el trato equitativo de los accionistas o la participación de las partes interesadas. Sin embargo, es necesario fortalecer otros aspectos: por ejemplo, deben evitarse las designaciones políticas en los directorios de las empresas públicas (deben ser directores independientes, preferiblemente con experiencia en el sector privado y con competencias complementarias). Este es el caso de la ENAMI y la ENAP.

Cuando el Estado es el accionista mayoritario se encuentra en una posición excepcional para proponer y elegir el Directorio sin el consentimiento de los demás accionistas. Este derecho legítimo lleva consigo una relevante responsabilidad a la hora de identificar, nominar y elegir a los miembros del Directorio. En este proceso, y con el fin de minimizar los posibles conflictos de interés, la entidad propietaria debería evitar elegir un número excesivo de miembros del Directorio desde la administración pública. Esto resulta importante en el caso de empresas en las que el Estado no es el único accionista, así como cuando se trata de empresas públicas presentes en industrias competitivas.

En cuanto al período en funciones, apuntó la necesidad de desligarlo del ciclo político, con elección por parcialidades. Además, abogó por una fórmula objetiva para designar a los directores que dé cuenta no solo de su idoneidad técnica y profesional, sino de su independencia respecto del gobierno de turno para maximizar el valor de la empresa que es de todos los chilenos. A su vez, destacó la importancia de los requisitos e inhabilidades: el artículo 39 de la ley sobre sociedades anónimas prescribe que los directores elegidos por un grupo o clase de accionistas tienen los mismos deberes para con la sociedad y los demás accionistas que los directores restantes, no pudiendo faltar a éstos y a aquélla a pretexto de defender los intereses de quienes los eligieron.

En lo referido a la estructura y rol del Director, precisó que alude a la complementariedad de habilidades entre los miembros del órgano; la capacidad del equipo en diversas competencias relevantes para el cargo (pensamiento estratégico, liderazgo, toma de decisiones, sentido de negocio, etc.); la composición del grupo en términos de género, edad, formación académica, experiencia, habilidades y otros, y la existencia de comités, como parte de la estructura, con capacidad efectiva para tomar decisiones.

En ese orden de ideas, sostuvo que un director nombrado por el Presidente de la República será designado sobre la base de una propuesta presentada por los trabajadores, de conformidad con el procedimiento establecido en el proyecto de ley y con una anticipación de -a lo menos- treinta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo. El Mensaje señala que lo anterior responde no sólo a la necesidad de representación de los trabajadores en esta instancia decisiva, sino también a la de poner al tanto de este órgano temas relevantes que los trabajadores, por su conocimiento y experiencia, pueden abordar desde una mirada constructiva y diferente. A juicio de la analista del ILD, este rol lo pueden cumplir los trabajadores sin necesidad de estar representados en el Directorio, por ejemplo, a través de su participación en consejos asesores y otras instancias diseñadas para tales efectos. La idea es que representen el interés social no el de un stake holder, y den garantía en defensa de intereses propios. Con todo, es necesario corregir el procedimiento de elección del representante laboral, porque pueden existir matices de titularidad sindical. Sobre el particular propuso establecer la fórmula de elección “un trabajador un voto”.

El Honorable Senador señor Prokurica, respecto de la afirmación de que los directores deben tener independencia del Estado, preguntó si esa independencia no debería ser más del Gobierno. Luego recordó que si bien la ENAP tiene privilegios que provienen del monopolio natural que desempeña, le compete un rol distinto al de una empresa privada.

El Honorable Senador señor Pizarro advirtió que los objetivos de la ENAP no son los de una empresa privada, porque no sólo persigue ganancias. Una cuestión central, dijo, es si puede prescindirse del director laboral. Respecto del plan quinquenal, señaló la necesidad de que sea presentado al Estado considerando que es quien lo financia. En este sentido, consultó cuál es la alternativa que se propone.

La analista del ILD explicó que la circunstancia de que el Directorio funcione independiente del Estado se relaciona con que éste no se inmiscuya en el rol de administración. Por eso se debe diferenciar el papel político del de administración: el Estado no debe involucrarse en la dirección de la empresa porque es un componente administrativo de ella.

En otro orden de ideas, aseveró que no corresponde que el director laboral vele por los intereses de los trabajadores, sino por los de la empresa. En esta materia, dijo, la iniciativa legal adolece de falencias al no precisar correctamente la calidad en que se desempeña el director laboral: con la actual redacción pareciera que se debiera sólo a los trabajadores. Con todo, arguyó, en la actualidad se desconoce cuán positivo o negativo puede ser la presencia de un director laboral en el Directorio de una empresa del Estado.

Por otra parte, si bien compartió la idea de que la ENAP cumple un rol social, fue de opinión que en lo relativo al plan quinquenal se recurra al SEP, donde no intervienen ministros de Estado asociados a un ciclo político (los directores de una empresa pública van más allá del rol de política pública que corresponde a un gobierno).

En lo tocante al Plan de Desarrollo y Negocios, observó que el plan quinquenal es presentado por el Directorio a la Junta de Accionistas para su aprobación. El Plan contiene objetivos y metas de rentabilidad; los planes de inversión y desarrollo; la política de endeudamiento; el programa de disposición de activos y de unidades de negocios no esenciales; la política de traspaso o de capitalización de utilidades, si las hubiere; los planes de asociación y expansión societaria, y los requerimientos de transferencias fiscales si fueren necesarios, entre otros tópicos.

Existe el riesgo de circunscribir la elaboración y aprobación del Plan a un análisis más político que técnico. Cuando la empresa pública también se utiliza para fines distintos de su giro, como la consecución de objetivos de política pública, (por ejemplo, la prestación de servicios generales) se altera el correcto equilibrio del mercado, y se generan distorsiones en la competencia e incertidumbre y conflictos de interés. Al respecto, propuso que el Plan sea aprobado por el mismo Directorio, sin incumbencia de los ministros de Estado. Para emular las funciones y derechos que tendrían los accionistas de una sociedad anónima abierta, sería recomendable delegar este rol en un SEP modernizado.

En lo concerniente a la capitalización de la ENAP, de US$400 millones, declaró que aun cuando la estatal ha mejorado sus resultados financieros en los últimos dos años, mantiene su fragilidad. Cualquier compañía privada con estas cifras no habría tenido capacidad alguna de acceder a financiamiento en los mercados. Pero la ENAP cuenta con un aval implícito del Estado, que actúa como una suerte de dumping o competencia desleal frente a competidores privados.

El Honorable Senador señor García-Huidobro consultó acerca del destino de estos US$400 millones de capitalización. En cuanto a las designaciones presidenciales, resaltó que el Presidente del Directorio no es elegido por el Primer Mandatario, sino que se elegiría de entre sus pares, a diferencia de lo que ocurre actualmente con CODELCO. Luego, propuso la ratificación del Senado en estas designaciones, con el objeto de tener una visión más integradora y no sólo del gobierno que haga los nombramientos.

El Honorable Senador señor Prokurica recordó que todos los chilenos son dueños de las empresas públicas, los cuales se encuentran representados en el Parlamento, más que en el gobierno.
Enseguida, planteó su duda acerca de la constitucionalidad de la fórmula que contiene el proyecto de ley para elegir al director laboral. En su opinión se requiere un mecanismo distinto y más democrático, que permita votar a todos los trabajadores en igualdad de condiciones (un trabajador, un voto) y dé la opción al Primer Mandatario de elegir entre las tres primeras mayorías. De no existir alternativas de entre las cuales elegir, al Presidente de la República se le impone en los hechos un candidato, lo que afectaría significativamente su atribución constitucional.

Concluyó abogando por la necesidad de que la capitalización tenga un objetivo claro y asignado en la ley.

La personera del ILD, en relación con la capitalización, sostuvo que sin perjuicio de que la ENAP individualice los proyectos específicos que se financiarán con estos recursos, debiera existir una garantía de rentabilidad al respecto.
En cuanto a la ratificación de los directores por el Senado, se mostró contraria a esta alternativa por el riesgo de politización de la designación. Por tal razón, dijo, sería más aconsejable transitar por la línea de designación por parte del SEP.

El asesor legislativo del Ministerio de Energía recordó que tanto el director laboral como cada uno de los directores, se deben a los intereses de la empresa. En cuanto a la Junta de Accionistas, indicó que el proyecto de ley busca que la ENAP funcione como una empresa, por lo cual es imprescindible que el dueño (Fisco) conozca las directrices que traza el Directorio. En lo que respecta a la ratificación del Senado, actualmente quien designa por regla general es el Presidente de la República. La única empresa pública donde se ratifica una designación por el Senado es Televisión Nacional de Chile, con el objeto de garantizar la pluralidad. Con la actual fórmula todos los trabajadores votan en la designación del director laboral. El Ejecutivo decidió no intervenir en la construcción de la fórmula para evitar un fallo contrario del Tribunal Constitucional, como ocurrió en materia de titularidad sindical.

Sobre la capitalización, hizo presente que el Gerente General de la ENAP declaró que el Plan Estratégico tiene por objeto generar un proceso de inversión anual intensivo, para obtener gas en Magallanes y financiar distintas líneas de trabajo.

La analista del ILD reiteró la necesidad de revisar el procedimiento de elección del director laboral, proponer una alternativa para la aprobación del Plan de  Negocios, establecer mecanismos de evaluación de la gestión y del Directorio y revivir al SEP.

Finalmente, recordó el compromiso que asumiera el Gobierno con motivo de la publicación de la ley N° 20.955, de fortalecer el Sistema de Empresas Públicas, para permitir una mejor representación de los derechos y deberes del Estado en su rol de propietario de empresas e incorporar mecanismos de reclutamiento y selección basados en el mérito para la designación de los directores de las empresas públicas dependientes del sistema, incluyendo la incorporación de directores independientes.

El Honorable Senador señor García-Huidobro hizo hincapié en que la ratificación por parte del Senado no implica una politización de la designación. Si así fuera, agregó, se afectaría negativamente la designación de ministros de la Corte Suprema. La participación del Senado permite un consenso mayor en la designación.
A continuación, expuso el Presidente del Centro de Gobierno Corporativo de la Pontificia Universidad Católica de Chile.

El académico expresó que desde el ingreso de Chile a la OCDE, uno de los principales y permanentes comentarios realizados por esta organización a nuestro país alude al gobierno corporativo de las empresas estatales (SOEs). En concreto, las recomendaciones hechas por este organismo, que coinciden con los de la literatura académica internacional al respecto, versan sobre los siguientes puntos fundamentales:

a) Expandir el número de SOEs chilenas que queden bajo el marco del SEP.
b) Dejar las SOEs bajo la supervigilancia regulatoria de la SVS.
c) Introducir y fortalecer la inclusión de directores independientes y su participación especial en materias de transacciones con partes relacionadas y conflictos de interés.
d) Eliminar la participación de ministros de Estado en el directorio (particularmente en la ENAP).
e) Suprimir los riesgos derivados de la falta de separación entre los roles de dueño y regulador en las SOEs, así como de la interferencia política en la administración y gestión de las mismas.

La finalidad de estas sugerencias es que, mediante la adopción de buenas prácticas de gobierno corporativo, el Estado mejore su administración para aumentar su aporte a la economía y evitar que las empresas sean administradas en forma laxa (que las transforma en objeto fácil de “rescates” por parte del Estado).

Para estos efectos, se han establecido parámetros básicos para contribuir a mejorar el gobierno corporativo de las SOEs: marco legal y regulatorio efectivo; función de la propiedad del Estado y separación del rol de accionista del rol del regulador; rol de los accionistas y trato equitativo de los mismos; Directorio, rol y funcionamiento; control y transparencia de la información.

El proyecto, dijo, introduce importantes modificaciones en línea con lo señalado, pero en otros aspectos puede ser mejorado para aclarar conceptos y alinear incentivos. Sobre el particular, adujo, hay algunos pilares que pueden colaborar en la consecución de un buen gobierno corporativo en la ENAP, atendidas sus particularidades: 1) accountability, es decir, que los diversos estamentos participantes sean realmente responsables de sus actuaciones; 2) checks & balances, en el sentido de que existan controles cruzados internos que hagan que ninguno de los participantes cometa actos contrarios al interés social sin ser detectado; 3) definir el rol de los directores y de los accionistas; 4) separar el poder político del regulador en empresas del Estado e incentivar una adecuada independencia de las personas que participen en el gobierno y gestión de la sociedad.

Para tales efectos, propuso:


1. Explicitar que la ENAP se debe al interés social. Al ser una empresa del Estado uno de los aspectos fundamentales es que exista un tratamiento justo de los accionistas en aras de la consecución del interés social. Al igual que en el caso de las sociedades atomizadas, donde no existe un controlador claro, el problema de agencia se configura entre los dueños (accionistas y, en este caso, el Estado) y los administradores (directores, ejecutivos y hasta cierto punto los trabajadores). El riesgo en SOEs es que estos últimos privilegien el interés personal por sobre el social, infringiendo por tanto sus deberes fiduciarios, y particularmente sus deberes de lealtad, evento en que las infracciones más típicas son el exceso en remuneraciones, transacciones con partes relacionadas y el uso de oportunidades de negocio.

En relación con lo anterior, consideró un avance que la Cámara de Diputados haya incorporado el concepto de que la ENAP se debe a la Nación (artículo 3°, inciso final), por lo que ha de ser administrada en vistas a su interés social, que incluye tanto la rentabilidad financiera como la rentabilidad social del giro que le es propio. Las buenas prácticas en este sentido señalan la conveniencia de que el directorio sea independiente del poder político de turno. Con todo, mantuvo la sugerencia de que el rol de accionista sea desempeñado por el SEP, idealmente con un funcionamiento mejorado respecto a lo existente.

El Honorable Senador señor Prokurica advirtió que la ENAP es un monopolio natural, ante la inexistencia de otra empresa que realice la misma función. Esta empresa tiene –por razones legales y constitucionales- una serie de privilegios del que carecen otras empresas.

En cuanto a la función social que desarrolla la ENAP, sostuvo que en circunstancias de que la baja en el valor del barril de petróleo en el mercado internacional no se ha reflejado en un beneficio al consumidor nacional, este rol específico y social no se cumple.
Agregó que en lo que atañe a los problemas energéticos del país y el rol que le correspondería a la ENAP en esta materia, la cuestión radica en cómo separar en las licitaciones el rol del Estado y la relación con los privados.
El Presidente del Centro de Gobierno Corporativo de la Pontificia Universidad Católica de Chile abogó por la separación de las empresas del Estado de los organismos que delinean política pública. No es función de una empresa del Estado hacer política pública: por eso a nivel de la OCDE llamó la atención la ampliación del giro de la ENAP a un mercado competitivo como el de la generación eléctrica. El punto radica en cómo aterrizar los propósitos de la estatal para ir cumpliéndolos y cómo satisface el Estado su rol de accionista. Al respecto, sostuvo que el organismo mejor calificado para esto sería el SEP, por su rol técnico.

En cuanto a la ampliación de giro de la ENAP y la separación del rol del Estado en su relación con los privados, opinó que se produce el inconveniente en su vinculación con la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC) y el Centro de Despacho Económico de Carga (CDEC).

2. Existencia de un directorio técnico, independiente del poder político. En este sentido, las últimas mediciones realizadas a la ENAP evalúan este aspecto con nota 4.6 sobre 10 por su insuficiencia. El proyecto de ley contiene un procedimiento de elección de directores que supone dos directores elegidos directamente por el Presidente de la República, otros cuatro directores elegidos también por el Primer Mandatario de ternas propuestas por el Consejo de Alta Dirección Pública y un director elegido por los trabajadores.

Una mejora incorporada en la iniciativa legal radica en que ningún ministro de Estado puede ser miembro del directorio, siguiendo recomendaciones internacionales y el camino trazado en CODELCO. Adicionalmente, sería recomendable que no exista representación gubernamental directa en el directorio, o al menos que se reduzca al mínimo. Y para asegurar independencia del poder político, sugirió que el SEP tenga injerencia en el nombramiento de al menos los directores elegidos directamente por el Presidente de la República.

Un perfeccionamiento respecto al proyecto de ley original fue la inclusión en la CC.DD. de un lenguaje similar al existente en el artículo 39, inciso tercero, de la ley N° 18.046, merced al cual los directores se deben a todos los accionistas (la Nación) con independencia de los votos con que hayan sido elegidos. Esto supone que más allá del mecanismo en que los directores sean nominados y elegidos, una vez que asumen el cargo se deben a todos los accionistas, y no al Presidente de la República, al Consejo de Alta Dirección Pública, al SEP, a CORFO o a los trabajadores (no son representantes de ninguno).

Sobre el procedimiento de elección de directores, hizo presente lo siguiente:
a) Respecto del mecanismo de elección del director representante de los trabajadores: existe un desequilibrio entre los derechos de sindicatos u otras organizaciones sindicales con los de los trabajadores no sindicalizados. A estos últimos se les exige para presentar un candidato ser al menos el 35% de los trabajadores no sindicalizados, siendo que no hay requisito cuantitativo para las organizaciones sindicales, salvo aquellos que la ley exige como quórums mínimos para su constitución y existencia. Esto supone que una organización sindical con pocos afiliados tiene iguales o mayores derechos de elección que un número significativo de trabajadores, lo que es discriminatorio.

b) Respecto del requisito de sexo: una buena práctica universal de gobierno corporativo es la diversidad en el directorio. En este sentido, lo que tanto el Presidente de la República como la Alta Dirección Pública deben establecer es que el directorio sea lo más diverso posible, yendo más allá de la distinción de sexo –que es uno de los factores, pero no el único- hacia elementos que incluyan experiencia profesional, formación en especialidades, edad, etc.

En cuanto a los requisitos para ser elegible, consideró que la referencia a no haber sido sancionado por la SVS debe mantenerse sólo en el caso en que la sanción no haya sido recurrida ante los tribunales de justicia (en este caso debería estarse a lo que hayan dispuesto los tribunales, por cuanto las sanciones administrativas son por esencia recurribles). En el mismo plano, el requisito de antigüedad laboral que se exige al director elegido por los trabajadores parece no guardar relación con el requisito de experiencia profesional exigido a los demás directores. En este sentido, sugirió que se eleve el requisito de antigüedad laboral, lo que permitiría que estos trabajadores tengan un conocimiento más acabado de la sociedad.

Luego, insistió en la sugerencia de modificar el texto propuesto en el artículo 4 letra b) del proyecto de ley, debido a que al exigirse cierto nivel de ingresos en las sociedades allí señaladas, podría estar excluyéndose a profesionales independientes, consultores o académicos que sean buenos candidatos.

3. Duración en el cargo de director: el proyecto de ley propone que duren cuatro años en el cargo, a pesar de que el articulado transitorio dispone un primer nombramiento y, por tanto, renovaciones por parcialidades según sea el mecanismo de elección. En este sentido, y para evitar injerencia del poder político, recomendó que los directores duren tres años en su cargo, debiendo la elección realizarse por parcialidades, pero en la siguiente forma: año 1, elegirse 3 directores, el elegido por el Presidente de la República, el elegido según terna del Consejo de la Alta Dirección Pública y el elegido por los trabajadores; año 2, elegirse 2 directores, el elegido por el Presidente de la República, el elegido según terna del Consejo de la Alta Dirección Pública; año 3, elegirse 2 directores, los dos restantes según terna del Consejo de la Alta Dirección Pública.


4. El directorio, una vez elegido, debe funcionar con independencia de juicio en aras del interés social. Por lo anterior, todos los directores deben tener iguales derechos y obligaciones, y tal como señala la iniciativa legal cabe obligar a que respondan de igual forma por sus deberes fiduciarios. En este contexto, y siendo el directorio un órgano compuesto por siete miembros, altera este principio que el Presidente tenga voto dirimente, lo que va en contra de las mejores prácticas de gobierno corporativo.


5. Respecto de la causal de cesación consistente en haber votado favorablemente acuerdos de la empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal que le es aplicable o que le ocasionen daño patrimonial significativo, el académico observó que como la ENAP queda sujeta a la fiscalización de la SVS y sometida supletoriamente a la Ley sobre Sociedades Anónimas, esta causal podría ser eliminada. Si la idea es evitar la injerencia del poder político en la ENAP y existe la fiscalización de la SVS y la aplicación supletoria de la Ley sobre Sociedades Anónimas, es oportuno que tanto el regulador como los tribunales de justicia cumplan su cometido, sin que la decisión recaiga en el Presidente de la República, aun cuando se le dé la calidad de accionista de la sociedad.


Por tal motivo, el mecanismo de elección del directorio debe ser lo más técnico posible: una vez elegido un director puede permanecer en el cargo a menos que se configuren el resto de las causales establecidas en el proyecto de ley o un tribunal lo disponga.


6. En relación a los comités de directores, consideró su inclusión adecuada aun cuando ya existe en la actualidad un comité de auditoría. Sin perjuicio de ello, propuso que se señale expresamente que, en conformidad a la ley, dicho Comité de Directores o cualquier otro que el directorio acuerde incorporar, será un órgano de carácter deliberativo e informativo, pero no resolutivo. Los comités de directores, cualquiera sea su naturaleza, están llamados a conocer, opinar, informar pero no a resolver, atribución que es exclusiva del directorio funcionando en sala legalmente constituida.


7. Acerca de la obligación del directorio de actualizar anualmente el Plan de Negocios, sostuvo el profesional que si éste es quinquenal lo que debe ser objeto de revisión es el estado de avance del mismo, así como sus eventuales desviaciones durante su vigencia. Pensando en el interés social, consideró relevante especificar cuáles son los roles del directorio, para evitar confusiones entre materias que le son propias al directorio como órgano de gobierno de la ENAP y aquellas que son de gestión, y que competen a los ejecutivos de la misma.


En general, precisó, las materias que son propias del directorio, que lo hacen responsable y configuran su relación con el interés social son la estrategia, la gestión del talento y el control de gestión y de riesgos. El proyecto incorpora funciones que son propias de los ejecutivos y no del directorio, siendo que -a su vez- no se hace mención a los temas antes indicados, temas críticos en una adecuada administración de una empresa. Particularmente relevante es la ausencia (a lo menos expresa, ya que podría considerarse incluida en el concepto existente de Plan de Desarrollo y Negocios) de la estrategia corporativa y la existencia de una matriz de riesgos y la forma en que éstos son administrados.


8. Transparencia y entrega de información completa, veraz y oportuna como elemento clave de un buen gobierno corporativo en SOEs. El proyecto de ley recoge este elemento al menos desde la perspectiva de dejar a la ENAP bajo la supervigilancia de la SVS. No obstante, sería conveniente destacar la obligación de entrega periódica de información por parte de la estatal, para eliminar cualquier duda de interpretación.


9. Cabe sugerir el establecimiento de políticas internas de evaluación, inducción y capacitación de los directores, de forma tal de optimizar el funcionamiento de los mismos como órgano colegiado.


El Honorable Senador señor Pizarro destacó la necesidad de modificar la forma en que se toman decisiones en la ENAP, y la conveniencia de que el Directorio goce de la mayor autonomía posible.

Sobre la duración del cargo de director, fue partidario de evitar compartir ciclos políticos y facilitar la toma de decisiones. Al respecto, consideró que con un número impar de integrantes del Directorio podría salvarse el problema que suscitan los empates.


Luego, reafirmó la función social que desarrolla la ENAP, distinta de cualquier otra empresa, y sostuvo que la presencia de un director laboral le otorga mayor estabilidad a la compañía pues contribuye a que exista un mayor compromiso y complemento entre quienes toman las decisiones y quienes las implementan.

Acerca de la fórmula de elección de los directores, previno que exigir demasiada especialización técnica o nivel de profesionalización a los postulantes podría implicar que el Directorio quede compuesto por miembros que no sientan que la estatal tiene un interés social que satisfacer. Respecto del director laboral, manifestó su inquietud por las dificultades que pueden surgir cuando hay más de un sindicato y por el modo de ponderar el voto de los trabajadores que no están sindicalizados.


Concluyó manifestando su opinión contraria a la idea de explicitar el Plan de Negocios en la ley. Ésta, dijo, debe ser una decisión de la empresa.


El personero del Centro de Gobierno Corporativo de la Pontificia Universidad Católica de Chile comentó que en el caso de CODELCO, a partir de la información pública con que se cuenta, se puede colegir que la existencia de un Directorio más un Presidente Ejecutivo con roles que se superponen ha originado conflictos: en ocasiones pareciera que la estrategia institucional es de resorte del Presidente Ejecutivo y no del Directorio. Además, se observa cierta confusión en el rol de los directores, del accionista y del deber fiduciario.


Sobre la idea de especificar en el texto del proyecto de ley el destino que debe dársele a los recursos de la capitalización, fue partidario de que esta discusión se produzca al interior del Directorio y se proponga a los accionistas. Pero al efecto se requiere un Plan Estratégico claro (que, a su turno, no debiera contenerse en la ley).

Por otra parte, añadió, dado que la ENAP es un emisor de deuda, aumenta la presión de los tenedores de bonos para influir en la conducta de los directores, lo que amerita considerar la posibilidad de incluir normas sobre la responsabilidad penal y pecuniaria de éstos. No obstante, cuando se intenta evaluar las decisiones y actuaciones del Directorio debe procederse en consideración a su carácter de órgano colegiado. No es dable pensar en una evaluación individual de cada director.


En lo que atañe a la idea de entregarle al Presidente del Directorio la responsabilidad del voto dirimente en caso de empate, se inclinó por la conveniencia de instar al órgano a llegar a acuerdos o entendimientos compartidos y comunes.

Finalizó su intervención indicando que lo ideal sería que no se tramitara un proyecto de ley de gobierno corporativo por cada una de las empresas del Estado, sino que se regule esta materia mediante un marco normativo general.
Con motivo de su exposición, el Presidente del Directorio de CODELCO sostuvo que las modificaciones que introdujo la ley N° 20.392 en el estatuto orgánico de la cuprífera estatal, se relacionaron directamente con el ingreso del país a la OCDE. Tales modificaciones, agregó, tuvieron un evidente efecto positivo en el desempeño corporativo y financiero de la compañía, así como en la probidad y transparencia de su gestión, entre otras razones porque la sometieron a la supervigilancia de la SVS. Así las cosas, adujo, el nuevo gobierno corporativo de CODELCO ha sido un aporte significativo, porque ha contribuido a elevar la eficiencia y el normal funcionamiento institucional.
No obstante, dijo, la experiencia acumulada en estos años a partir del quehacer del Directorio de CODELCO, permite efectuar algunas recomendaciones destinadas a perfeccionar el diseño legislativo de este órgano de administración respecto de otras empresas públicas:


1) El marco normativo debe ser coherente, armónico y concordar con el resto de la legislación a que queda sometida una empresa pública, en especial en materia de régimen de fiscalización, supervigilancia y control para prevenir duplicidad de funciones de distintos entes fiscalizadores. Como en el caso de CODELCO se observa la agregación de diversas legislaciones en el tiempo, desde la nacionalización del cobre en adelante, hoy se hace urgente proceder a una revisión global de su marco regulatorio, dada la existencia de contradicciones y traslapes de atribuciones entre organismos públicos.

2) Suficiencia del número de directores, y mecanismo y plazo de nombramientos. En circunstancias que cada director tiene una carga relevante de trabajo, el número de integrantes del Directorio de CODELCO apenas le permite realizar sus funciones. Además, el Directorio necesita miembros que cumplan con ciertos perfiles profesionales o determinadas competencias, pero por la insuficiencia de su número de integrantes del se torna difícil cumplir con este requerimiento. Enseguida, se manifestó favorable a la existencia de representación sindical en el Directorio de la empresa.

Consultado por el Honorable Senador señor Pizarro respecto de los perfiles de los actuales directores de CODELCO, y por el Honorable Senador señor Prokurica sobre la estructura de los directorios de empresas privadas de la dimensión de cuprífera, el Director de CODELCO, señor Jofré, explicó que en algunas grandes empresas los directorios se componen de nueve integrantes sin representación sindical. Sin embargo, añadió, se ha evaluado la posibilidad de aumentar a once el número de directores, tal como ocurre en empresas extranjeras, aun cuando el concepto de “directorio” en otros países es muy distinto al nuestro. El señor Director expresó su preferencia por un directorio compuesto por once personas.

En lo tocante al perfil de los directores, el Presidente del Directorio de CODELCO comentó que este órgano colegiado se compone de siete miembros: tres directores con experticia en negocios; uno con especialización en ingeniería en minas; uno con conocimientos financieros; un abogado, y un economista vinculado al ámbito laboral. Luego, recordó que los directores sindicales se eligen cada cuatro años por el Presidente de la República, a partir de una quina que se le propone. Otros cuatro directores –que integran el Comité de Auditoría- se nombran mediante el sistema de ADP, previa evaluación de un headhunter y la confección de una terna por cada cargo (son una especie de directores independientes, suponiendo que los tres elegidos por el Presidente de la República representan al gobierno). La forma de nombramiento de estos directores independientes ha sido satisfactoria y rigurosa, y le ha agregado valor a la empresa. Sin embargo, señaló, sería oportuno revisar el mecanismo de nombramiento de los directores por el Gobierno, porque está asociado al ciclo electoral y redunda en dificultades para tener una mirada empresarial que vaya más allá del período presidencial.
Los períodos de duración del cargo de director en CODELCO son breves si se piensan en función de la naturaleza de los asuntos y negocios que deben resolverse. En efecto, si se atiende a la trazabilidad de las decisiones a adoptar, los directores de CODELCO deberían permanecer en sus cargos al menos ocho o diez años. Un mecanismo adecuado sería el que rige al Banco Central. La idea es no forzar a la corporación a pensar en cuatro años, para que pueda proyectar sus políticas institucionales y corporativas hacia un horizonte de más largo plazo. Aunque esto no significa que el nombramiento del Presidente del Directorio no deba ser una atribución del Primer Mandatario, en razón de la naturaleza del negocio de CODELCO.

Por otra parte, señaló el personero, sería importante que los nombramientos se realizaran en diferentes tiempos y en forma escalonada. Se trata de que el Presidente de la República pueda ejercer esta atribución en distintos años.
Al retomar el uso de la palabra, el Director señor Jofré coincidió con los planteamientos precedentes. En los siete años transcurridos desde la creación del nuevo gobierno corporativo en CODELCO, dijo, se ha acumulado una específica cultura directiva, así como un conjunto de políticas, normas y controles en el que han tenido una destacada intervención los comités establecidos al interior del Directorio (cuatro comités que trabajan intensamente y que actualmente son indispensables para abordar los asuntos que ocupan a la corporación).

Además, el gobierno corporativo de CODELCO se encuentra validado por la administración y por el país, porque también cumple las expectativas de la ley N° 18.046. Y los directores independientes desempeñan un rol similar al de los directores minoritarios en las sociedades anónimas abiertas. Sin perjuicio de lo anterior, cabe mencionar las siguientes dificultades:


1) Superposición de competencias de distintos servicios públicos y órganos de fiscalización, y existencia de normas que no se condicen con la realidad de una empresa industrial o comercial porque han sido concebidos para la Administración Pública. Al efecto, se requiere un régimen de supervisión funcional que sea acorde con la naturaleza de una empresa como la ENAP.


2) Ajustes en el directorio como consecuencia de los cambios de Gobierno. Si bien el Presidente del Directorio debe ser reemplazado al momento de producirse un cambio de Gobierno, el resto de los directores podría sustituirse escalonadamente, para darle continuidad al Directorio. Con todo, la idea es tender a desacoplar los reemplazos de Presidente Ejecutivo de los cambios de Gobierno.

3) La presencia de directores sindicales no es recomendable, por la posibilidad de que se susciten conflictos de interés de compleja resolución cuando los intereses de la compañía no concuerdan con los de los trabajadores. Los dirigentes sindicales suelen cautelar el interés de sus representados y no el de los accionistas (en la especie, el interés fiscal). Asimismo, la entrega de información para los directores sindicales genera conflicto. Además, ha ocurrido que organizaciones sindicales no logran acordar la designación de un director y se ha perjudicado el funcionamiento del Directorio.

El Presidente del Directorio precisó que en esta materia es necesario tener perspectiva, pues puede suceder que un actor con responsabilidad en el proceso de generación del directorio no cumpla su función. Para salvar este inconveniente debería pensarse en un mecanismo excepcional que procure una solución satisfactoria y evite la paralización del directorio (por ejemplo, la designación de un suplente).

En otro orden de ideas, el Director señor Jofré agregó que en materia de capitalización se necesita una solución de largo plazo. Por un lado, existe la Ley Reservada del Cobre, en la práctica traumática para la compañía. Por otro, hay una política de dividendos con retiros de un 100%, salvo excepciones. Ambos aspectos hacen urgente definir una política legal de dividendos que sea consistente con las prácticas de la industria: en la minería se requiere reinvertir utilidades para propender a un financiamiento sano. El reparto de dividendos o su reinversión es una atribución inherente a todas las juntas de accionistas en el mundo.

En atención a las ocho divisiones de CODELCO, se debería contar con directorios divisionales, a fin de acometer en profundidad los temas concretos del negocio de cada división. Para ello sería necesario acotar atribuciones: los proyectos estructurales se proponen al Directorio Corporativo, los directorios divisionales se preocupan por la gestión de la división y de los dividendos, y la aplicación y observancia de las normas corporativas que dicte el área correspondiente. Los temas que excedan de ciertos niveles de importancia serían analizados directamente por el Directorio Corporativo. En todo caso, los directorios divisionales se integrarían también por dos directores corporativos.

En cuanto al número de directores, fue partidario de aumentar a once su número, y elegirlos mediante el sistema de ADP.

El Honorable Senador señor Prokurica hizo presente el beneficio que conlleva separar en las empresas estatales su dirección de la política contingente.
En cuanto a los directores laborales, señaló que no debería existir conflicto de intereses porque si un director actúa en contra de los intereses de la compañía arriesga las sanciones respectivas, lo cual es aplicable incluso cuando se trata de negociaciones colectivas y uso de información privilegiada.

La Honorable Senadora señora Allende acotó que es posible dejar planteada la posibilidad de futuros cambios en la regulación del Directorio de CODELCO.

El Gerente de Asuntos Corporativos y Sustentabilidad de la ENAP abogó por la conveniencia de trabajar con anticipación e integralmente en los desafíos del marco legal relativo a la estatal. Al efecto, comentó, sin perjuicio de que existe la supervisión y fiscalización de la Contraloría General de la República, hace más de diez años que la ENAP se encuentra adscrita a la supervisión de la SVS.

En otro orden de ideas, resaltó la existencia de tres comités permanentes en la ENAP, a saber, de contrataciones y gestión financiera; de auditoría; de seguridad laboral, salud ocupacional, medioambiente y comunidades, más otro ad-hoc de recursos humanos. Estos comités son esenciales para que el Directorio responda a su obligación fiduciaria en la gestión de la compañía. La iniciativa legal intenta hacerse cargo de los problemas que se originan en materia de nombramientos y duración en el ejercicio del cargo: los proyectos de la ENAP son de mediano y largo plazo –cuatro o cinco años como mínimo- por lo que es indispensable un plan de negocios y de gestión quinquenal que identifique prioridades corporativas.

El Coordinador de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda aseveró que este proyecto de ley asume la experiencia generada en el gobierno corporativo de CODELCO, y establece contrapesos en materia de decisiones y nombramientos en función de las obligaciones que se imponen a los directores.

En lo tocante al director laboral, valoró la disposición de los trabajadores de la compañía para establecer un procedimiento de elección. Con todo, dijo, el SADP es un mecanismo de selección eficaz.

En lo relativo a la definición de perfiles, subrayó la necesidad de que el proceso de selección de candidatos sea lo más explícito y transparente posible.
Sobre la renovación de los directores, sostuvo que podrían permanecer en su cargo ocho años, lo que les permitirá abordar los negocios y el desarrollo de la empresa en el mediano y largo plazo. Lo que es clave, añadió, es que los directores velen por los intereses de la compañía.
El Presidente de la FENATRAPECH acotó que hasta la fecha no ha existido conflicto de intereses entre el representante de los trabajadores y el Directorio de la ENAP. Esta clase de conflictos sólo podría darse en temas de negociación colectiva, respecto de los cuales el director laboral se excluye de la discusión en sintonía con las instrucciones de la CORFO y la SVS. La presencia del director laboral es importante porque conoce la industria: su experiencia está avalada por años de trayectoria profesional y técnica en el sector de hidrocarburos.

Por otra parte, dijo, la capitalización se relaciona con un compromiso incumplido por el Gobierno anterior que deriva de la venta de activos de la compañía en Perú, operación que reportó cerca de US$370 millones. La ENAP necesita la capitalización para refinanciar costos y no emitir más deuda.

El Honorable Senador señor Pizarro recordó que en CODELCO pudo generarse un problema en el Directorio, por quedar integrado por directores que recién se incorporaban al negocio minero. En cuanto a la forma de asegurar la autonomía de los directores, se inclinó por su reemplazo gradual y por aumentar el plazo de duración en el ejercicio del cargo.

El Director de CODELCO señor Jofré, destacó la necesidad de que los directores no puedan ser removidos. Esta inamovilidad es fundamental para su independencia y el buen funcionamiento del Directorio (este es un punto que la legislación debiera regular). En las sociedades anónimas, bajo ciertas condiciones, existe la facultad de revocar el Directorio en forma completa. La cesación por incumplimiento de obligaciones se contempla en la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.

El Gerente Corporativo de la Secretaría General de CODELCO explicó que las causales de cesación en el cargo de director son más exigentes en la legislación sobre gobierno corporativo que en la ley N° 18.046, contemplándose al efecto en aquélla un procedimiento judicial y no la revocación completa del Directorio.
En lo que concierne a desfasar los nombramientos de los directores del ciclo político, fue de opinión de que el diseño de ingeniería de las designaciones de los diversos directores no contribuye a materializar el ideal de una independencia absoluta de los nombrados.


A continuación, la señora Presidenta declaró cerrado el debate y sometió a votación en general la iniciativa de ley en estudio.


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía recomienda aprobar en general el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo:


1. En el artículo 2:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 2.- Créase, con la denominación de Empresa Nacional del Petróleo, una empresa comercial, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Energía.”.


b) Intercálanse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso sexto, y así sucesivamente:


“La Empresa Nacional del Petróleo podrá usar como denominación abreviada la expresión “ENAP”. En la presente ley se la denominará, también, la “Empresa”.


La Empresa se regirá por las normas de la presente ley y por las de sus estatutos. En lo no previsto en tales normas, y en cuanto fuere compatible y no se oponga a ellas, se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y demás normativa aplicable a las sociedades anónimas abiertas y por la legislación común. En todo caso, deberá inscribirse en el Registro Especial de Entidades Informantes que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 de la ley N° 18.045.


La Empresa estará sometida a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras de la Contraloría General de la República y de la Cámara de Diputados, en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales.


Sin perjuicio de lo preceptuado en el inciso anterior, la Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 16 del decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.”.


2. Sustitúyese el artículo 3 por el siguiente:


“Artículo 3.- La dirección superior y administración de la Empresa corresponderán a su directorio, en la forma que se señala en los artículos siguientes y, en lo no previsto, de conformidad con lo prescrito en la ley Nº 18.046. A los directores les serán aplicables las normas sobre derechos, obligaciones, responsabilidades y prohibiciones establecidas al efecto en la ley Nº 18.046, sin perjuicio de lo dispuesto en la presente ley.


El directorio de la Empresa estará compuesto de la siguiente manera:


a) Dos directores nombrados por el Presidente de la República.


b) Cuatro directores nombrados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. El Presidente de la República deberá nombrarlos por pares, sin que los candidatos a director puedan ser incluidos en más de una terna. El Presidente de la República podrá rechazar por una vez cada terna, en cuyo caso la terna no objetada se deberá tener por rechazada para los efectos de este literal. 


Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de a lo menos sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso cuarto de este artículo. Para la confección de las ternas, el Consejo de Alta Dirección Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos a director. El procedimiento podrá contemplar la participación de una empresa de reconocido prestigio nacional o internacional en materia de selección de directivos, la que deberá proponerle a ese consejo una nómina de posibles candidatos a director de la Empresa.


c) Un director nombrado por el Presidente de la República, el que será designado sobre la base de una propuesta presentada por los trabajadores de la Empresa, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo siguiente y con una anticipación de a lo menos treinta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo.


Antes de asumir el cargo, las personas que hubieren sido designadas directores de conformidad con lo previsto en las letras a) y c) del inciso anterior deberán presentar a la Empresa una declaración jurada en la que declaren no encontrarse afectos a las incompatibilidades e inhabilidades del cargo. Respecto de quienes integren la terna en el caso de la letra b) del inciso precedente, la declaración deberá presentarse al Consejo de Alta Dirección Pública. Sin perjuicio de lo anterior, todos los directores de la Empresa deberán presentar las declaraciones de patrimonio e intereses a que se refiere el capítulo 1° del título II de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, en los términos y plazos ahí establecidos. 


Los directores durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser renovados inmediatamente por un nuevo período por una única vez. El directorio se renovará por parcialidades, y no podrá ser revocado en su totalidad. Si alguno de los directores cesare en sus funciones antes de cumplirse el período respectivo, se procederá a designar por el período restante a el o los nuevos directores que corresponda en la misma forma y sujeto al procedimiento previsto en este artículo, según si el director que ha cesado en su cargo era uno de los directores a los que se refieren las letras a), b) o c) del inciso segundo precedente. En el caso de los directores a que se refiere la letra c), el directorio deberá convocar y los trabajadores de la Empresa y sus filiales deberán presentar su propuesta en los plazos dispuestos en la letra c). En el caso de los directores a que se refiere la letra b) del inciso segundo, el Consejo de Alta Dirección Pública deberá presentar al Presidente de la República la respectiva terna dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo.


El Presidente de la República designará de entre los miembros del directorio a su presidente. En su ausencia, asumirá como presidente de éste uno de los directores elegido por el propio directorio de entre los señalados en la letra a) del inciso segundo.


El directorio podrá sesionar con la asistencia de cuatro miembros. Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes. En caso de empate, dirimirá el voto de quien presida la sesión. 


Los directores deberán abstenerse de votar en aquellos casos en que tengan interés, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas. 


Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida y revisada por el Ministerio de Hacienda, con una periodicidad no superior a dos años. En la determinación de las remuneraciones y sus revisiones, el Ministro de Hacienda podrá considerar la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que deberá estar integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Director de Presupuestos, de director o gerente general de la Empresa, o profesionales que se hayan desempeñado como directivos de la Dirección Nacional del Servicio Civil. La comisión deberá formular propuestas de determinación o revisión de remuneraciones, según corresponda, considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado. Asimismo, en las remuneraciones que propongan podrá incluir componentes asociados a la asistencia a sesiones, a la participación en comités, y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa. Los directores no podrán recibir remuneraciones u honorarios de la Empresa por servicios profesionales distintos de los contemplados en la propuesta de la comisión antes señalada.


Los directores estarán obligados a guardar reserva absoluta de los negocios de la Empresa y sus filiales, y de la información a que tengan acceso en relación con ellas en razón de su cargo, especialmente si se trata de información que pueda calificarse de comercialmente sensible o pueda lesionar sus legítimos intereses comerciales o financieros, siempre que no haya sido divulgada oficialmente por estas empresas o estén obligados a entregarla por mandato legal.


Para el caso del literal a) del presente artículo, uno de los directores deberá ser de un sexo diferente del otro.


Los directores, con posterioridad a su nombramiento, se deben a los intereses de la Nación, de la Empresa y a lo prescrito por las leyes.


3. Intercálanse, a continuación del artículo 3, los siguientes artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11 y 12, nuevos, pasando los actuales artículos 4, 5, 6, 7 y 8 a ser 13, 14, 15, 16 y 17, respectivamente:


“Artículo 4.- Para la elaboración y presentación de la propuesta de los trabajadores referida al nombramiento del director señalado en el literal c) del artículo precedente, se aplicarán las siguientes reglas:


a) En la elaboración y presentación de la propuesta participarán todos los trabajadores de la Empresa, a través de las federaciones de trabajadores que existan en ella, de los sindicatos de trabajadores y sus filiales en Chile que no estén afiliados a una federación y de los trabajadores que no tengan afiliación sindical. 


b) El proceso de elección de la persona que será propuesta como director al Presidente de la República se iniciará con el envío de una comunicación de la gerencia general de la Empresa a las organizaciones sindicales y a los trabajadores de la Empresa. En ella se convocará a las federaciones y a los sindicatos no federados para que presenten sus candidaturas en el plazo máximo de treinta días, contado desde esa comunicación. Los trabajadores sin afiliación sindical dispondrán del mismo plazo para presentar candidatos de conformidad con las reglas y requisitos señalados posteriormente.


c) La comunicación de la gerencia general deberá ser enviada no antes de noventa ni después de sesenta días anteriores a la fecha en que los trabajadores deban efectuar la presentación de su propuesta al Presidente de la República. 


La comunicación referida informará la fecha en que se realizará la elección, la que en todo caso deberá celebrarse dentro de los veinte días siguientes al vencimiento del plazo para la entrega  de la nominación de candidatos. En esta misma comunicación la Empresa designará un  ministro de fe para el proceso eleccionario, pudiendo recaer esta designación en un notario público, en un oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación o en un inspector del trabajo. Esta comunicación deberá ser informada por medios amplios y generales.


d) El ministro de fe designado establecerá las normas aplicables al proceso eleccionario dentro de los diez días siguientes a su nombramiento. Deberá establecer, entre otras materias, los locales de votación, la forma en que se emitirán los sufragios y los mecanismos de presentación y resolución de las reclamaciones. 


e) La designación de los candidatos de las federaciones y de los sindicatos no federados se sujetará a las disposiciones que establezcan sus estatutos. Si éstos nada dijeren, se aprobarán por mayoría absoluta, en asamblea convocada a este efecto y ante un ministro de fe designado de conformidad con el artículo 218 del Código del Trabajo.


f) Los trabajadores sin afiliación sindical comunicarán a la gerencia general de la Empresa sus candidatos, los que deberán contar con el patrocinio de al menos el 35% de los trabajadores no sindicalizados.


g) Una vez vencido el plazo para la recepción de las candidaturas, la gerencia general comunicará a las organizaciones sindicales y a los trabajadores de la Empresa el listado de los candidatos y convocará a una elección a desarrollarse en un solo día hábil. Esta comunicación deberá ser autorizada por el ministro de fe. Al proceso de elección concurrirán las federaciones, los sindicatos de trabajadores no federados y los trabajadores sin afiliación sindical. La Empresa velará porque el proceso de campaña y de votación se realice con transparencia, información y amplia participación. 


h) Durante la elección, las federaciones de trabajadores y los sindicatos de trabajadores no afiliados a una federación emitirán sus preferencias con la cantidad de votos equivalentes al número de afiliados a la respectiva organización, determinados de acuerdo a las nóminas de trabajadores que se entregan a la Empresa para efectos del descuento de la cuota sindical, lo que será certificado en forma previa a la elección por la gerencia de recursos humanos de la Empresa o quien haga sus veces. Las preferencias de las federaciones y los sindicatos no federados serán determinadas de acuerdo a las disposiciones que establezcan sus estatutos. Si éstos nada dijeren, se aprobarán por mayoría absoluta, en asamblea convocada al efecto y ante un ministro de fe. Los trabajadores sin afiliación sindical emitirán sus preferencias en forma personal, en una votación secreta que será organizada por la Empresa.


i) Una vez realizado el acto eleccionario y determinado el candidato que obtuvo el mayor número de preferencias, el ministro de fe levantará un acta y remitirá los antecedentes y resultados de la elección al presidente del directorio de la Empresa, quien en base a estos antecedentes comunicará al Presidente de la República la propuesta de director formulada por los trabajadores.


Artículo 5.- Sólo podrán ser nombrados directores de la Empresa las personas que cumplan a lo menos con los siguientes requisitos:


a) No haber sido condenado ni encontrarse acusado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, ni haber sido condenado por delito tributario o contemplado en la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, o violencia intrafamiliar constitutiva de delito conforme a la ley N° 20.066, ni tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, ni haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal, ni haber sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador o representante legal de la persona, natural o jurídica, efectivamente sancionada, de conformidad con lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que Fija Normas para la Defensa de la Libre Competencia, ni haber sido sancionado por la Superintendencia de Valores y Seguros, dentro de los cuatro años inmediatamente anteriores a su nombramiento, por infracción a los deberes de director contemplados en la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas.


b) Estar en posesión del grado académico de licenciado o de un título profesional de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos ocho años, continuos o no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas públicas o privadas con ingresos anuales por ventas y servicios promedio mayores a los de las empresas medianas, según se define en el inciso segundo del artículo 2 de la ley N° 20.416, los últimos dos años comerciales, o en cargos de primer o segundo nivel jerárquico en servicios públicos. Este requisito no será aplicable al director designado de conformidad con la letra c) del inciso segundo del artículo 3, en tanto sea un trabajador de la Empresa o sus filiales, cuya antigüedad laboral sea de a lo menos un año.


c) No tener dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que su consumo tenga por fundamento un tratamiento médico.


d) No haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley N° 18.046 en alguna de las empresas del Estado o de las empresas con participación estatal o de sus filiales o coligadas, entendiéndose por estas últimas, para efectos de esta ley, aquéllas en que ENAP tenga el 50% o más de participación societaria.


El director que deje de cumplir con alguno de los requisitos señalados en el inciso anterior se considerará inhábil para desempeñar el cargo.


Artículo 6.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, no podrán ser nombrados directores de la Empresa las personas que se indican a continuación:


a) Los senadores y diputados. 


b) Los ministros de Estado, subsecretarios, jefes de servicio o de instituciones autónomas del Estado, embajadores, intendentes, gobernadores y secretarios regionales ministeriales.


c) Los presidentes, vicepresidentes, secretarios generales, miembros de los tribunales internos o tesoreros de las directivas centrales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos y de las organizaciones gremiales y sindicales, o quienes hayan ejercido cualquiera de estos cargos en los últimos doce meses anteriores a la designación, salvo en el caso del director señalado en la letra c) del inciso segundo del artículo 3 respecto de las organizaciones sindicales de la Empresa.


d) Los alcaldes, concejales y los miembros de los consejos regionales.


e) Los candidatos a alcalde, concejal, consejero regional o parlamentario, desde la declaración de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección. 


f) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, sus filiales o coligadas.


g) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, así como sus directores, gerentes, ejecutivos principales y administradores. 


h) Quienes posean participación simultánea en cargos ejecutivos o de director en una o más empresas competidoras de ENAP, siempre que el grupo empresarial al que pertenezca cada una de las referidas empresas competidoras haya tenido en el último año calendario ingresos anuales por ventas y servicios promedio mayores a los de las empresas medianas, según se definen en el inciso segundo del artículo 2 de la ley N° 20.416.


i) El gerente general u otros trabajadores de la Empresa o de sus filiales o coligadas, con excepción del director señalado en la letra c) del inciso segundo del artículo 3.


Se considerará causal de incompatibilidad de un director el que adquiera cualquiera de las calidades señaladas en este artículo o no cumpla alguno de los requisitos indicados en las letras a), c) y d) del artículo precedente.


Artículo 7.- Únicamente serán causales de cesación en el cargo de director las siguientes: 


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado.


b) Renuncia presentada ante el directorio de la Empresa.


c) Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño del cargo.


d) Incurrir en alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad.


e) Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del directorio en un año calendario.


f) Haber incluido maliciosamente datos inexactos o haber omitido maliciosamente información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en la declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades a las que se refiere el artículo 3.


g) Haber intervenido o votado en acuerdos que incidan en operaciones en las que él, su cónyuge, conviviente civil, o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un interés de carácter patrimonial.


h) Haber infringido alguna de las prohibiciones o incumplido alguno de los deberes a que se refiere la ley N° 18.046.


i) Haber infringido el deber de reserva establecido en el artículo 3.


j) Haber votado favorablemente acuerdos de la Empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal que le es aplicable o que le causen daño patrimonial significativo a ésta.


La remoción de los directores designados conforme a lo establecido en las letras b) y c) del inciso segundo del artículo 3, que hubieren incurrido en alguna de las causales de las letras c), d), e), f), g), h), i) y j) anteriores, se efectuará, fundadamente, por el Presidente de la República. 


Tratándose de los directores designados de conformidad con lo establecido en la letra a) del inciso segundo del artículo 3, su remoción se efectuará por el Presidente de la República, sin expresión de causa.


Artículo 8.- El directorio deberá constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del directorio de constituir otros comités para los fines que estime necesarios, en especial, comités relacionados y enfocados en materias de auditoría, gestión financiera, contratos e inversiones, remuneraciones  y compensaciones, seguridad y salud laboral y relación de la Empresa con el medioambiente.


El comité de directores obligatorio a que se refiere el inciso precedente deberá estar integrado a lo menos por un director de los nombrados de conformidad con lo previsto en la letra b) del inciso segundo del artículo 3. En el evento que el director precitado cesare en su cargo antes de terminar su período será reemplazado, en tanto se nombre el nuevo director que lo sustituirá, por otro director elegido por el directorio.


Los demás comités podrán estar integrados por cualquiera de los directores nombrados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.


Artículo 9.- Antes del 30 de marzo de cada año, el directorio presentará a la junta o a quienes se les hayan delegado las atribuciones o facultades señaladas en el artículo 14, una propuesta de plan de desarrollo y negocios de la Empresa para el próximo quinquenio, a fin de que sea considerado y aprobado total o parcialmente, o rechazado en su caso, antes del 30 de junio del año respectivo. La aprobación o rechazo se materializará mediante un oficio conjunto de los ministerios de Hacienda y de Energía. El plan de desarrollo y negocios considerará a lo menos los objetivos y metas de rentabilidad de la Empresa y los planes de inversión y de desarrollo. Asimismo, contemplará la política y eventual necesidad de endeudamiento de la Empresa, el programa de disposición de activos y de unidades de negocios no esenciales, la política de traspaso o de capitalización de utilidades, si las hubiere; los planes de asociación y expansión societaria, y los requerimientos de transferencias fiscales a la Empresa, si fueren necesarios. En el evento que el plan de desarrollo y negocios requiera un cambio en la estructura de capital vigente de la Empresa, los ministros de Hacienda y de Energía, con el apoyo de la Dirección de Presupuestos, mediante una resolución conjunta dictada a más tardar el 30 de junio del año respectivo, deberán ratificar total o parcialmente dicho plan, pronunciándose respecto de los efectos de ese cambio, así como de los requerimientos de transferencias de recursos y de endeudamiento contenidos en el plan.


En caso que el plan de desarrollo y negocios considere operaciones de apoyo a políticas públicas que impliquen, directa o indirectamente, requerimiento de aporte fiscal, deberá contener un análisis de los respectivos fines, objetivos e instrumentos a utilizar. Con todo, los requerimientos fiscales deberán ser autorizados previamente por el Ministerio de Hacienda, sea por requerir recursos ya contemplados o por contemplar en la Ley de Presupuestos, o por aplicación de excedentes o utilidades de la Empresa. Para la implementación de las operaciones antes mencionadas, ENAP deberá crear los sistemas de información necesarios, destinados a identificar los costos e ingresos asignables a las mismas, así como reunir información detallada sobre la naturaleza y alcance de tales obligaciones y responsabilidades, a objeto de permitir evaluaciones periódicas. 


La junta, o a quienes se hayan delegado las atribuciones o facultades señaladas en el artículo 14, podrán solicitar en cualquier momento después de aprobado el plan, los informes de avance y los resultados económicos sobre el plan de desarrollo y negocios que se hubiere presentado.


La información sobre el estado de avance y los resultados económicos del plan de desarrollo y de negocios, cada vez que sean requeridos en conformidad con el inciso precedente, deberán ser remitidos a las comisiones de Minería y Energía de la Cámara de Diputados y del Senado, de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 18.918, orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Artículo 10.- En la designación de las personas que ejerzan los cargos de gerente general y demás ejecutivos principales de la Empresa, y en la de directores y ejecutivos principales de las empresas filiales y coligadas, deberá observarse lo dispuesto en los artículos 5 y 6, salvo en lo referido a la experiencia profesional o laboral, la que será de a lo menos cinco años en los cargos o funciones que se consideren en los perfiles definidos para desempeñar los cargos.


A los directores de las empresas filiales y coligadas les serán aplicables, en lo que corresponda, todas las normas que esta ley establece para los directores de la Empresa, y sus remuneraciones se fijarán por el directorio de ENAP, debiendo someterse a la aprobación del Ministerio de Hacienda, el que podrá considerar para esta aprobación las recomendaciones de remuneraciones que se hagan en conformidad con lo establecido en el inciso octavo del artículo 3.


Artículo 11.- A la Empresa le serán aplicables las normas presupuestarias, de inversiones y de deuda que rigen a las empresas públicas, en particular, los artículos 11 de la ley N° 18.196, 68 de la ley N° 18.591, 24 de la ley N° 18.482, 3 del decreto ley N° 1.056, de 1975, y 29 y 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975. 


La Empresa deberá enviar a la Dirección de Presupuestos, con copia a los ministros de Hacienda y Energía, la estimación fundada de los resultados para el próximo ejercicio presupuestario anual, y, asimismo, cualquier otro antecedente necesario para la preparación de los presupuestos de la Nación. Dicha información se remitirá en el plazo que al efecto fije el Ministro de Hacienda.


Artículo 12.- Los ministerios de Energía y de Hacienda aprobarán, por decreto supremo conjunto, los estatutos de la Empresa y sus modificaciones.”.


4. Modifícase el artículo 4, que ha pasado a ser 13, en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse en el inciso primero las expresiones “Directorio” y “Gerente” por “directorio” y “gerente general”, respectivamente.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Al gerente general le serán aplicables las normas sobre responsabilidad, atribuciones, deberes, derechos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades establecidas para los gerentes en la ley Nº 18.046, como asimismo, las inhabilidades e incompatibilidades que establece la presente ley para los directores.”. 


c) Reemplázanse en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, las expresiones “Gerente” y “Directorio” por “gerente general” y “directorio”, respectivamente.


d) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“En caso que el gerente general se encuentre ausente o en la imposibilidad de ejercer su cargo, el directorio, a propuesta de aquél, deberá aprobar la designación del gerente o ejecutivo que lo subrogará en sus funciones.”.


5. Sustitúyese el artículo 5, que ha pasado a ser 14, por el siguiente:


“Artículo 14.- En todo lo que no se oponga a los términos de esta ley y a la naturaleza pública de la Empresa, corresponderá al Presidente de la República ejercer las atribuciones y funciones que la ley Nº 18.046 confiere a los accionistas y a las juntas de accionistas, que para efectos de la presente ley corresponden a “la junta”. 


En conformidad con lo señalado precedentemente, la junta de accionistas examinará la situación de la sociedad; designará una empresa de auditoría externa con el objeto de examinar la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros de la sociedad; celebrará juntas extraordinarias, cuando así lo exijan las necesidades sociales, para decidir respecto de cualquier materia que la ley o los estatutos entreguen al conocimiento de la junta; y aprobará o rechazará el plan de desarrollo y negocios, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 8, o revisará la ejecución del plan de negocios.


El Presidente de la República podrá delegar en los ministros de Hacienda y de Energía, total o parcialmente, las atribuciones y facultades a las que se refiere el inciso anterior, así como las demás establecidas en la presente ley. 


Para el ejercicio de las facultades y atribuciones a que se refiere el presente artículo, el Presidente de la República o los ministros señalados, en su caso, podrán hacerse asesorar por organismos o entidades del sector público, en particular por la Dirección de Presupuestos. Aquellas entidades estarán facultadas, para este solo efecto, al igual que los ministros de Hacienda y de Energía, para solicitar a la Empresa todos los antecedentes que sean necesarios, sin perjuicio del resguardo que para dicho efecto deberán cumplir esas instituciones respecto de la información sensible o estratégica.


6. Derógase el artículo 9.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las modificaciones introducidas por la presente ley en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo, comenzarán a regir el primer día del mes siguiente a aquél en el que se cumplan noventa días desde su publicación en el Diario Oficial. 


Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, para efectos del nombramiento del primer directorio de la Empresa, en los términos que regula la modificación introducida por el numeral 2) del artículo único de esta ley, el Consejo de Alta Dirección Pública presentará al Presidente de la República, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial, las ternas a que se refiere la letra b) del inciso segundo del artículo 3. Dentro del mismo plazo corresponderá efectuar la propuesta del director representante de los trabajadores de la Empresa, en los términos previstos en la letra c) del precitado inciso. 


Artículo segundo.- Mientras no se encuentre constituido el directorio de la Empresa de acuerdo a lo dispuesto en la modificación introducida por el numeral 2) del artículo único de la presente ley, su administración continuará radicada en el actual directorio, conformado de acuerdo con lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo. 


Artículo tercero.- Para los efectos de la renovación parcial del directorio a que se refiere el artículo 3 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 9.618, los miembros del primer directorio de la Empresa, designados de conformidad con ese artículo, durarán en sus cargos hasta las fechas que a continuación se indican, sin perjuicio que podrán ser designados por un nuevo período, por una sola vez:


a) Todos los directores a que hace referencia la letra a) del inciso segundo del artículo 3 durarán en sus cargos hasta el día 1 de abril de 2018.


b) Dos de los directores a que hace referencia la letra b) y el director a que se refiere la letra c) del inciso segundo del artículo 3 durarán en sus cargos hasta el día 1 de abril de 2019. 


c) Dos de los directores a que hace referencia la letra b) del inciso segundo del artículo 3 durarán en sus cargos hasta el día 1 de abril de 2020.


El Presidente de la República, en el decreto de nombramiento que corresponda, deberá indicar, entre otros aspectos, la individualización de cada director y el plazo por el cual ha sido nombrado, y señalar al director que se desempeñará como Presidente del directorio.


Artículo cuarto.- En tanto no se determinen las remuneraciones para los nuevos directores de la Empresa, de conformidad con lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 3 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 9.618, introducido por la presente ley, los nuevos directores percibirán las remuneraciones que se establecen a continuación:


a) Una remuneración mensual bruta equivalente a 26 unidades tributarias mensuales, por concepto de su participación en sesiones del directorio. El presidente del directorio percibirá una remuneración mensual bruta única e incompatible con la anterior, equivalente a 52 unidades tributarias mensuales.


Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en el párrafo anterior, se requerirá la asistencia del director como mínimo a una reunión de directorio durante el mes respectivo. 


b) Los directores que deban integrar un comité de directores, sea que se trate del establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 o de cualquier otro que se constituya por acuerdo del directorio, recibirán una remuneración mensual bruta adicional equivalente a 8 unidades tributarias mensuales por su participación en éstos. 


c) Quien presida el comité de directores establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 recibirá una remuneración mensual bruta equivalente a 16 unidades tributarias mensuales, incompatible con la señalada para sus demás integrantes. 


Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en las letras b) y c) precedentes, se requerirá la asistencia del director a una reunión de comité durante el mes respectivo, como mínimo. 


No se pagará por la asistencia a más de una sesión de directorio o comité en el mes.


Artículo quinto.- Dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley se deberá dictar el decreto supremo que adapte a ella los estatutos de la Empresa.


Artículo sexto.- Autorízase, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley y hasta los doce meses siguientes, al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe aportes extraordinarios de capital por un monto de hasta 400.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en moneda nacional, a la Empresa Nacional del Petróleo, en una o más transferencias, las que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, sean estos en moneda nacional o en moneda extranjera.


Con todo, la Empresa Nacional del Petróleo deberá enviar a las comisiones de Minería y Energía y de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, un informe anual respecto de los recursos que se le transfieren en virtud de esta ley, de la rentabilidad obtenida en sus respectivos proyectos de inversión, todo de acuerdo a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.”.
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 21 de diciembre de 2016; 4, 11 y 18 de enero, y 1 y 8 de marzo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señora Isabel Allende Bussi (Presidenta) y señores Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro Guillier Álvarez, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.





Sala de la Comisión, a 10 de marzo de 2017.
(Fdo.) Ignacio Vásquez Caces, Secretario. 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “PROTOCOLO DE ASUNCIÓN SOBRE COMPROMISO CON LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DEL MERCOSUR”, SUSCRITO EN ASUNCIÓN, REPÚBLICA DEL PARAGUAY, EL 20 DE JUNIO DE 2005

(10.994-10)




Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 21 de octubre de 2016.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 10 de enero de 2017, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director de Derechos Humanos, señor Hernán Quezada.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





b) Acuerdo de Complementación Económica Chile MERCOSUR y sus Protocolos, promulgado por decreto supremo Nº 411, de 30 de septiembre de 1996, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 4 de octubre de 1996.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Mensaje señala que el 21 de diciembre de 2015, en la XLIX Reunión Ordinaria del Consejo del Mercado Común y Cumbre de Jefes de Estado, se adoptó la “Declaración Especial sobre el Protocolo de Asunción sobre el Compromiso con la Promoción y Protección de los Derechos Humanos en el MERCOSUR”, por los Presidentes de los Estados Partes y Estados Asociados, con la finalidad de fortalecer la institucionalidad del MERCOSUR en el ámbito de los derechos humanos.





Agrega que, en este contexto, el Protocolo de Asunción sobre Compromiso con la Promoción y Protección de los Derechos Humanos del MERCOSUR contribuye a fortalecer sustancialmente la cooperación entre los Estados Partes y Asociados en materia de derechos humanos, y constituye un espacio de diálogo político y temático de trascendental importancia, que permite avanzar sobre las políticas públicas nacionales y regionales, y de integración en la materia.





Asimismo, el Ejecutivo expresa que se reafirma la plena vigencia de las instituciones democráticas y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, manifestando el compromiso con la vigencia del sistema democrático y del Estado de Derecho, partiendo del valor supremo de la promoción y protección de los derechos humanos, lo que es plenamente coincidente con la política del Estado de Chile en esta materia. Añade que, en consecuencia, el contenido del Protocolo está en sintonía con acuerdos y compromisos anteriores adoptados nuestro país en materia de fortalecimiento y preservación de la democracia y sus instituciones.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 28 de noviembre de 2016, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión de fecha 20 de diciembre de 2016 y aprobó el proyecto, por la unanimidad de sus integrantes presentes.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 4 de enero de 2017, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (105 votos a favor).





4.- Instrumento Internacional.- El Acuerdo consta de un Preámbulo y nueve artículos.





En el Preámbulo las Partes reafirman los principios y objetivos de diversos instrumentos internacionales, en relación al compromiso con la democracia. Asimismo, reconocen la universalidad, la indivisibilidad, la interdependencia e interrelación de todos los derechos humanos, sean derechos económicos, sociales, culturales, civiles o políticos.





Finalmente, reiteran la Declaración Presidencial de Puerto Iguazú del 8 de julio de 2004, en la que los Presidentes de los Estados Partes del MERCOSUR destacaron la alta prioridad que le asignan a la protección, promoción y garantía de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas que habitan el MERCOSUR, concluyendo que la vigencia del orden democrático constituye una garantía indispensable para el ejercicio efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales, y que toda ruptura o amenaza del normal desarrollo del proceso democrático en una de las Partes pone en riesgo el goce efectivo de los derechos humanos.





El artículo 1 consagra que la plena vigencia de las instituciones democráticas y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales son condiciones esenciales para la vigencia y evolución del proceso de integración entre las Partes.





Seguidamente, el artículo 2 prevé que, a través de los mecanismos institucionales establecidos en el MERCOSUR, las Partes cooperarán mutuamente para la promoción y protección efectiva de los derechos humanos y libertades fundamentales.





El artículo 3 dispone que el Protocolo se aplicará en caso de que se registren graves y sistemáticas violaciones de los derechos humanos y libertades fundamentales en una de las Partes en situaciones de crisis institucional o durante la vigencia de estados de excepción previstos en los ordenamientos constitucionales respectivos y, a tal efecto, las demás Partes promoverán las consultas pertinentes entre sí y con la Parte afectada. 





Por su parte, el artículo 4 prescribe que en el caso que las consultas mencionadas anteriormente resultaren infructuosas, las demás Partes considerarán la naturaleza y el alcance de las medidas a aplicar, teniendo en cuenta la gravedad de la situación existente. Dichas medidas abarcarán desde la suspensión del derecho a participar en los distintos órganos del proceso de integración, hasta la suspensión de los derechos y obligaciones emergentes del mismo.





El artículo 5 preceptúa que las medidas indicadas serán adoptadas por consenso por las Partes, comunicadas a la afectada, que no participará en el proceso decisorio pertinente, y entrarán en vigencia en la fecha en que se realice la comunicación respectiva a la Parte afectada.





A continuación, el artículo 6 señala que las medidas aplicadas cesarán a partir de la fecha de comunicación a dicha Parte de que las causas que las motivaron fueron subsanadas. Dicha comunicación será transmitida por las Partes que adoptaron tales medidas.





El artículo 7 dispone que el Protocolo se encuentra abierto a la adhesión de los Estados Asociados al MERCOSUR.





Luego, el artículo 8 señala que el presente Protocolo entrará en vigor treinta días después del depósito del instrumento de ratificación por el cuarto Estado Parte del MERCOSUR.





Finalmente, el artículo 9 prescribe que la República del Paraguay será depositaria del presente Protocolo y de los respectivos instrumentos de ratificación, debiendo notificar a las Partes la fecha de los depósitos de esos instrumentos y de la entrada en vigor del Protocolo, así como enviarles copia debidamente autenticada del mismo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, colocó en discusión el proyecto.





El Director de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Hernán Quezada, señaló que el Protocolo en estudio fue aprobado el año 2005 por los Estados Partes del Mercosur: Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. Añadió que el artículo 7 del mismo permite que los Estados asociados, como es el caso de Chile, puedan adherir al Acuerdo.





Explicó que el Protocolo se inserta, al igual que textos similares de OEA y UNASUR, en la defensa de los principios democráticos y el respeto de los derechos humanos. Precisó que se establece un mecanismo de consultas en caso de registrarse graves y sistemáticas violaciones de los derechos y libertades fundamentales en una de las Partes en situación de crisis institucional o durante la vigencia de estados de excepción.





Agregó que las referidas consultas, entre los Estados Partes y la Parte afectada, tienen por finalidad restablecer los derechos y las libertades amenazadas. Añadió que si ellas resultan infructuosas, las demás Partes pueden adoptar medidas, las cuales van desde la suspensión del derecho a participar en los órganos del Mercosur, hasta la suspensión de los derechos y obligaciones emergentes del mismo.





Manifestó que todo ello tiene como base el respeto de los derechos humanos, pues es una condición esencial en el proceso de integración.





A continuación, el Honorable Senador señor Chahuán indicó que el Protocolo va en la dirección correcta. Sin embargo, observó que ante situaciones de violaciones a los derechos humanos, como en Venezuela y Cuba, espera de la Cancillería una actitud más resolutiva. Añadió que el caso del periodista chileno Braulio Jatar, detenido en Venezuela, requiere de acciones más enérgicas de parte del Ministerio de Relaciones Exteriores, pues hasta el momento, según expresa la familia del afectado, nada se ha logrado.





Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier afirmó que una actitud concertada de la comunidad internacional ayuda a la protección de los derechos humanos, tal como ocurrió en los años del régimen militar en Chile.





Recordó que en el campo de los derechos humanos es muy importante avanzar, como lo fue, por ejemplo, la redacción de la cláusula democrática en UNASUR, surgida en el seno de la Comisión. Por ello, destacó este Protocolo, pues permite agregar la protección de los derechos humanos a un organismo que nació como una integración política y económica. Además, porque aprueba sanciones en caso de infracción.





A su vez, el Honorable Senador señor Larraín compartió los comentarios anteriores. También valoró el aporte de la Comisión en la protección de la democracia y de los derechos humanos, como fue el caso del acuerdo para incluir la cláusula democrática en UNASUR.





También hizo suyas las palabras del Honorable Senador señor Chahuán, en el sentido de que, a veces, es difícil la operatividad de estas normas, por ejemplo, las de la OEA, con la salvedad de las actuaciones del Secretario General en el caso venezolano.





Luego, preguntó por qué se demoró tanto en ser tramitado el Protocolo, quienes lo han firmado y cómo se aplica, si existe distinción entre los miembros originales y los asociados.





El Director de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Hernán Quezada, respondió que el Protocolo efectivamente fue firmado el año 2005, pero desconoce las razones de la demora en ser tramitado.





Luego, contestó que lo han firmado Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. Añadió, por último, que no existen diferencias entre los Estados Partes y los asociados para la aplicación del mismo.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín, Letelier y Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo de Asunción sobre Compromiso con la Promoción y Protección de los Derechos Humanos del MERCOSUR”, suscrito en Asunción, República del Paraguay, el 20 de junio de 2005.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 7 de marzo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.





Sala de la Comisión, a 7 de marzo de 2017.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR DE URRESTI, SEÑORAS MUÑOZ, LILY PÉREZ Y SEÑORES CHAHUÁN, ESPINA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, HARBOE, HORVATH, MONTES, NAVARRO, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, QUINTANA, QUINTEROS, ROSSI, TUMA, Y ZALDÍVAR, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, SE SIRVA ADOPTAR LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA PROTEGER Y CONSERVAR LA ESPECIE ARAUCARIA ARAUCANA, CONJUNTAMENTE CON DESTINAR RECURSOS PARA EL DESARROLLO DE UN PLAN DE MONITOREO 

(S 1.918 -12)
Considerando:

1. Que la Araucaria araucana es una de las especies más longevas del planeta, pudiendo superar los mil años. También conocida como pehuén por los mapuches, quienes recolectan su fruto, el piñón, es una especie arbórea endémica de los bosques subantárticos. Fue declarada Monumento Natural en 1990 por DS Nº43 de Agricultura, gracias a la defensa que de ella hicieron comunidades pehuenches, frente a la amenaza de iniciativas de explotación. Fue clasificada en la categoría de “Vulnerable” mediante DS Nº51, de Segpres, de 2008.

2. Que desde hace casi un año, Conaf dio la alarma sobre el visible deterioro que estaban sufriendo las araucarias en el sur de Chile. Los síntomas de esta extraña “enfermedad” son la pérdida de color verde de las hojas en las ramas inferiores, las que pasan a un color café y se secan. Luego, se sigue secando hacia las ramas superiores, causando en muchos casos la muerte del árbol. Respecto al alcance de los daños en el territorio, las cifras van de 50% a 80% en los sectores más afectados, hasta sitios donde todos los individuos se encuentran sanos.
3. Que en un reciente estudio que buscaba establecer las causas que han generado el deterioro de las araucarias en el sur del país, científicos de la Universidad Austral de Chile y del Centro de Investigación en Ecosistemas Patagónicos, liderados por el Dr. Mylthon Jiménez, investigador del Instituto de Ciencias Ambientales y Evolutivas de la UACh y la Dra. Frida Piper, han encontrado pruebas de que las araucarias del Parque Nacional Conguillío, en particular, se encuentran en un importante estado de déficit energético, el que sería responsable de generar en ellas el deterioro de sus funciones. 
3. Que los investigadores, que llevan varios años estudiando los efectos del cambio climático sobre las especies del bosque nativo del sur de Chile, analizaron las reservas de carbohidratos en los tejidos de araucaria que presentaban importantes daños en su follaje y los compararon con los carbohidratos de individuos sanos. El análisis arrojó, que los árboles enfermos presentan niveles muy por debajo de los árboles saludables, indicando que carecen de las reservas energéticas necesarias para vivir. 

4. Que bajo condiciones de sequía, muchas plantas cierran sus estomas (poros en las hojas) para evitar deshidratarse. Sin embargo, las plantas no pueden hacer fotosíntesis con los estomas cerrados, es decir no pueden fabricar su alimento. Por ello recurren a sus reservas, para poder mantenerse vivas durante la sequía. Si la sequía dura varios años, como ha ocurrido en el centro sur de Chile, los árboles se encuentran en un punto crítico, en que aún no pueden hacer fotosíntesis y, al mismo tiempo, se han gastado todas sus reservas. De esta forma comienza el deterioro de los tejidos del árbol, se secan hojas y ramas, y el árbol puede incluso llegar a morir de no cambiar las condiciones ambientales. 
5. Que durante la última década, ha aumentado considerablemente el reporte de mortalidad masiva de árboles en todo el mundo, a consecuencia de la sequía producida por el cambio climático. En nuestro país no se había hecho evidente este fenómeno hasta ahora. Si bien el “régimen de hambre” puede llegar causar la muerte de cientos de hectáreas de bosques, hoy no tenemos evidencia que esto pueda ocurrir, sin embargo existe preocupación e incertidumbre respecto a lo que ocurrirá con araucaria y otras especies, ya que todos los modelos climáticos indican que los periodos de sequía serán cada vez más frecuentes e intensos en el país.
6. Que nos enfrentamos a nuevos escenarios climáticos que alteran procesos ecológicos básicos sumamente relevantes para la estabilidad de los ecosistemas. Estos están teniendo efectos aún no dimensionados sobre nuestros bosques nativos y los servicios que estos nos proveen. Es necesario incorporar rápidamente estos nuevos fenómenos y procesos a la lista de amenazas para la biodiversidad del país y los sistemas productivos, con el fin de establecer estrategias de mitigación y adaptación que incorporen la realidad local del territorio.
7. Que las araucarias son fósiles prehistóricos y el bosque más antiguo en su origen sobre el planeta, un patrimonio natural incalculable que sólo existe en Chile, y una menor parte en Argentina. Por ello, científicos de la U. de La Frontera han planteado al Ministerio de Medio Ambiente iniciar el proceso de modificación al estado de conservación de la araucaria, de “especie vulnerable” al de “especie en peligro de extinción”, aunque de hecho, la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN), ya la tiene incluida en su lista roja de especies en peligro de extinción, a diferencia de Chile.

8. Que el gobierno y los científicos de la Ufro coinciden en los dos factores que en los últimos años han puesto en grave peligro la capacidad de regeneración y repoblamiento de esta especie milenaria: por una parte están los grandes incendios como el de Malleco (2002) o el de la Reserva Nacional  China Muerta (2015), donde miles de araucarias fueron arrasadas. Sólo en China Muerta, 500 mil araucarias desaparecieron. Y por otra parte, la  cosecha indiscriminada de su semilla (piñón o pehuén) por personas no mapuches. 

9. Que los piñones, base alimenticia de los pehuenches (gente del pehuén) en la alta cordillera, hoy pueden verse a granel en los supermercados del país. Sin embargo, su cosecha hoy en día no está regulada, y en la práctica cualquiera puede ingresar al bosque, “apalear” una araucaria, recoger sus piñones y venderlos. Las comunidades están preocupadas porque ancestralmente solo la han utilizado para subsistir, para alimentarse, no para lucrar.
10. Que del total de 253 mil hectáreas de araucarias, sólo un 48% está en áreas protegidas. Además, como especie primitiva le cuesta más competir con la flora moderna a la hora de repoblar, y aún más en terrenos estériles por efecto del fuego. Por eso, proteger el pehuén es clave, y en ese sentido debe regularse su cosecha estableciendo períodos de veda, igual que en Argentina, donde están todas protegidas en parques nacionales y sólo se puede cosechar 10 semanas al año,  con  cuotas por persona y  con métodos regulados para no dañar el árbol. 

El Senado acuerda:

Solicitar a la Presidenta Michelle Bachelet, pueda instruir a los ministros de Agricultura, de Medio Ambiente, de Bienes Nacionales, de Educación y de Hacienda, así como al Director Ejecutivo de la CONAF, para que se adopten todas las medidas administrativas necesarias para proteger de mejor manera y conservar la especie Araucaria y, entre otras acciones y políticas públicas, se destinen recursos para el diseño e implementación de un plan de monitoreo para la araucaria que permitan realizar un seguimiento permanente al estado de la especie en el territorio y se puedan establecer períodos de veda de la cosecha del piñón, con  cuotas por persona y con métodos regulados para no dañar el árbol, medida de la cual deben estar liberados los pehuenches.
(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador. Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.-Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UNA ASIGNACIÓN DE FORTALECIMIENTO DE REDES ASISTENCIALES PARA EL PERSONAL QUE INDICA
(11.015-11)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, iniciado en Mensaje de la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. El plazo vence el 13 de marzo curso.




Se hace presente que el proyecto no contiene normas que exijan un quórum especial de aprobación ni disposiciones que incidan en la organización o atribuciones de los tribunales de justicia.


Cabe señalar que por tratarse de un proyecto de ley con urgencia calificada de discusión inmediata, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión de Salud discutió la iniciativa en general y en particular. 
Por último, corresponde señalar que el proyecto de ley requiere informe de la Comisión de Hacienda, en cumplimiento de lo que disponen el artículo 17 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y el artículo 27 del Reglamento del Senado, pues impone gasto fiscal.

- - - - - - - -

OBJETIVOS Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El objetivo del proyecto de ley es otorgar una asignación de fortalecimiento, de carácter mensual, al personal de la Subsecretaría de Redes Asistenciales que indica.



La iniciativa de ley está conformada por cinco artículos permanentes y dos disposiciones transitorias.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

1.- Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley 
N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469.

2.- Decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

3.- Decreto ley N° 249, de 1973, que fija Escala Única de Sueldos para el personal que señala.

4.- Ley N° 19.185, que reajusta las remuneraciones del sector público, concede un aguinaldo de navidad y dicta otras normas de carácter pecuniario.

5.- Decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Salud, de 2001, que crea el establecimiento de salud de carácter experimental “Hospital Padre Alberto Hurtado”.

6.- Decreto con fuerza de ley N° 30, del Ministerio de Salud, de 2001, que crea el establecimiento de salud de carácter experimental “Centro de Referencia de Salud Peñalolén Cordillera Oriente”.

7.- Decreto con fuerza de ley N° 31, del Ministerio de Salud, de 2001, que crea el establecimiento de salud de carácter experimental “Centro de Referencia de Salud de Maipú”.

8.- Ley N° 19.966, que establece un régimen de garantías en salud.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje que dio inicio al presente proyecto de ley consigna que la normativa de salud establece la separación de la función asistencial respecto de la autoridad sanitaria. La función asistencial será ejercida por el personal de la Subsecretaría de Redes Asistenciales y comprende la articulación y desarrollo de la red asistencial del sistema. 

Teniendo en consideración lo anterior, agrega el Mensaje, el Gobierno, a través de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, en conjunto con la Subsecretaría de Redes Asistenciales, en el marco de la política de diálogo con sus trabajadores, estableció una mesa de trabajo con la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Salud (AFUMINSAL), producto de la cual se acordó el establecimiento de una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales y la fijación de un plan institucional y de rendición de cuentas, cuyo propósito es el fortalecimiento de la función de articulación de la red asistencial.
- - - - - - -

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO DE LEY 


La iniciativa de ley se estructura en siete artículos permanentes y dos transitorios.

- El artículo 1 establece una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales, a contar del primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Redes Asistenciales perteneciente a los estamentos de profesionales hasta el grado 5° inclusive, de técnicos, administrativos y auxiliares, regidos por el Estatuto Administrativo y por el decreto ley N° 249, de 1974, que Fija la Escala Única de Sueldos para el personal que señala.

- A su vez, el artículo 2 consigna que la asignación de fortalecimiento de redes asistenciales contendrá un componente fijo y uno proporcional.

El segundo inciso dispone que la asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

El inciso tercero hace presente que el personal que preste servicios por un lapso inferior a un mes tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.

- El artículo 3 prescribe que el componente fijo de la asignación ascenderá a cien mil pesos ($100.000) brutos mensuales.

El inciso segundo preceptúa que a contar del 1 de diciembre de 2019 el componente fijo se reajustará de conformidad con los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.

- El artículo 4, en tanto, dispone que el componente proporcional a que se refiere el artículo 2 será el 10% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:

a) Sueldo base. 

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.

c) Asignación del artículo 19 de la ley 
N° 19.185.

- El artículo 5 determina que la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir un plan institucional anual que contenga las principales líneas de acción, objetivos, indicadores y metas institucionales que deberán ser cumplidas durante el año calendario siguiente. Dicho plan contendrá, a lo menos, las siguientes materias: 

a) Inversión, fortalecimiento de la infraestructura, equipamiento y tecnología del nivel primario y hospitalario de los servicios de salud, incluidos los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos 29, 30 y 31, todos de 20001, del Ministerio de Salud.

b) Perfeccionamiento y control presupuestario y financiero de los servicios de salud, de las transferencias a la atención primaria de salud y a los establecimientos de salud de carácter experimental.

c) Gestión de los recursos humanos de la red asistencial.

d) Optimización progresiva del funcionamiento del régimen de Garantías Explícitas en Salud establecido por la ley 
Nº 19.966, considerando a los servicios de salud, a la atención primaria de salud y a los establecimientos de salud de carácter experimental.

El inciso segundo consigna que el plan institucional anual deberá ser enviado por la Subsecretaría de Redes Asistenciales a las comisiones de Salud y de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, en el mes de diciembre del año anterior al de su ejecución. 

Finalmente, el inciso tercero establece que durante marzo de cada año la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a las comisiones señaladas en el inciso anterior un informe de gestión que contenga el porcentaje de las metas cumplidas, los resultados obtenidos y las medidas correctivas y preventivas tomadas para el cumplimiento de los objetivos establecidos en el plan institucional anual del año anterior. Además, en julio de cada año la Subsecretaría deberá enviarles un informe de avance.

- El artículo primero transitorio indica que los componentes de la asignación de fortalecimiento de redes asistenciales se sujetarán a la progresión que a continuación se indica, para cada uno de los años y estamentos:

a) Desde el primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley y hasta el 30 de noviembre de 2017:
i. Componente fijo:
$50.000.- brutos mensuales para técnicos, administrativos y auxiliares.
$25.000.- brutos mensuales para profesionales hasta el grado 5° inclusive.
ii. Componente proporcional: 5% para técnicos, administrativos y auxiliares, y 4% para profesionales hasta el grado 5° inclusive.

b) A contar del 1 de diciembre de 2017, para los estamentos de técnicos, administrativos y auxiliares: 
i. Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales.
ii. Componente proporcional: 10%.
c) Desde el 1 de diciembre de 2017 y hasta el 30 de noviembre de 2018, para los profesionales hasta el grado 5° inclusive:
i. Componente fijo: $30.000.- brutos mensuales.
ii. Componente proporcional: 5%.

d) A contar del 1 de diciembre de 2018, para los profesionales hasta el grado 5° inclusive:
i. Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales. 
ii. Componente proporcional: 10%. 



- Por último, el artículo segundo transitorio dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.
- - - - - - -
DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


La asesora del Ministerio de Salud, señora Carolina Mora, explicó que el proyecto tuvo su origen en el acuerdo alcanzado entre el Ministerio de Salud y los gremios respectivos, para el establecimiento de una asignación de fortalecimiento de la autoridad sanitaria, beneficio del cual quedaron excluidos los funcionarios de la Subsecretaría de Redes Asistenciales. Por lo tanto, mediante la presente iniciativa se subsana esa omisión, bajo parámetros similares a los ya establecidos en la ley N° 20.8652, esto es, con componentes fijos y variables.


Agregó que se determina la progresión en que se entregará la asignación, lo que irá acompañado de un plan institucional que determinará las labores que se deberán realizar para ser acreedor al beneficio.


De consiguiente, resaltó la importancia que tiene la iniciativa en debate, tanto para los funcionarios de la Subsecretaría de Redes Asistenciales como para las autoridades de dicha repartición.


Finalizó su alocución señalando que el proyecto de ley da término a una serie de iniciativas impulsadas por el Ministerio de Salud con el fin de mejorar las remuneraciones de los funcionarios adscritos los diversos servicios dependientes de esa Secretaría de Estado.


La Comisión expresó su apoyo a la iniciativa legal y convino en su aprobación.


- Sometido a votación en general, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Rossi.

- Enseguida, con igual votación fueron aprobados todos y cada uno de sus artículos, sin modificaciones.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO




A continuación, se transcribe el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que la Comisión de Salud propone al Senado aprobar en general y en particular, en los mismos términos:
PROYECTO DE LEY


“Artículo 1.- Establécese una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales, a contar del primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, pertenecientes a los estamentos de profesionales hasta el grado 5° inclusive, técnicos, administrativos y auxiliares, que se encuentren regidos por la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley N° 249, de 1974, que Fija Escala Única de Sueldos para el personal que señala.

Artículo 2.- La asignación de fortalecimiento de redes asistenciales contendrá un componente fijo y un componente proporcional.

La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

El personal que preste servicios por un lapso inferior a un mes tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.

Artículo 3.- El componente fijo de la asignación ascenderá a $100.000.- brutos mensuales.

A contar del 1 de diciembre de 2019 el componente fijo se reajustará de conformidad con los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.

Artículo 4.- El componente proporcional a que se refiere el artículo 2 será del 10% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:

a) Sueldo base. 

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.

Artículo 5.- La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir un plan institucional anual que contenga las principales líneas de acción, objetivos, indicadores y metas institucionales que deberán ser cumplidas durante el año calendario siguiente. Dicho plan contendrá, a lo menos, las siguientes materias: 

a) Inversión, fortalecimiento de la infraestructura, equipamiento y tecnología del nivel primario y hospitalario de los servicios de salud, incluidos los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos. 29, 30 y 31, todos de 2000, del Ministerio de Salud.

b) Perfeccionamiento y control presupuestario y financiero de los servicios de salud, de las transferencias a la atención primaria de salud y a los establecimientos de salud de carácter experimental.

c) La gestión de los recursos humanos de la red asistencial.

d) Optimización progresiva del funcionamiento del régimen de Garantías Explícitas en Salud establecido en la ley Nº 19.966, considerando a los servicios de salud, a la atención primaria de salud y a los establecimientos de salud de carácter experimental.


El plan institucional anual deberá ser enviado por la Subsecretaría de Redes Asistenciales a las comisiones de Salud y de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados en el mes de diciembre del año anterior al de su ejecución. 


Asimismo, durante marzo de cada año, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a las comisiones señaladas en el inciso anterior un informe de gestión que contenga el porcentaje de las metas cumplidas, los resultados obtenidos y las medidas correctivas y preventivas tomadas para el cumplimiento de los objetivos establecidos en el plan institucional anual del año anterior. Además, en julio de cada año la subsecretaría deberá enviarles un informe de avance.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los componentes de la asignación de fortalecimiento de redes asistenciales se sujetarán a la progresión que a continuación se indica para cada uno de los años y estamentos:

a) Desde el primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley y hasta el 30 de noviembre de 2017:
i. Componente fijo:
$50.000.- brutos mensuales para técnicos, administrativos y auxiliares.
$25.000.- brutos mensuales para profesionales hasta el grado 5° inclusive.
ii. Componente proporcional: 5% para técnicos, administrativos y auxiliares, y 4% para profesionales hasta el grado 5° inclusive.

b) A contar del 1 de diciembre de 2017, para los estamentos de técnicos, administrativos y auxiliares: 
i. Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales.
ii. Componente proporcional: 10%.
c) Desde el 1 de diciembre de 2017 y hasta el 30 de noviembre de 2018, para los profesionales hasta el grado 5° inclusive:
i. Componente fijo: $30.000.- brutos mensuales.
ii. Componente proporcional: 5%.

d) A contar del 1 de diciembre de 2018, para los profesionales hasta el grado 5° inclusive:
i. Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales. 
ii. Componente proporcional: 10%. 

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
- - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 7 de marzo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señoras Carolina Goic Boroevic (Presidenta) y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Fulvio Rossi Ciocca.


Valparaíso, 7 de marzo de 2017.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario.

_________________

1.2000 es el año de dictación; la publicación se efectuó en 2001.
2. Benefició a los funcionarios de la Subsecretaría de Salud Pública.
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(11.015-11)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

- - -

Cabe hacer presente que la Comisión de Salud, por haber sido el proyecto de ley calificado con urgencia de discusión inmediata, procedió a discutirlo en general y en particular a la vez, en aplicación de lo que ordena el artículo 127 del Reglamento del Senado, tal como consigna su informe. 

- - -

A la sesión en que se estudió este asunto concurrieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud, la Jefa de la División de Gestión y Desarrollo para Personas, señora Natalia Oltra; la Encargada de Seguimiento Legislativo, señora Paulina Palazzo; la Asesora del Gabinete, señora Natalia Flores; el Jefe del Departamento Jurídico, señor Eduardo Álvarez; el Jefe del Departamento de Calidad de Vida y Relaciones Laborales, señor Luis Villazón, y la Abogada, señora Soledad Zapata.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora Legislativa, señora María Jesús Mella.

De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el Asesor de la Subdirección de Racionalización y Función Pública, señor Rodrigo Caravantes.
El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

De la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Salud (AFUMISAL), el Presidente, señor Thomas Mix.

De la Asociación de Funcionarios de la Subsecretaria de Redes Asistenciales (AFURED), la Presidenta, señora Sandra Yévenes.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1; 2; 3; 4 y 5, permanentes, y de los artículos primero y segundo, transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Salud, como reglamentariamente corresponde.

En relación a ellos, la Comisión de Hacienda no introdujo modificaciones.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Crear una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Redes Asistenciales y definir un plan institucional anual que contenga las principales líneas de acción, objetivos, indicadores y metas institucionales que deberán ser cumplidas durante el año calendario siguiente.

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, la Jefa de la División de Gestión y Desarrollo para Personas del Ministerio de Salud, señora Natalia Oltra, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

CONTEXTO

- La normativa de salud establece la separación de la función asistencial respecto de la autoridad sanitaria. La función asistencial será ejercida por el personal de la Subsecretaría de Redes Asistenciales y comprende la articulación y desarrollo de la red asistencial del sistema.

- Teniendo en consideración lo anterior, el Gobierno, a través de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda en conjunto con la Subsecretaría de Redes Asistenciales, en el marco de la política de diálogo con sus trabajadores, estableció una mesa de trabajo con la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Salud (AFUMINSAL), producto de la cual se acordó el establecimiento de una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales y la fijación de un plan institucional y de rendición de cuentas, cuyo propósito es el fortalecimiento de la función de articulación de la red asistencial.

OBJETIVO DEL PROYECTO DE FORTALECIMIENTO

El objetivo del presente proyecto de ley es fortalecer la función de articulación y desarrollo de la red asistencial, a través de la creación de la asignación de fortalecimiento de redes asistenciales y la fijación de un Plan Institucional y de Rendición de Cuentas, con el propósito de robustecer la atención integral a las personas y la regulación de las prestaciones y acciones de salud.

CONTENIDOS 

1. Creación de la asignación de fortalecimiento para el personal de la Subsecretaría de Redes Asistenciales.

i. Los artículos 1 al 4 del proyecto de ley crean y regulan la asignación de fortalecimiento para el personal de planta y a contrata que se indica y desempeña labores en la Subsecretaría de Redes Asistenciales del Ministerio de Salud.

ii. Esta asignación beneficiará a los funcionarios de los estamentos de profesionales hasta el grado 5° inclusive, técnicos, administrativos y auxiliares que se encuentren regidos por el Estatuto Administrativo y la Escala Única de Sueldos.

iii. Dicha asignación tendrá un componente fijo y otro proporcional. Este último se aplicará sobre el sueldo base y las asignaciones sustitutiva y profesional, según corresponda.

iv. En régimen, el componente fijo ascenderá a $100.000.- brutos mensuales y el componente proporcional a un 10% de las remuneraciones antes indicadas.

v. A contar del 1 de diciembre de 2017, los estamentos técnicos, administrativos y auxiliares llegarán al régimen antes indicado. En el caso del estamento de profesionales, hasta el grado 5° inclusive, llegará a dicho régimen el 1 de diciembre de 2019.

2. Plan institucional y de rendición de cuentas

i. El artículo 5 establece que durante el mes de diciembre de cada año, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir un plan institucional anual.

ii. Dicho plan institucional anual deberá ser enviado por la Subsecretaría de Redes Asistenciales a las comisiones permanentes de Salud y de Hacienda, tanto del Senado como de la Cámara de Diputados, en el mes de diciembre del año anterior al de su ejecución. De igual modo, durante el mes de marzo de cada año, esa Subsecretaría deberá remitir a dichas comisiones un informe de gestión que contenga el grado de cumplimiento del plan institucional del año anterior.

3. Financiamiento

i. Se incorpora un artículo relativo a la imputación del mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley. Así, durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Salud y en lo que faltare, con cargo a la partida del Tesoro Público. En los años siguientes se estará a lo que considere la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.

Resumen de Beneficios

I. Componente Proporcional y su Base de Cálculo:
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II. Progresión de cálculo de los componentes fijo y variable:
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El Honorable Senador señor García consultó si el proyecto de ley se aplica exclusivamente a los funcionarios de la Subsecretaria de Redes Asistenciales y cuántos son los beneficiarios.

La señora Oltra, respondió que el proyecto beneficia a 230 funcionarios de planta y a contrata de la referida Subsecretaría.

Agregó que la modificación efectuada en la Cámara de Diputados, tendiente a disminuir en un año la gradualidad de la aplicación del beneficio tuvo origen en indicación del Ejecutivo. Asimismo, manifestó que igual asignación ya la reciben los funcionarios de la Subsecretaría de Salud.

El Honorable Senador señor Montes preguntó si  los equipos de funcionarios de la Subsecretaría encargados de tareas relacionadas con la construcción de hospitales cumplen funciones en calidad de planta, a contrata u honorarios.

El Jefe del Departamento Jurídico del Minsiterio, señor Eduardo Álvarez, respondió que en los referidos equipos o departamentos cumplen funciones personas que se encuentran en las tres categorías mencionadas y lo mismo ocurre con los equipos que tienen similar tarea en los Servicios de Salud.

El Honorable Senador señor Montes manifestó su preocupación por la necesidad de una real modernización del Ministerio, especialmente en lo referido al área de inversiones y construcción de hospitales.

- - -


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1

Establece una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales, a contar del primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de la ley, para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, pertenecientes a los estamentos de profesionales hasta el grado 5° inclusive, técnicos, administrativos y auxiliares, que se encuentren regidos por la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y por el decreto ley N° 249, de 1974, que Fija Escala Única de Sueldos.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Tuma y Zaldívar.
Artículo 2

La asignación de fortalecimiento de redes asistenciales contendrá un componente fijo y un componente proporcional.

La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

El personal que preste servicios por un lapso inferior a un mes tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Tuma y Zaldívar.
Artículo 3


Dispone que el componente fijo de la asignación ascenderá a $100.000.- brutos mensuales. Asimismo, a contar del 1 de diciembre de 2019 el componente fijo se reajustará de conformidad con los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Tuma y Zaldívar.

Artículo 4

Establece que el componente proporcional a que se refiere el artículo 2 será del 10% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:

a) Sueldo base. 

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Tuma y Zaldívar.

Artículo 5

Prescribe que la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir un plan institucional anual que contenga las principales líneas de acción, objetivos, indicadores y metas institucionales que deberán ser cumplidas durante el año calendario siguiente. Dicho plan contendrá, a lo menos, materias tales como: Inversión, fortalecimiento de la infraestructura, equipamiento y tecnología del nivel primario y hospitalario de los servicios de salud, incluidos los establecimientos de salud de carácter experimental; perfeccionamiento y control presupuestario y financiero de los servicios de salud; la gestión del personal de la red asistencial, y optimización progresiva del funcionamiento del régimen de Garantías Explícitas en Salud.

El plan institucional anual deberá ser enviado por la Subsecretaría de Redes Asistenciales a las comisiones de Salud y de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados en el mes de diciembre del año anterior al de su ejecución. 

Asimismo, durante marzo de cada año, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a las comisiones señaladas en el inciso anterior un informe de gestión que contenga el porcentaje de las metas cumplidas, los resultados obtenidos y las medidas correctivas y preventivas tomadas para el cumplimiento de los objetivos establecidos en el plan institucional anual del año anterior. Además, en julio de cada año la subsecretaría deberá enviarles un informe de avance.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Tuma y Zaldívar.
---

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero


Establece que los componentes de la asignación de fortalecimiento de redes asistenciales se sujetarán a la progresión que a continuación se indica para cada uno de los años y estamentos:

a) Desde el primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley y hasta el 30 de noviembre de 2017:

i. Componente fijo:

$50.000.- brutos mensuales para técnicos, administrativos y auxiliares.

$25.000.- brutos mensuales para profesionales hasta el grado 5° inclusive.

ii. Componente proporcional: 5% para técnicos, administrativos y auxiliares, y 4% para profesionales hasta el grado 5° inclusive.

b) A contar del 1 de diciembre de 2017, para los estamentos de técnicos, administrativos y auxiliares: 

i. Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales.

ii. Componente proporcional: 10%.

c) Desde el 1 de diciembre de 2017 y hasta el 30 de noviembre de 2018, para los profesionales hasta el grado 5° inclusive:

i. Componente fijo: $30.000.- brutos mensuales.

ii. Componente proporcional: 5%.

d) A contar del 1 de diciembre de 2018, para los profesionales hasta el grado 5° inclusive:

i. Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales. 

ii. Componente proporcional: 10%.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Tuma y Zaldívar.

Artículo segundo

Dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Tuma y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 7 de diciembre de 2016, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente proyecto de ley crea una asignación mensual de fortalecimiento de Redes Asistenciales, beneficiando a los funcionarios de planta y contrata de los estamentos de técnicos, administrativos y auxiliares en todos sus grados, no obstante para el estamento de profesionales se considera hasta el grado 5° inclusive, todos dependientes de la Subsecretaría de Redes Asistenciales y regidos por la Ley N° 18.834 y por el DL N° 249, de 1974.

Junto a lo anterior, se establece que la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir un Plan Institucional Anual y de Rendición de Cuentas, que incluya las principales líneas de acción, objetivos, indicadores y metas institucionales, las cuales deberán ser cumplidas durante el año calendario siguiente. Este plan deberá ser enviado por dicha Subsecretaría a las Comisiones de Salud del Senado y la Cámara de Diputados en el mes de diciembre del año anterior al de su ejecución.

Los componentes de esta asignación, en régimen por beneficiario, considera un monto fijo bruto mensual de $100.000 y un componente proporcional de 10% sobre la siguiente base de cálculo: sueldo base; más Asignación Profesional (Artículo 19, Ley N°19.185) y más Asignación Sustitutiva (Artículos 17 y 18 Ley N°19.185).

El componente fijo se reajustará a contar del 1° de diciembre de 2020, conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público, para todos los beneficiarios de ésta, profesionales hasta grado 5° inclusive, técnicos, administrativos y auxiliares de la Subsecretaría de Redes Asistenciales.

II. Efecto sobre el Presupuesto Fiscal

El proyecto de ley irroga un mayor gasto en régimen de M$ 732.515, el cual se estima a partir de los siguientes supuestos:

a. Considera el universo de beneficiarios de este proyecto de ley, que están autorizados para el año 2017 en la Ley N°20.981, de presupuestos del sector público para el año 2017, el cual alcanza a 230 funcionarios.

b. Se estima para el cálculo del componente proporcional, una remuneración base promedio mensual de $1.643.529 para dicha dotación.

c. Proyecta otorgar el beneficio a contar del mes siguiente a la fecha de publicación de la ley.

d. Considera gradualidad en la implementación y además, su aplicación varía según el estamento al cual pertenece el funcionario, conforme lo señala la ley.

De esta forma, se supone un costo máximo anual, por estamento, siguiente:
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El mayor gasto que irrogue el proyecto de Ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Salud, y en lo que faltare, el Ministerio de Hacienda podrá suplementario con recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes los recursos se consultaran en la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Publico.”.

Posteriormente, se presentó informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 1 de marzo de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. OBJETO DE LA INDICACIÓN

La presente indicación tiene por objeto modificar la gradualidad de la puesta en régimen del Proyecto de Ley que Crea la Asignación de Fortalecimiento de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, cambiando en el artículo 3.- el año 2020 por 2019, lo cual afecta la fecha de reajuste del componente fijo señalado en dicho artículo. Lo anterior, implica modificar la gradualidad establecida en el artículo primero transitorio, reduciendo las anualidades de cuatro años a tres años.

II. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY

a. El proyecto de ley crea una asignación mensual de fortalecimiento de Redes Asistenciales, beneficiando a los funcionarios de planta y contrata de los estamentos de técnicos, administrativos y auxiliares en todos sus grados, no obstante para el estamento de profesionales se considera hasta el grado 5° inclusive, todos dependientes de la Subsecretaría de Redes Asistenciales y regidos por la Ley N° 18.834 y por el DL N° 249, de 1974.

b. Junto a lo anterior, se establece que la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir un Plan Institucional Anual y de Rendición de Cuentas, que incluya las principales líneas de acción, objetivos, indicadores y metas institucionales, las cuales deberán ser cumplidas durante el año calendario siguiente. Este plan deberá ser enviado por dicha la Subsecretaría a las Comisiones de Salud del Senado y la Cámara de Diputados en el mes de diciembre del año anterior al de su ejecución.

c. Los componentes de esta asignación, en régimen por beneficiario, considera un monto fijo bruto mensual de $100.000 y un componente proporcional de 10% sobre la siguiente base de cálculo: sueldo base; más Asignación Profesional (Artículo 19, Ley N°19.185) y más Asignación Sustitutiva (Artículos 17 y 18 Ley N°19.185).

d. El componente fijo se reajustará a contar del 1° de diciembre de 2019, conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público, para todos los beneficiarios de ésta, profesionales hasta grado 5° inclusive, técnicos, administrativos y auxiliares de la Subsecretaría de Redes Asistenciales.

III. EFECTO SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL

La indicación no irroga un mayor gasto fiscal en régimen, por cuanto mantiene el gasto proyectado de M$732.515, aunque adelanta el régimen desde el año 2020 al año 2019. El gasto fiscal se ha estimado con los siguientes supuestos:

a. Considera el universo de beneficiarios de este proyecto de ley, que están autorizados para el año 2017 en la Ley N°20.981, de presupuestos del sector público para el año 2017, el cual alcanza a 230 funcionarios.

b. Para el cálculo del componente proporcional, considera una remuneración base promedio mensual de $1.654.041 para dicha dotación.

c. Proyecta otorgar el beneficio a contar del mes siguiente a la fecha de publicación de la ley.

d. Considera gradualidad en la implementación y además, su aplicación varía según el estamento al cual pertenece el funcionario, conforme lo señala la ley.

De esta forma, el gasto máximo anual por estamento, con la nueva gradualidad es el siguiente:
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El mayor gasto que irrogue el proyecto de Ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Salud, y en lo que faltare, el Ministerio de Hacienda podrá suplementario con recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes los recursos se consultarán en la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.

El presente Informe Financiero sustituye al IF N° 143, del 07.DIC.2016.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Salud, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Establécese una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales, a contar del primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, pertenecientes a los estamentos de profesionales hasta el grado 5° inclusive, técnicos, administrativos y auxiliares, que se encuentren regidos por la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley N° 249, de 1974, que Fija Escala Única de Sueldos para el personal que señala.

Artículo 2.- La asignación de fortalecimiento de redes asistenciales contendrá un componente fijo y un componente proporcional.

La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

El personal que preste servicios por un lapso inferior a un mes tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.

Artículo 3.- El componente fijo de la asignación ascenderá a $100.000.- brutos mensuales.

A contar del 1 de diciembre de 2019 el componente fijo se reajustará de conformidad con los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.

Artículo 4.- El componente proporcional a que se refiere el artículo 2 será del 10% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:

a) Sueldo base. 

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.

Artículo 5.- La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir un plan institucional anual que contenga las principales líneas de acción, objetivos, indicadores y metas institucionales que deberán ser cumplidas durante el año calendario siguiente. Dicho plan contendrá, a lo menos, las siguientes materias: 

a) Inversión, fortalecimiento de la infraestructura, equipamiento y tecnología del nivel primario y hospitalario de los servicios de salud, incluidos los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos. 29, 30 y 31, todos de 2000, del Ministerio de Salud.

b) Perfeccionamiento y control presupuestario y financiero de los servicios de salud, de las transferencias a la atención primaria de salud y a los establecimientos de salud de carácter experimental.

c) La gestión de los recursos humanos de la red asistencial.

d) Optimización progresiva del funcionamiento del régimen de Garantías Explícitas en Salud establecido en la ley Nº 19.966, considerando a los servicios de salud, a la atención primaria de salud y a los establecimientos de salud de carácter experimental.

El plan institucional anual deberá ser enviado por la Subsecretaría de Redes Asistenciales a las comisiones de Salud y de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados en el mes de diciembre del año anterior al de su ejecución. 

Asimismo, durante marzo de cada año, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a las comisiones señaladas en el inciso anterior un informe de gestión que contenga el porcentaje de las metas cumplidas, los resultados obtenidos y las medidas correctivas y preventivas tomadas para el cumplimiento de los objetivos establecidos en el plan institucional anual del año anterior. Además, en julio de cada año la subsecretaría deberá enviarles un informe de avance.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los componentes de la asignación de fortalecimiento de redes asistenciales se sujetarán a la progresión que a continuación se indica para cada uno de los años y estamentos:

a) Desde el primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley y hasta el 30 de noviembre de 2017:

i. Componente fijo:

$50.000.- brutos mensuales para técnicos, administrativos y auxiliares.

$25.000.- brutos mensuales para profesionales hasta el grado 5° inclusive.

ii. Componente proporcional: 5% para técnicos, administrativos y auxiliares, y 4% para profesionales hasta el grado 5° inclusive.

b) A contar del 1 de diciembre de 2017, para los estamentos de técnicos, administrativos y auxiliares: 

i. Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales.

ii. Componente proporcional: 10%.

c) Desde el 1 de diciembre de 2017 y hasta el 30 de noviembre de 2018, para los profesionales hasta el grado 5° inclusive:

i. Componente fijo: $30.000.- brutos mensuales.

ii. Componente proporcional: 5%.

d) A contar del 1 de diciembre de 2018, para los profesionales hasta el grado 5° inclusive:

i. Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales. 

ii. Componente proporcional: 10%. 

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
---

Acordado en sesión celebrada el día 14 de marzo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 14 de marzo de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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